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RESUMEN 

El servicio público es la manifestación de la actividad del Estado que realiza en 

función de los administrados, cuyo fin es cumplir con la satisfacción de las necesidades 

de la población. Con la nueva noción de servicio público enfocado en el desarrollo de una 

prestación de un servicio en un mercado competitivo que garantice la eficiencia, 

universalidad y continuidad del servicio, va cambiando la idea de que, necesariamente, la 

Administración debe prestar el servicio, sino que también, sujetos privados puedan 

prestarlos siempre con autorización y vigilancia por parte de la Administración. 

En el caso de las telecomunicaciones en Costa Rica anterior al año dos mil ocho, 

la regulación del sector estaba a cargo de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos y era el ICE el único operador estatal del servicio de telecomunicaciones. Con la 

ratificación del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, Centroamérica y 

República Dominicana, Costa Rica adquiere muchos compromisos y parte de ellos era 

modificar el sistema de regulación de telecomunicaciones que estaba imperando en su 

momento para pasar a un sector enfocado en fomentar la competencia efectiva y la 

apertura de mercado. 

Con la creación de la Superintendencia de Telecomunicaciones y la 

implementación de un marco normativo especializado en la materia se da paso a una 

nueva etapa en la regulación de las telecomunicaciones, cuyos propósitos son garantizar 

la competencia efectiva del mercado, un acceso universal a la población y que se 

respeten los ideales de solidaridad y universalidad presentes en el servicio de 

telecomunicaciones. 

Dada a la importancia que ha adquirido el sector de telecomunicaciones y todos 

los cambios que ha sufrido el sector, es que esta investigación tiene como objetivo 

general realizar la exposición las fortalezas y debilidades de la regulación de las 

telecomunicaciones como servicio público y de acceso universal a partir de la apertura de 
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las telecomunicaciones con motivo de la ratificación del Tratado de Libre Comercio entre 

Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 

Se tiene como hipótesis, ¿Es posible determinar e identificar las fortalezas y 

debilidades de la regulación de las telecomunicaciones como servicio de acceso universal 

a partir de la apertura de las telecomunicaciones con motivo de la ratificación del Tratado 

de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana? 

La metodología utilizada para realizar esta investigación, parte del estudio de la 

legislación referente a la regulación del sector de telecomunicaciones y en doctrina 

nacional. También, se toma como base los dictámenes y opiniones jurídicas emitidas por 

la Procuraduría General de la República. A su vez, se realiza el estudio de resoluciones y 

acuerdos tomados por el órgano regulador y las instituciones relacionadas con la 

prestación del servicio de telecomunicaciones. Se efectúa un estudio a partir de las 

publicaciones en medios de prensa escrita que describen e informan el panorama actual 

de la regulación del servicio de telecomunicaciones en Costa Rica. 

Esta investigación se divide en tres títulos. En el primero se hace una referencia 

sobre los aspectos generales del servicio público y su regulación en Costa Rica. El 

segundo, consiste en un estudio del concepto de telecomunicaciones como servicio 

público y servicio de acceso universal, el fundamento constitucional de la regulación del 

sector de telecomunicaciones y el panorama actual de la regulación con motivo de la 

apertura del mercado de telecomunicaciones. Por último, el tercero se enfoca en el 

concepto de regulación y sus implicaciones y al análisis de las fortalezas y debilidades de 

la regulación del sector de telecomunicaciones con motivo de la apertura de mercado. 

Para finalizar, se harán las recomendaciones y las conclusiones de la investigación. 

Entre los aportes más relevantes del presente trabajo final de graduación, está 

resaltar los aspectos más relevantes del servicio público, indicar el panorama actual de la 

regulación de las telecomunicaciones y fundamento constitucional de dicha regulación y 

exponer las fortalezas y debilidades de la regulación del sistema de apertura de 

telecomunicaciones vigente en Costa Rica. 
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INTRODUCCIÓN 

El servicio público se puede definir como aquella prestación asignada a la 

Administración Pública, con el objetivo de satisfacer las necesidades básicas de 

los ciudadanos mediante las potestades de imperio que tiene el Estado. El autor 

Maurice Hauriou lo define como: 

"un servicio técnico prestado al público de una manera regular y continua 

para la satisfacción de una necesidad pública y por una organización 

pública•t1. 

Estas atribuciones que toma el Estado como suyas sirven para que los 

ciudadanos puedan desarrollar sus actividades básicas y así fortalecer su 

desarrollo en los ámbitos económicos, culturales, educativos y de salud, 

propiciando el progreso humano con el mejoramiento de sus condiciones de vida. 

Todas esas necesidades que se van presentando van surgiendo con el 

pasar de los años, lo que hace que se vayan configurando servicios importantes 

para el desarrollo de las actividades de la sociedad. Parte de esos servicios que 

se han enmarcado en la sociedad como importantes, ha sido el caso de las 

telecomunicaciones, servicio que ha demostrado tener muchos beneficios en la 

vida social de las personas, fomentado la educación, el conocimiento, el comercio 

internacional y nacional y, por ende, mejorando las formas de comunicación de 

las personas. 

Para Costa Rica, el ámbito de telecomunicaciones empezó adquirir 

importancia en el año dos mil ocho, cuando se ratificó el Tratado de Libre 

Comercio con Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana, en donde 

1 HAURIOU, citado en GORDILLO, Agustín. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo 11. 2 ed. 

Buenos Aires. F.D.A. 1998. p. 44. 
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se adquirieron compromisos con la firma de dicho Tratado entre los cuales 

estaban la apertura del mercado de las telecomunicaciones. 

Esa apertura trajo consigo grandes cambios con respecto de la noción del 

servicio de telecomunicaciones, pues pasa a ser considerado como un servicio de 

acceso universal, aunado a lo anterior se realizan grandes innovaciones a nivel 

normativo, esto con la implementación de las leyes 8660, denominada 

Fortalecimiento y Modernización de las entidades públicas del sector 

telecomunicaciones y la 8642 denominada Ley General de Telecomunicaciones. A 

nivel organizacional el sector de telecomunicaciones sufre un gran cambio, dado a 

que se crea un órgano especializado en materia de telecomunicaciones, lo que se 

conoce como Superintendencia de Telecomunicaciones y se le trasladan todas las 

facultades que tenía la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos en lo referente 

a la regulación de las telecomunicaciones. 

Ante todos esas modificaciones que se han presentado en el sector de 

telecomunicaciones, se considera necesario realizar un análisis jurídico con 

respecto de la regulación del sector de telecomunicaciones posterior a la entrada 

en vigencia del TLC, esto debido a que son muchos los elementos que entran en 

juego en cuanto a este tema. Lo que se pretende, es determinar si con la apertura 

de las telecomunicaciones, las entidades encargadas de regular el sector de 

telecomunicaciones cumplen con sus funciones atribuidas por ley, entre las cuales 

están fomentar la competencia efectiva de los consumidores, garantizar los 

derechos de los usuarios, establecer un equilibrio y un mercado de 

telecomunicaciones libre de prácticas monopolísticas, lo último y no menos 

importante garantizar el acceso universal de las telecomunicaciones. 

Es, por lo anterior, que en este trabajo de investigación se realizará un 

estudio de los aspectos generales del servicio público y su regulación en Costa 

Rica, seguidamente, se llevará a cabo un análisis de las telecomunicaciones como 
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servicio público y como servicio de acceso universal, así como una breve síntesis 

del marco normativo regulatorio de las telecomunicaciones. 

Finalmente, se realizará un análisis de las fortalezas y debilidades de la 

regulación del servicio de telecomunicaciones como servicio de acceso universal. 

OBJETIVO GENERAL 

• Exponer las fortalezas y debilidades de la regulación de las 

telecomunicaciones como servicio público y de acceso universal a partir de 

la apertura de las telecomunicaciones con motivo de la ratificación del 

Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y 

República Dominicana. 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

• Describir los aspectos generales del servicio público y estudiar su 

regulación y desarrollo histórico en Costa Rica. 

• Estudiar las telecomunicaciones como servicio público de acceso universal, 

analizar el fundamento constitucional de la regulación de las 

telecomunicaciones y explicar el panorama actual de la regulación del 

mercado de las telecomunicaciones con motivo de la aprobación y 

ratificación de la ratificación del Tratado de Libre Comercio entre Estados 

Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 

3 



• Definir el concepto de regulación y sus implicaciones, y exponer las 

fortalezas y debilidades de regulación de las telecomunicaciones como 

servicio de acceso universal con motivo de la apertura de las 

telecomunicaciones con la ratificación del Tratado de Libre Comercio entre 

Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana 

HIPÓTESIS 

¿Es posible determinar e identificar las fortalezas y debilidades de la 

regulación de las telecomunicaciones como servicio de acceso universal a partir 

de la apertura de las telecomunicaciones con motivo de la ratificación del Tratado 

de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana? 

METODOLOGÍA 

La metodología que se emplea en este trabajo de investigación, parte del 

estudio de la legislación referente a la regulación del sector de telecomunicaciones 

y en doctrina nacional. También, se toma como base los dictámenes y opiniones 

jurídicas emitidas por la Procuraduría General de la República. 

A nivel institucional se estudian reglamentos, directrices, resoluciones y 

acuerdos emitidos por la Superintendencia de Telecomunicaciones e instituciones 

y empresas relacionadas con el desarrollo de dicho servicio, también, se realiza un 

estudio a partir de las publicaciones en medios de prensa escrita que describen e 
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informan el panorama actual de la regulación del servicio de telecomunicaciones 

en todos sus aspectos. 

ESTRUCTURA DE LOS TÍTULOS 

Este trabajo consta de tres títulos. 

El primero se refiere a los aspectos generales del servicio público y su 

regulación en Costa Rica. El segundo consiste en un estudio del concepto de 

telecomunicaciones como servicio público y servicio de acceso universal, el 

fundamento constitucional de esa regulación del sector de telecomunicaciones y el 

panorama actual de la regulación con motivo de la apertura del mercado de 

telecomunicaciones. Por último, el título tercero se enfoca en el concepto de 

regulación y sus implicaciones y al análisis de las fortalezas y debilidades de la 

regulación del sector de telecomunicaciones con motivo de la apertura de 

mercado. Para finalizar, se harán las recomendaciones y las conclusiones de la 

investigación. 
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TÍTULO PRIMERO 

ASPECTOS GENERALES DEL SERVICIO PÚBLICO Y SU REGULACIÓN EN 

COSTA RICA 

El servicio público surge como respuesta a una necesidad del Estado de 

garantizar a sus ciudadanos un desarrollo pleno, proporcionándoles servicios que 

puedan cubrir sus necesidades básicas para vivir y poder desarrollarse en la 

sociedad. 

Justamente, la satisfacción de esas necesidades debe darse dentro del 

marco del principio de continuidad, es decir: 

" ... la prestación de un servicio público debe de realizarse de una manera 

continua, es decir, que esta actividad no puede ni debe ser interrumpida, 

pues es de vital importancia que esas necesidades de interés público sean 

satisfechas de la mejor manera posible, precisamente porque en ella se 

encuentran involucradas los mayores intereses de las personas y de la 

sociedad en general"2
• 

Tal y como se citó, el principio de continuidad es un elemento que 

idealmente debe estar presente a la hora de prestar un servicio y es, 

precisamente, el Estado quien debe encargarse de que se cumpla a cabalidad con 

ese principio. Lo anterior, debido a que con el paso de los años las exigencias por 

parte de los ciudadanos crecen y se hace necesario brindar, también, un buen 

2 AGUIRRE, A. BOLAÑOS, H. y PÉREZ, W. Hacia una nueva teoría del servicio público en Costa Rica. 
Las actividades de interés económico con énfasis en el servicio público de telecomunicaciones y su 
respectivo análisis en el Derecho Comparado. Tesis de Graduación para optar por el grado de 

Licenciatura en Derecho. Campus Rodrigo Facio: Universidad de Costa Rica. vol l. 2007. p. 90. 
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servicio, el cual se debe regir desde lo establecido en el artículo 4 de la Ley 

General de la Administración Pública: 

"Artículo 4.- La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su 

conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar 

su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen 

legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los 

destinatarios, usuarios o beneficiarios'13
• 

Las exigencias con respecto de los servicios básicos crecen, junto con las 

necesidades que con la globalización cada día se van presentando e innovando y 

revolucionan el mundo en general. Día a día surgen nuevos servicios que se van 

considerando indispensables, por lo que estos se hacen necesarios para que el 

ser humano pueda desarrollarse plenamente. No solo es indispensable tener 

acceso a un servicio que facilite el consumo de agua potable, o bien, tener un 

flujo de electricidad necesario para realizar actividades como ver televisión, 

cocinar, utilizar la computadora y otros, sino, que también es necesario tener una 

línea telefónica en el hogar, un celular para estar en contacto con nuestros amigos 

y familiares y por supuesto acceso a Internet para estar atento a todo lo que pasa 

en el mundo actualmente. En el caso de Costa Rica, las telecomunicaciones son 

consideradas como servicio público, por lo que ese sector se encuentra regulado, 

tanto normativamente como a nivel institucional, sea el caso de la SUTEL; no 

obstante, antes de hacer una exposición sobre las telecomunicaciones es 

necesario enfocar primero la noción de servicio público. 

3 Ley 6227 del 2 de mayo de 1978. Artículo 4. 
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CAPÍTULO PRIMERO: ASPECTOS GENERALES DEL SERVICIO PÚBLICO 

Dentro de este capítulo se analizarán los aspectos generales del servicio 

público, tales como su concepto, sus principios y la nueva noción del servicio 

público, consecuencia de los cambios que se han generado a raíz de la 

globalización y el desarrollo económico. 

SECCIÓN 1: ASPECTOS GENERALES DEL SERVICIO PÚBLICO 

A) Concepto de servicio público: 

El concepto de servicio público nace en Francia, con la Revolución 

Francesa. Su origen surge como respuesta a una necesidad de los ciudadanos 

que deseaban con ansias tener un gobierno que tomara decisiones en función de 

las necesidades de la sociedad y no en función de los intereses de la nobleza. 

El autor Jorge Enrique Romero Pérez en su libro "El servicio público", 

detalla este cambio que se desarrolló en Francia: 

"Así, el servicio público es una creación del nuevo régimen y responde a las 

exigencias de la sociedad en la cual la clase alta, está caracterizada por los 

propietarios de los medios de producción y de distribución ... '"". 

Ese es el inicio del servicio público, que conforme ha pasado el tiempo se 

ha ido modificando a raíz de las nuevas necesidades que van apareciendo en la 

sociedad. 

4 ROMERO PÉREZ, Jorge. El Servicio Público. Publicaciones Facultad de Derecho Universidad de 

Costa Rica. 4 ed. Costa Rica. 1983. p. 19. 
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En Francia, se toma como base para darle sentido a lo que en realidad es el 

servicio público y por supuesto el fin de dicho servicio. En el concepto del autor 

Romero Pérez, una de las primeras nociones de servicio público, surge en función 

de una necesidad de cambio en la actividad desarrollada por el Estado. Es, por 

esa razón, que las primeras nociones de servicio público que se aplican, en la 

actualidad, se refieren a una necesidad de darle un significado a esas actividades 

desarrolladas por la administración pública en función de sus ciudadanos. 

Según la Ley General de la Administración Pública en su artículo 1, la 

Administración Pública se define como aquella que está: 

"constituida por el Estado y los demás entes públicos, cada uno con 

personalidad jurídica y capacidad de derecho público y privado'15
• 

Es justamente esa administración quien se debe encargar de desarrollar los 

medios idóneos para brindar un servicio que satisfaga los requerimientos de sus 

ciudadanos. 

Gracias a esas necesidades que van surgiendo en una sociedad que día 

con día va cambiando, es que han desarrollado varios conceptos referentes al 

servicio público como tal. Esta variedad de conceptos poseen un elemento común, 

el cual es que todo servicio público va a ir de la mano con una actividad estatal. 

Un ejemplo de un concepto que refleja esa relación de servicio público y 

actividad estatal, es precisamente la definición que da el autor Ronald Hidalgo 

Cuadra, en su artículo "Apuntes sobre el servicio público en tiempos de 

globalización", el cual indica que: 

"Uno de los criterios para definir si estamos frente a un servicio público es 

que la actividad haya sido incorporada al quehacer del Estado directamente 

5 Ley 6227 del 2 de mayo de 1978. Artículo 1. 
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o por medio de particulares al que el Estado les permita gracias a una 

concesión',¡;. 

De conformidad con lo citado, es claro que para que se pueda nombrar a 

una actividad como servicio público, es necesario que dicha actividad sea 

organizada y ejercida por el Estado, no obstante, se da la posibilidad de que sea el 

Estado el que delegue a un particular la realización de una acción necesaria para 

brindar un servicio de calidad y eficiente a sus usuarios. Esa delegación se 

resume en lo que se conoce como concesión, dicha figura es definida por la Ley 

General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos en su artículo 1 

como: 

"Administración concedente encarga a un tercero, el cual puede ser persona 

pública, privada o mixta, el diseño, la planificación, el financiamiento, la 

construcción, la conservación, ampliación o reparación de cualquier bien 

inmueble público, a cambio de contraprestaciones cobradas a los usuarios 

de la obra o a los beneficiarios del servicio o de contrapartidas de cualquier 

tipo pagadas por la Administración concedente"7
• 

Pero al concepto citado anteriormente, se le puede agregar que la 

Administración puede otorgar en concesión el manejo de un servicio público que 

no necesariamente tiene que ver con una construcción de una obra pública, 

cuando sea indispensable y garantice el cien por ciento de la eficiencia en dicho 

servicio. Lo anterior, lo deja claro el artículo 72 de la Ley de Contratación 

Administrativa: 

6 HIDALGO CUADRA, Ronald. Apuntes sobre el servicio público en tiempos de globa/ización. Revista 

de Ciencias Jurídicas. 116 (48): 41-76. Mayo-Agosto 2008. p. 48. 
7 Ley 7762 del 22 de mayo de 1998. Artículo 1. 
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"Artículo 72.- Fundamento: Para el mejor cumplimiento del fin público, la 

Administración podrá dar en concesión instalaciones para que otras 

personas, físicas o jurídicas, presten servicios complementarios',s. 

Otra noción de servicio público relacionada con la importancia de satisfacer 

necesidades, es la que presenta el jurista Maurice Hauriou, quien hace referencia 

al servicio público como: 

"Un servicio técnico, prestado al público de una manera regular y continua 

para la satisfacción de una necesidad pública y por una organización 

pública'"'. 

Lo anterior, se refiere a que cada actividad estatal encaminada al desarrollo 

y al fomento de una vida social que no carezca de ningún tipo de recurso 

importante para el progreso, va a ser siempre ejecutada por el Estado, ya sea 

directamente o por medio de las concesiones, pero siempre se tomará en cuenta 

que será el Estado el que necesariamente deberá regular, supervisar y controlar el 

servicio público prestado. 

Por otra parte, Héctor Escala define al servicio público como: 

" ... la prolongación o modalidad especial de la acción administrativa, que 

como tal tiene por finalidad la satisfacción de las necesidades colectivas y la 

obtención de los fines propios del Estado"1º. 

Es menester, agregar a lo citado con anterioridad que todo servicio 

catalogado como público va a estar relacionado necesariamente con la actividad 

8 Ley 7494 del 2 de mayo de 1995. Artículo 72. 
9 HAURIOU, citado en ALVARADO, G. HOFFMANN, F. y LÓPEZ, G. La Contraloría de Servicios 

Públicos en Costa Rica. Tesis de Graduación para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. 

Campus Rodrigo Facio: Universidad de Costa Rica. 1990. p. 3. 
10 ESCOLA, Héctor. Compendio de Derecho Administrativo. Publicaciones Facultad de Derecho 

Universidad de Costa Rica. 4 ed. Costa Rica. 1984. p. 417. 
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de la administración. La administración puede ejercer la actividad o regular el 

accionar de personas privadas que a través de un título habilitante de la concesión 

realiza actividad dirigida a generar servicio público. 

Se dice que el servicio público se debe definir por el tipo de interés que 

debe satisfacer, así lo exponen los autores Gilbert Alvarado, Freddy Hoffmann y 

Geovanni López en su trabajo final de graduación titulado "La contraloría de 

servicios públicos en Costa Rica'~ 

"El servicio público se define no sobre la base de quien lo presta, sino en 

virtud de la necesidad que por medio de la actividad se llegue a satisfacer"11
• 

El concepto expuesto anteriormente, lleva relación con el caso de Costa 

Rica, el cual, según el artículo 3 de la Ley 7593, Ley Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, define al servicio público como: 

"El que por su importancia para el desa"ollo sostenible del país sea 

calificado como tal por la Asamblea Legislativa, con el fin de sujetarlo a las 

regulaciones de esta ley'112
• 

Analizando los conceptos de servicio público anteriormente expuestos, se 

concluye que una noción básica de servicio público, es aquella que incluye una 

actividad estatal, o bien, la que es desarrollada por un particular autorizado 

debidamente por el Estado en función de un fin, el cual tiene como propósito el 

bienestar y el cumplimiento de los intereses de la población en general. 

11 ALVARADO, G. HOFFMANN, F. y LÓPEZ, G. Op. cit. p. 4. 
12 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 3. 
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B) Finalidad del Servicio Público: 

El concepto de servicio público, de forma implícita, indica su finalidad y las 

razones por las cuales fue creado. Es justamente, el desarrollo de una actividad 

encaminada por cumplir con un interés general, es decir un interés de la mayor 

parte de la población. 

El Estado debe trabajar en función de sus administrados y es mediante el 

servicio público que ese trabajo se ve realizado. Ese interés que debe cumplir el 

Estado, es definido por el autor Ronald Hidalgo como aquel: 

" ... que se manifiesta en el carácter esencial de la actividad para el 

desenvolvimiento del Estado o porque satisface un interés o necesidad 

colectiva't13
• 

Un interés caracterizado por corresponder a la mayoría de la población y 

no a pocas personas. 

En el dictamen número C-009-2000, la Procuraduría General de la 

República, se discute acerca de la finalidad del servicio público: 

" ... el servicio público tiene su razón no en el interés de que las empresas 

compitan, sino en las necesidades colectivas que satisface"14
• 

Relacionado con lo expuesto en el dictamen de la Procuraduría General de 

la República, se cita otro concepto que incluye en sí, la finalidad del servicio 

público: 

"El servicio público se encuentra encaminado a dar satisfacción a una 

necesidad social. Asimismo, lo que pretende el Estado con declarar el 

13 HIDALGO CUADRA, Ronald. Op. cit. p. 56. 
14 Dictamen número C-009-2000 del 26 de enero de 2000. Procuraduría General de la República. 
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servicio como público, es proteger tal actividad del riesgo de su 

desaparición, defectuosa o insuficiente prestación del mismo, 

discriminaciones de los administrados, inte"upciones del servicio, etc. '"5
• 

Según lo anterior, se hace notar que la finalidad de brindar el servicio, es 

cumplir con las necesidades de la población. También, es importante rescatar esa 

definición, la cual intrínsecamente atribuye un papel muy activo a la Administración 

Pública a la hora de realizar esas actividades para generar un servicio público 

efectivo y de calidad para cada uno de los usuarios. 

Uno de los mecanismos más eficientes para hacer que un Estado cumpla 

con sus obligaciones de generar el bienestar de sus habitantes, es plasmar en una 

norma esa función. Afortunadamente, en la Constitución Política, en su artículo 50, 

indica lo siguiente: 

"El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país, 

organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la 

riqueza. Toda persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente 

equilibrado. Por ello, está legitimada para denunciar los actos que infrinjan 

ese derecho y para reclamar la reparación del daño causado. El Estado 

garantizará, defenderá y preservará ese derecho"16
• 

Es importante que el servicio se brinde, pero bajo niveles razonables de 

eficiencia y calidad, que busquen un beneficio para todo un país. 

Estas nociones que engloban la finalidad del servicio público, logran indicar 

que el propósito principal del servicio público va direccionado hacia satisfacer las 

necesidades de los ciudadanos. 

~ . 
ALVARADO, G. HOFFMANN, F. y LOPEZ, G. Op. cit. p. 76. 

16 Constitución Política de la República de Costa Rica del 7 de noviembre de 1949. Artículo 50. 
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Para complementar lo expuesto, en referencia a la finalidad del servicio 

público, otro concepto que coincide con la noción de satisfacción de intereses es 

el que menciona Escala, el cual se cita textualmente: 

"La finalidad general de los servicios públicos, en consecuencia podemos 

concretarla diciendo que procuran la atención de las necesidades que 

originan prestaciones dirigidas a los particulares, individualmente o en su 

conjunto, que son interés público y le sirven al bien común ... " 17
• 

Se rescata del anterior extracto, que el bien común en sí, es la finalidad por 

la cual se fomenta una actividad en función de los ciudadanos, los cuales poseen 

insuficiencias en su vida diaria, éstas deben ser satisfechas con ayuda de la 

administración pública. 

Es evidente al revisar las perspectivas presentes en la doctrina jurídica y en 

opiniones jurídicas, que la principal razón para lo cual el servicio público fue 

creado es sencillamente para que un Estado desarrolle dicha actividad en función 

de sus gobernados y esa actividad va a tener un respaldo siempre en una norma 

de alta jerarquía, que en el caso de Costa Rica es la Constitución Política, la que 

garantiza y ordena al Estado realizar dicha actividad, destinada al bien común. 

SECCIÓN 11: CLASIFICACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO 

Se han desarrollado clasificaciones de los tipos de servicio público que la 

Administración Pública puede brindar. Esas clasificaciones responden, 

básicamente, a la naturaleza del servicio, quien ejecuta la realización de ese 

servicio y la necesidad que al final se llega a cumplir. Esas clasificaciones son las 

siguientes: 

17 ESCOLA, Héctor. Op. cit. p. 419. 

15 



A) Por la importancia o relevancia del servicio público: 

Este tipo de clasificación radica, básicamente, en el servicio que el Estado 

brinda a la sociedad y por supuesto la relevancia que ese servicio posee para el 

grupo social. Es claro que no todos los servicios tienen una alta importancia, dado 

a que existirán necesidades que son mucho más importantes de satisfacer que 

otras, por esa razón, es que se realiza una división dentro de esta misma 

clasificación en donde se dividen los servicios en esenciales y no esenciales. 

Los servicios esenciales son aquellos que cumplen con la satisfacción de 

aquellas necesidades que cada habitante requiere para vivir y poseer un 

desarrollo pleno de sus actividades, con la finalidad de vivir en un ambiente sano y 

equilibrado. Según el autor Héctor Escala, en su libro "Compendio de Derecho 

Administrativo", define un servicio esencial como: 

" ... los que tienen como fin la satisfacción de las necesidades básicas, tanto 

para el individuo, como para la comunidad en general, y por lo tanto son 

indispensables para la subsistencia individual o colectiva'118
• 

Es decir, va a ser esencial aquel servicio que sea estrictamente necesario 

para que la persona pueda realizar sus actividades propias de su estilo de vida de 

la mejor manera. Un ejemplo de un servicio esencial es el agua un recurso que se 

utiliza en general para muchos usos en la vida diaria, actividades que incluyen la 

higiene personal y labores domésticas. 

Para complementar el concepto de los servicios públicos esenciales, 

Hidalgo define esta clasificación del servicio público como: 

18 ESCOLA, Héctor. Op. cit. p. 444. 
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"Conjunto definido de prestaciones que se consideran esenciales. Se 

garantiza la adecuada prestación solo de aquellos servicios que se 

consideren esenciales o indispensables. Esta exigencia varía en función de 

la evolución tecnológica, la demanda del servicio por el mercado, las 

necesidades de los usuarios o consideraciones de política social"19
• 

La esencialidad del servicio va a depender del contexto social que se 

presente en determinado momento y sobre las necesidades que tendrán las 

personas, necesidades que conforme pasa el tiempo son diferentes. 

En el caso de los servicios no esenciales, se parte del hecho de que son 

aquellos que no son tan necesarios y que es posible que las personas puedan 

llegar a subsistir sin ellos. Las autoras Andrea Aguirre, Helene Bolaños y Wendy 

Pérez, definen los servicios públicos no esenciales como aquellos: 

"que tienen a la satisfacción de necesidades que si bien son importantes, 

necesarias o favorables, no reúnen aquella condición de ser imprescindibles. 

Son servicios no esenciales o secundarios los referentes a la enseñanza, la 

beneficencia, el servicio postal, entre otros"2º. 

B) Por la titularidad del servicio público: 

Esta clasificación se define por el encargado de brindar el servicio, sea el 

Estado, o un particular mediante la figura de la concesión. El autor Ronald 

Hidalgo, indica la necesidad de que esté determinado el titular de dicho servicio: 

"que la actividad sea desarrollada por la Administración Pública, o por 

particulares concesionarios de ésta es un elemento presente y necesario. 

19 HIDALGO CUADRA, Ronald. Op. cit. p. 58. 
20 - , 

AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 113. 
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Una mano estatal, directa o indirecta, que es el componente básico de la 

publicatio, se mantiene presente'121
• 

En vista de lo anterior, es clara la relevancia de mostrar cuál es el indicado 

para brindar un servicio como tal. Otra noción importante para citar es la siguiente: 

" ... no deberán ser considerados como servicios públicos, todos aquellos 

que, aunque satisfagan una necesidad de interés general, no sean 

suministrados por el Estado, por sí o por un concesionario, dejando de lado 

entonces aquellos que se encuentran en total control de los particulares'122
• 

Se parte del hecho con esta clasificación, que un servicio público va a estar 

siempre administrado y, por ende, regulado por el Estado, sus instituciones y 

gobiernos locales, esa será una de las formas de llegar a identificar si se trata de 

un servicio público. 

Esta clasificación posee una división la cual se refiere a servicios públicos 

propios y servicios públicos impropios. 

Los servicios públicos propios son el tipo de servicio que el Estado va a 

prestar mediante sus instituciones o mediante la figura de la concesión. Es una 

actividad, la cual el Estado debe velar por su estricto cumplimiento, así lo indican 

Alvarado Ramírez, Hoffmann Guillén y López Jiménez en su trabajo final de 

graduación titulado "La Contraloría de Servicios Públicos en Costa Rica", quienes 

definen el tipo de servicio público propio como: 

" ... toda acción o prestación (diferenciándose, desde luego, la acción de la 

prestación) realizada por la Administración Pública, para la satisfacción 

21 HIDALGO CUADRA, Ronald. Op. cit. p. 75. 
22 AGUIRRE, A. BOLAÑOS, H. y PÉREZ, W. Op. cit. p. 122. 
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concreta de las necesidades colectivas, y aseguradas a esa acción o 

prestación por el poder de policía'123
• 

Los servicios públicos impropios o virtuales son aquellos servicios que 

no los brinda directamente la Administración Pública, sino empresas ajenas a la 

Administración, no obstante, se tiene un control sobre la actividad desarrollada por 

esa empresa dado a la naturaleza del servicio que prestan, se dice que: 

"Los servicios públicos impropios o virtuales son las actividades que, sin 

estar reservadas al Estado ni calificadas como servicio público no convienen 

que se desenvuelvan en un régimen de completa libertad económica puesto 

que recaen sobre asuntos en que es necesario garantizar un orden"24
• 

Es decir, los servicios impropios van a ser aquellos que por el simple hecho 

de brindar un servicio público, pese a que no es directamente o indirectamente la 

Administración que lo brinda, siempre los operadores de dicho servicio van a estar 

en control del Estado. Un ejemplo de lo mencionado, es el caso del espectro 

radioeléctrico, recurso escaso y de suma importancia para el desarrollo del 

servicio de telecomunicaciones que, actualmente, es explotado por operadores 

extranjeros y nacionales como lo es el ICE, pero cuyo dominio no debe salir del 

Estado, por la relevancia de dicho recurso. Lo anterior, con la finalidad de que el 

uso del espectro sea canalizado de forma eficiente. 

C) Por la participación de sus usuarios: 

Lo que viene a concretizar dicha clasificación es, principalmente, el grupo 

de personas que van a hacer uso del servicio en general. Aguirre, Bolaños y Pérez 

n . 
ALVARADO, G. HOFFMANN, F. y LOPEZ, G. Op. cit. p. 56. 

24 HIDALGO CUADRA, Ronald. Op. cit. p. 62. 
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en su trabajo final de graduación definen las dos divisiones que, según la doctrina 

posee esta clasificación: 

"Servicios Públicos Uti Universi: Tienen como destinatario a la población en 

general y en su conjunto, es decir, a la colectividad, siendo los usuarios un 

tanto indeterminados'125
• 

De conformidad con lo que se cita anteriormente, la división de servicios 

públicos uti universi, se basa, principalmente, en que esos servicios van a 

brindarse a los habitantes en general y no a un grupo determinado. 

"Servicios públicos Uti Singule: Estos tienen como beneficiarios a individuos 

específicamente determinados o determinables, y por lo tanto la utilidad del 

servicio es concreta, y en particular, aunque satisfacen como es obvio, una 

necesidad de interés público. Entre estos están el transporte, las 

telecomunicaciones, el acceso a la justicia, entre otros"26
• 

En este caso, los servicios públicos uti singule son aquellos que se 

reconoce el grupo de la población a la cual se le brinda el servicio. 

D) Por el contenido de la prestación: 

Es una clasificación muy similar a la que se refiere a la relevancia del 

servicio, su diferencia gira en torno al tipo de prestación que determina. Es decir, 

todo servicio público va a cumplir con una necesidad, pero cada necesidad va a 

cubrir otros aspectos, como por ejemplo, alimentación, vestido, desarrollo en el 

ámbito de la educación y otros. Se hacen varias divisiones en esta clasificación 

entre las cuales están: 

25 - , 
AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 116. 

26 /bid. p. 117. 
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1. Servicios públicos esenciales, estos ya se han comentado, son los que 

se refieren a necesidades que surgen en la población y son muy importantes de 

satisfacer. Ronald Hidalgo se refiere a este tipo de necesidades como: 

"necesidades individuales de importancia colectiva, mediante prestaciones 

materiales, periódicas y regulares, que forman parte de una concreta relación 

jurídica con el usuario'127
• 

2. Servicios públicos secundarios o no esenciales son el tipo de servicio 

público que va a satisfacer necesidades no tan indispensables para vivir. En 

cuanto a este tipo de servicios se ha enunciado que: 

"la esencialidad o no de un servicio público, es muy relativa, pues para 

determinada persona el servicio de telecomunicaciones es extremadamente 

esencial, pero para otras personas no, dependiendo del contexto social en 

que se desenvuelva'128
• 

La cita tomada de las escritoras Aguirre, Bolaños y Pérez, tiene razón en 

parte, dado a que, por lo general, las necesidades de una persona no van a 

coincidir con la de otra, no obstante, no se puede dejar de lado que hay servicios 

que de manera indiscutible son indispensables para el diario vivir y eso es 

justamente lo que hace la diferencia entre lo esencial y no esencial. 

3. Servicios públicos administrativos son aquellos que ejerce la 

Administración Pública de forma directa. En el dictamen número C-393-2003 de la 

Procuraduría General de la República se hace una referencia al concepto de 

servicios públicos administrativos los cuales: 

27 HIDALGO CUADRA, Ronald. Op. cit. p. 75. 
28 - , 

AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 114. 
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"entrañan ejercicio de potestades públicas, se ha considerado que 

necesariamente deben ser prestados en forma directa. Por consiguiente, hay 

una identidad entre Administración titular del servicio y Administración 

gestionante'129
• 

Lo indicado por la Procuraduría General de la República, define lo que 

diferencia un servicio público administrativo de los otros tipos de servicios 

públicos, los cuales por razón de su naturaleza deben ser ejercidos regulados por 

la administración únicamente. 

4. Servicios públicos industriales y comerciales tomando en cuenta 

nuevamente el dictamen número C-393-2003 de la Procuraduría General de la 

República, éste define los servicios públicos industriales y comerciales como 

aquellos que: 

" ... se caracterizan porque se refieren a actividades de producción e 

intercambio de bienes y servicios'13º. 

Aguirre, Bolaños y Pérez, se refieren a este tipo de servicios como: 

"1) que tales servicios son verdaderos servicios públicos, sometidos a las 

condiciones y circunstancias que son propios de estos, y 2) que funcionan, 

por lo general siguiendo las reglas de la industria y del comercio por motivos 

de eficiencia, pero sin perder por ello la naturaleza del servicio público'131
• 

Los servicios públicos comerciales e industriales van a ser, por lo tanto, una 

actividad realizada por el Estado, con la finalidad de efectuar una eficiente labor a 

la hora de satisfacer los intereses de una población. Esta actividad va a consistir 

en que sea la Administración la que desarrolle actividades de índole comercial e 

29 Dictamen número C-009-2000 del 26 de enero de 2000. Procuraduría General de la República. 
30 /bid. 
31 - , 

AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 130. 
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industrial. El artículo 3 de la Ley General de Administración Pública se refiere a 

este tipo de servicios, catalogando el tipo de derecho aplicable dependiendo de la 

actividad que la Administración realice sea en el ámbito privado o público: 

"Artículo 3. 

1. El derecho público regulará la organización y actividad de los entes 

públicos, salvo norma expresa en contrario. 

2. El derecho privado regulará la actividad de los entes que por su régimen 

de conjunto y los requerimientos de su giro puedan estimarse como 

empresas industriales o mercantiles comunes'132
• 

5. Servicios públicos sociales, en este caso son los que se pueden 

considerar indispensables para el desarrollo de cada persona y para el 

mejoramiento de la calidad de vida. Se dice que: 

" ... en los servicios sociales la prestación es distinta y variada, a veces se 

limita a la entrega de un suma de dinero (pensión, jubilación o asignación 

familiar) o cosas materiales, además de garantizar el derecho a la salud, por 

medio de la asistencia médica o de la seguridad socia/'133
• 

Son entonces, los servicios públicos sociales los que poseen un propósito 

en particular de no solo cumplir con una contraprestación por parte del Estado 

para cubrir una necesidad, sino también, que mediante la cobertura de esa 

necesidad se le genere a la persona el mayor bienestar posible. Bienestar que 

como se ha mencionado, está garantizado en la Constitución Política de Costa 

Rica en los artículos 50 y 7 4. 

32 Ley 6227 del 2 de mayo de 1978. Artículo 3. 
33 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 132. 
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Dentro de estos servicios públicos sociales se encuentran varios servicios 

específicos, tales como: 

a. Educación: Un servicio público principal, que garantiza no sólo el 

desarrollo de un habitante de un país en particular, sino de toda la colectividad, 

puesto que la educación implica progreso y beneficios en la calidad de vida. El 

artículo 78 de la Constitución Política establece la educación como punto 

importante al indicar que es obligatoria: 

"Artículo 78.- La educación preescolar y la general básica son obligatorias. 

Estas y la educación diversificada en el sistema público son gratuitas y 

costeadas por la Nación ... •'34. 

Sobre la educación como servicio público adicionalmente varios autores 

exponen que también: 

"La enseñanza es un servicio público que presta el Estado y tiene como fin 

primordial la erradicación del analfabetismo, cuanto más instruida sea una 

sociedad mayor desa"ollo existe en todos los aspectos. Por lo tanto esta 

actividad debe desenvolverse según las primicias fundamentales del servicio 

público, es decir, la continuidad, la regularidad, la obligatoriedad y la 

gratuidad"35
• 

En vista de lo anterior, la enseñanza como tal es un servicio que debe ser 

desarrollado de forma esencial por la Administración Pública, dado a los grandes 

beneficios que trae una vez que el proceso educativo va surtiendo efectos en los 

estudiantes, por lo que, este servicio público deber ser considerado como 

esencial. 

34 Constitución Política de la República de Costa Rica del 7 de noviembre de 1949. Artículo 78. 
35 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 134. 
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Por su parte, la Sala Constitucional de Costa Rica, en relación con la 

educación como servicio público en la sentencia número 5483 de las once horas 

cincuenta y ocho minutos del veintinueve de abril de dos mil once, manifestó lo 

siguiente: 

"La Sala ha reconocido que el servicio público de educación puede ser 

lícitamente regulado por las autoridades públicas; pero que ello debe 

hacerse respetando los derechos fundamentales de los administrados y la 

educación, no solo se puede concebir como un derecho de los ciudadanos, 

sino también como un servicio público'136
• 

Este Tribunal Constitucional clasifica a este servicio público como un 

servicio en función de los administrados y regulado para que se brinde de la mejor 

manera, garantizando así, el goce de un derecho tutelado constitucionalmente 

b. Salud: Este puede ser considerado uno de los servicios públicos más 

esenciales, debido a que sin la presencia de éste, es muy poco probable gozar de 

otros servicios y derechos. Este servicio es, principalmente, aquél que se encarga 

de establecer políticas, crear centros de salud e implementar mecanismos para 

dar una atención de calidad a toda la población, sin que exista ningún factor que lo 

impida. 

Por la importancia que implica este servicio, se dice que el Estado está en 

la obligación de garantizar que ese servicio se cumpla de la mejor manera. El 

artículo 73 de la Constitución Política indica lo siguiente: 

"Artículo 73.- Se establecen los seguros sociales en beneficio de los 

trabajadores manuales e intelectuales, regulados por el sistema de 

contribución forzosa del Estado, patronos y trabajadores, a fin de proteger a 

éstos contra los riesgos de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte 

36 Voto 5483-2011. Sala Constitucional de las 11:58 horas del 29 de abril de 2011. 
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y demás contingencias que la ley determine. La administración y el gobierno 

de los seguros sociales estarán a cargo de una institución autónoma, 

denominada Caja Costarricense de Seguro Social. No podrán ser 

transferidos ni empleados en finalidades distintas a las que motivaron su 

creación, los fondos y las reservas de los seguros sociales. Los seguros 

contra riesgos profesionales serán de exclusiva cuenta de los patronos y se 

regirán por disposiciones especiales'137
• 

Este artículo constitucional reviste de mucha importancia, pues se establece 

un sistema de seguros sociales y se le atribuye a una institución como la Caja 

Costarricense del Seguro Social la administración y puesta en práctica de los 

planes para brindarle a la población un servicio de calidad y de gran eficiencia a 

los usuarios. 

El servicio público de salud posee una especial importancia debido a que 

implica un bienestar por sí mismo para la colectividad, pues ese servicio público va 

a proteger el bien jurídico salud y, por ende, la vida. El autor Leopoldo Castro en 

su artículo el "Derecho a la Salud", define a la salud como: 

" ... la pre"ogativa del ser humano de disfrutar de oportunidades y recursos 

para lograr su bienestar físico, mental y social, en un ambiente saludable, 

seguro, productivo y culturalmente satisfactorio'138
• 

Lo citado de forma intrínseca define la necesidad de la existencia de un 

servicio público enfocado a la salud. Este servicio debe darse desde los 

parámetros de la eficiencia y calidad con la finalidad de garantizar la mejor 

atención. 

37 Constitución Política de la República de Costa Rica del 7 de noviembre de 1949. Artículo 73. 
38 CASTRO, Leopoldo. Derecho a la Salud. Revista Medicina Social. vol 2. p. 37. 
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Todas las clasificaciones del servicio público, indistintamente de las 

características que tenga cada una de las divisiones están encaminadas por 

fortalecer la actividad del Estado a la hora de brindar el servicio público a la 

población. 

SECCIÓN 111: PRINCIPIOS DEL SERVICIO PÚBLICO 

El servicio público al ser destinado en función del bienestar de la 

colectividad debe guiarse por reglas o principios básicos, los cuales fomentan que 

cada servicio que la Administración va a brindar cumpla con estándares de 

calidad, logrando así la mayor satisfacción de los intereses de la población. 

La Ley General de la Administración Pública, indica la importancia en que 

cada actividad del Estado destinada a generar servicio público debe ir acorde con 

presupuestos que garanticen cubrir la mayor cantidad de necesidades de la 

población. Lo anterior, se puede extraer del artículo 4 de la ley mencionada el cual 

enuncia lo siguiente: 

"La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los 

principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, 

su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la 

necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, 

usuarios o beneficiarios'139
• 

Si la finalidad del servicio público es cumplir con un interés esa finalidad 

debe seguir principios, los cuales son los siguientes: 

39 Ley 6227 del 2 de mayo de 1978. Artículo 4. 
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A) Principio de Universalidad: Es uno de los principios más importantes 

del servicio público, dado a que trata de garantizar un acceso en igualdad de 

condiciones a la población que desea hacer uso de un servicio público. La Sala 

Constitucional en su resolución número 16020-2011 de las nueve horas treinta 

minutos del veinticinco de noviembre de dos mil once, denota la importancia del 

principio de universalidad en el servicio público: 

"universalidad en el acceso demanda que todos los habitantes tienen 

derecho a exigir, recibir y usar el servicio público en igualdad de 

condiciones y de conformidad con las normas que los rigen, 

consecuentemente, todos los que se encuentran en una misma situación 

pueden exigir idénticas ventajas'"'°. 

La universalidad viene a figurar como una garantía para los usuarios de 

cualquier servicio público, esto en virtud de que el servicio debe brindarse en 

circunstancias similares, sin ningún factor discriminatorio de por medio que 

implique un obstáculo para gozar del servicio brindado. Este principio tiene sus 

variantes, según la rama del Derecho en la que se encuentre contextualizado, 

pero lo cierto del caso es que en todos esos ámbitos, la universalidad tiene como 

fin eliminar esas barreras que existen entre poblaciones que les impide disfrutar de 

un servicio público en condiciones similares al resto de la población. 

B) Principio de Continuidad: La continuidad es de suma relevancia a la 

hora de que la Administración Pública o un concesionario brinden un servicio 

público, esto lo ha manifestado la Sala Constitucional en la resolución número 

7788-201 O de las catorce horas con cincuenta y nueve minutos del veintiocho de 

abril de dos mil diez, en la cual indica que: 

40 Voto 16020-2011. Sala Constitucional de las 9:30 horas del 25 de noviembre de 2011. 
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"La continuidad supone que la prestación de los servicios no se debe 

inte"umpir'"'1• 

Es decir, el servicio para que cumpla con el fin por el cual fue creado no 

debe ser interrumpido de ninguna forma, esto en vista de las necesidades de la 

población. Si hay una falta de servicio, es decir, una interrupción en la actividad 

dirigida a brindar el servicio público, se deberá de aplicar lo dispuesto en el 

artículo 190 de la LGAP: 

"Artículo 190. 

1. La Administración responderá por todos los daños que cause su 

funcionamiento legítimo o ilegítimo, normal o anormal, salvo fuerza mayor, 

culpa de la víctima o hecho de un tercero. 

2. La Administración será responsable de conformidad con este artículo, aún 

cuando no pueda serlo en virtud de las secciones siguientes de este 

Capítulo, pero la responsabilidad por acto lícito o funcionamiento normal, se 

dará únicamente según los términos de la Sección Tercera siguiente'"'2• 

De conformidad con el artículo citado, se concluye que la Administración 

Pública siempre será responsable por su actividad, y por ende, si la actividad de 

un servicio público se interrumpe el Estado tendrá responsabilidad de esa acción. 

Sea el Estado quien preste el servicio de forma directa o que sea mediante 

la figura de la concesión, siempre se debe garantizar la continuidad, así lo ha 

dicho el autor Romero Pérez: 

"Debido al interés general que debe realizar y proteger el Estado, se póstula 

como inherente a la idea del servicio público, el hecho de que el mismo no 

41 Voto 7788-2010. Sala Constitucional de las 14:59 horas del 28 de abril de 2010. 
42 Ley 6227 del 2 de mayo de 1978. Artículo 190. 
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deje de prestarse por ningún motivo, salvándose la continuidad del 

mismo'"3
• 

Por otra parte, Andrea Aguirre, Helene Bolaños y Wendy Pérez, hacen 

hincapié en: 

"El requerimiento absoluto de continuidad, se presenta en el supuesto de 

servicios que atienden necesidades permanentes, tal como ocurre con el 

suministro de agua, gas, electricidad, que son de vital importancia en el 

diario vivir, y que sí llegan a faltar en algún momento alteran en la mayoría de 

los aspectos (salud, trabajo, educación) la vida cotidiana de las 
,,44 personas... . 

Con esto se concuerda que hay servicios que son esenciales para el diario 

vivir de las personas, servicios que comprometen bienes jurídicos tutelados tan 

importantes como la vida y la salud y la interrupción de un servicio como el de 

agua, o bien, la prestación de atención médica puede implicar un menoscabo en la 

calidad de vida de las personas. 

El autor Enrique Rojas Franco se refiere al principio de continuidad como 

aquel en el cual: 

"El servicio no debe paralizarse, o mejor, debe mantener un mínimo de 

servicio; por ejemplo, caso de emergencias médicas de un hospital público. 

Lo anterior puede tener como consecuencia que cuando haya una 

discontinuidad la administración pública sea responsable de los daños y 

43 ROMERO PÉREZ, Jorge. Op. cit. p. 23. 
44 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 91. 
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perjuicios que sufran tanto el usuario del servicio público como un 

tercero "'45
• 

El servicio tiene que brindarse en su totalidad, debe ser continuo y 

universal, sin ninguna circunstancia que afecte el disfrute de dicho servicio por 

parte de los usuarios, de lo contrario, cualquier daño que se le cause a una 

persona, la administración será directamente responsable: 

"Los servicios públicos tienen que prestarse en forma ininte"umpida de lo 

contrario los usuarios quedarían expuestos a grandes perjuicios y la 

sociedad en general vería quebrantada su organización y su ritmo normal de 

vida productiva"46
• 

El dictamen número C-021-1994 de la Procuraduría General de la 

República con fecha del siete de febrero de mil novecientos noventa y cuatro, 

hace alusión al principio de continuidad: 

"Ahora bien, en lo que concierne al principio de continuidad, la respuesta es 

evidentemente afirmativa: el servicio público se rige por el principio de 

continuidad (artículo 4º de la Ley General de la Administración Pública). Por 

lo que la Administración está obligada a tomar las medidas indispensables 

para asegurar ese funcionamiento regular y sin más inte"upciones que las 

establecidas reglamentariamente. Cabe recordar, al respecto, que la doctrina 

califica la interrupción del servicio como la falta más grave que puede 

cometer el concesionario del servicio público. En igual forma, no se concibe 

45 ROJAS FRANCO, Enrique. Derecho Administrativo en Costa Rica. Editorial Porrúa. 1 ed. México. 

2006. p. 146. 
46 VEGA CALVO, Johnny. Régimen jurídico de la prestación de servicios públicos locales. Tesis de 

Graduación para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. Campus Rodrigo Facio: 

Universidad de Costa Rica. 1965. p. 35. 
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que éste funcione irregularmente por conductas imputables a la 

Administración"47
• 

La continuidad en el servicio, tal y como lo indica el dictamen citado es un 

mandato legal que se debe respectar siempre y es la Administración quien debe 

supervisar el cumplimiento de esa continuidad. 

Estableciendo una relación entre principios, es necesario indicar que en la 

realidad costarricense en ciertos casos la continuidad y la universalidad en el 

servicio público no son principios que se cumplen en su totalidad, hay claros 

ejemplos de cómo comunidades tienen que estar sujetas a racionamientos del 

servicio de agua, a servicios médicos en los que la atención es deficiente, estos 

son ejemplos que rompen en su totalidad la continuidad y universalidad que debe 

estar siempre presente en el desarrollo del servicio público, todo con el afán de un 

goce pleno de parte de los usuarios de determinado servicio. 

Es un deber del Estado garantizar la universalidad y continuidad del servicio 

público, principios que contribuirán a que se desarrollen otros principios básicos 

que deben estar siempre presentes en la actividad del Estado y de los 

concesionarios, de esa forma cada usuario de un servicio podrá ver que su 

derecho por acceder a un servicio de calidad es respetado. 

C) Principio de Igualdad: Este principio lo que pretende es que la actividad 

de la Administración sea realizada bajo un marco equitativo en el trato de la 

población en general, es decir, de que no exista discriminación alguna entre 

personas, o bien, poblaciones a la hora de recibir un servicio. Es un principio que 

está muy relacionado con el principio de universalidad, incluso pueden llegan a 

confundirse entre sí, puesto que tienen un fin similar, el cual es establecer una 

relación de fácil acceso y equidad entre todos los usuarios del servicio público. 

47 Dictamen número C-021-1994 del 7 de febrero de 1994. Procuraduría General de la República. 
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La Constitución Política en su artículo 33, garantiza igualdad a toda 

persona: 

"Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación 

alguna contraria a la dignidad humana'""'. 

Es, en este artículo constitucional, donde se va a establecer que toda 

persona debe ser tratada en igualdad de condiciones. En el caso del servicio 

público, ese mandato constitucional debe ser aplicado debido a que: 

"Los usuarios tienen derecho a un trato igualitario en el funcionamiento del 

servicio y no a la discriminación't49. 

La igualdad debe prevalecer principalmente, entre aquellos servicios cuya 

esencialidad indique lo necesario que son, un ejemplo de ellos pueden ser el 

servicio público de salud, el servicio público de agua, servicio público de 

educación, entre otros. 

Jorge Enrique Romero define el principio de igualdad del servicio público de 

la siguiente manera: 

"Se expresa este principio de igualdad, como el de neutralidad. Con esta 

idea, se quiere decir, que el servicio público se debe dar a los ciudadanos 

"neutra/mente", sin referencia a criterios discriminadores, violadores de la 

ley y del principio del tratamiento en pie de igualdad a los ciudadanos ...• .so. 

La no discriminación va a ser el parámetro básico para que la igualdad 

pueda estar presente en la prestación de un servicio público, así lo ha indicado 

Gastón Jéze en su libro "Servicios públicos y contratos administrativos": 

48 Constitución Política de la República de Costa Rica del 7 de noviembre de 1949. Artículo 33. 
49 ROJAS FRANCO, Enrique. Op. cit. p. 146. 

so ROMERO PÉREZ, Jorge. Op. cit. p. 23. 
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"Todos los individuos que reúnen determinadas condiciones, establecidas 

de manera general e impersonal por la ley orgánica del servicio (ley, 

reglamento, instrucciones generales), tienen el poder jurídico de exigir la 

prestación que es el objeto del servicio público ... "61
• 

No hay ninguna excusa para que no se ofrezca un servicio público en 

igualdad de condiciones a una persona. Siempre los concesionarios y la 

administración cuando brinden el servicio de forma directa deben garantizar esa 

igualdad. 

Indican las autoras Aguirre, Bolaños y Pérez al respecto del principio de 

igualdad: 

"La igualdad de los derechos está establecida por la naturaleza; por lo tanto 

la igualdad va a suponer que todos los habitantes pueden exigir el servicio 

en las mismas condiciones, sin que se puedan hacer distingos ilegítimos',s2
• 

La Administración Pública debe generar mecanismos para que la igualdad 

esté presente cuando se brinda el servicio. Una persona de una zona rural debe 

tener el mismo acceso a un servicio de salud como lo tiene una persona en la 

ciudad, no obstante, en la realidad esto no siempre sucede, pues siempre se 

presentan circunstancias de desigualdad. Es una tarea muy difícil, pero no 

imposible y debe el Estado cumplir con este principio para evitar vulnerar los 

derechos de las personas. 

D) Principio de adaptación: Los requerimientos de la población, gustos, 

necesidades y otros aspectos cambian conforme el tiempo. Un servicio público 

debe prestarse bajo un elemento de dinamismo, es decir, que éste vaya 

51 JÉZE, Gastón. Servicios Públicos y Contratos Administrativos. Editorial Jurídica Universitaria. 3 

vol. México. 2007. p. 439. 
52 - , 

AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 98. 
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cambiando y adaptándose con el tiempo para mejorar y que no se quede 

estancado y atrasado frente a los nuevos retos que plantea la sociedad. 

Al principio de adaptación se le llama también principio de mutabilidad y 

consiste en: 

" ... que el servicio público se adapte a las nuevas circunstancias técnicas o 

científicas o requerimientos del mercado de competencia"53
• 

Por lo general, las necesidades de las personas varían y, por ende, la 

prestación del servicio público debe cambiar y adaptarse a la realidad. La 

presencia de este principio puede presentarse en dos circunstancias: 

" ... cuando cambia el hecho o las circunstancias en que el servicio público 

operaba; o cuando varía el derecho o la norma reguladora del ejercicio de 

determinado servicio público'154
• 

De conformidad con lo anterior, es necesario que un Estado tenga la 

facilidad de adaptar la prestación de un servicio público a los cambios que puedan 

suscitarse en el acontecer diario para brindar cada vez un mejor servicio. Si el 

servicio público es la prestación destinada a satisfacer un interés, esa prestación 

debe ser adaptada de conformidad con los requerimientos. 

Un ejemplo de esa necesidad de adaptar la prestación de un servicio, se 

puede observar en el tema de servicios de salud, en el cual conforme va creciendo 

la población es necesaria capacitar más recurso humano, invertir en 

infraestructura, lo anterior con la finalidad de dar abasto con la atención a toda la 

población. Sin la presencia del principio de adaptación en el servicio público, el fin 

de dicha actividad perdería su sentido. 

53 ROJAS FRANCO, Enrique. Op. cit. p. 146. 
54 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 104. 
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E) Principio de legalidad: La legalidad es un principio rector y sobre el 

cual se debe hacer especial mención, en virtud de que es uno de los más 

importantes que tienen que estar presentes en la prestación del servicio público y 

por supuesto en la gestión pública. Hay dos percepciones del principio de 

legalidad, la primera se puede observar en dos artículos de la normativa 

costarricense. 

El primer artículo es el 11 de la Constitución Política: 

"Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están 

obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse 

facultades no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y 

cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la 

responsabilidad penal por sus actos es pública. La Administración Pública 

en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación de 

resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad 

personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley 

señalará los medios para que este control de resultados y rendición de 

cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones 

públicas'ª. 

El otro artículo corresponde a la Ley General de la Administración Pública, 

el cual retoma el mandato constitucional y se refiere al principio de legalidad: 

"1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y 

sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que 

autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes. 2. Se 

considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al 

menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa',s6
• 

55 Constitución Política de la República de Costa Rica del 7 de noviembre de 1949. Artículo 11. 
56 Ley 6227 del 2 de mayo de 1978. Artículo 11. 
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Ambos definen la necesidad de un marco jurídico que regule la actividad de 

la Administración Pública, y se aplica también al servicio público. La Sala 

Constitucional en la resolución número 11172-2007 del tres de agosto de dos mil 

siete, se manifiesta acerca de la necesidad de la presencia del principio de 

legalidad en materia de servicio público: 

"Todos los servicios públicos prestados por las administraciones públicas 

incluidos los asistenciales o sociales están regidos por una serie de 

principios que deben ser observados y respetados, en todo momento y sin 

excepción alguna, por los funcionarios públicos encargados de su gestión y 

prestación. Tales principios constituyen una obligación jurídica de carácter 

indeclinable impuesta a cualquier ente u órgano administrativo por su 

eficacia normativa directa e inmediata, toda vez que el bloque o parámetro de 

legalidad (artículo 11 de la Constitución Política) al que deben ajustarse en 

sus actuaciones está integrado, entre otros elementos, por los principios 

generales del derecho administrativo (artículo 6º de la Ley General de la 

Administración Pública) "57
• 

Tal y como lo indica la Sala Constitucional, el artículo 11 de la Constitución 

Política y el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, la legalidad 

debe estar presente en cualquier actividad dirigida a brindar algún tipo de servicio 

a la población. 

La otra visión del principio de legalidad en el ámbito del servicio público, se 

presenta cuando el legislador se encarga de definir qué servicios serán 

catalogados como públicos, esta noción es reforzada por las autoras Aguirre, 

Bolaños y Pérez, quienes manifiestan que: 

"Co"esponde al Poder Legislativo el reconocimiento de una actividad como 

interés general y la dotación de los créditos necesarios para su satisfacción 

57 Voto 11172-2007. Sala Constitucional de las 9:10 horas del 3 de agosto de 2007. 
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mediante la creación de un servicio público y además no debe dejar de lado 

los criterios que eventualmente dicte la jurisprudencia sobre el tema en 

cuestión"58
• 

Con vista en lo anterior, el principio de legalidad en el servicio público va a 

implicar que la creación de ese servicio tenga un motivo debidamente 

fundamentado y respaldado en una norma. Lo anterior, con la finalidad de que el 

servicio público cumpla con un fin de llenar esas necesidades propias de la 

sociedad. 

F) Principio de regularidad: Este principio lleva relación con el principio de 

continuidad, por cuanto un servicio regular y continuo va a ser aquel que se preste 

sin sobresaltos y sin inconvenientes para que las personas logren obtener el goce 

de esos servicios. 

Las autoras Aguirre, Bolaños y Pérez consideran que el principio de 

regularidad: 

"implica que las prestaciones que hará la Administración por sí o por un 

tercero autorizado por ella, deber ser prestadas de conformidad con unas 

reglas y condiciones preestablecidas, eliminándose las decisiones 

casuísticas o arbitrarias que puedan constituir un obstáculo para la igualdad 

prestacional'ª. 

Una igualdad prestacional que va a tener como finalidad un servicio de 

calidad, eficiente, que se brinde en condiciones óptimas, con esto concuerda el 

autor Juan Villalobos Chavarría en su trabajo final de graduación denominado 

"Consideraciones generales sobre el servicio público", que expone sobre el 

principio de regularidad lo siguiente: 

58 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 106. 
59 /bid. p. 95. 
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"En realidad es necesario que el servicio funcione en forma regular en 

cuanto a su eficiencia, pues también traería serias consecuencias su mal 

funcionamiento, así como su inte"upción o cese'16º. 

La regularidad junto con la continuidad involucra necesariamente un buen 

funcionamiento del servicio público, que no solo no debe ser interrumpido, sino 

que debe contar con aquellos lineamientos que garanticen un servicio eficaz que 

cumpla con el fin de la prestación del servicio, es decir, no solo es necesario que 

en un hospital se brinde el servicio las veinticuatro horas en caso de que se 

presente una emergencia, también, debe contar con un personal especializado y 

debidamente preparado para brindar un servicio eficiente donde el usuario salga 

del centro médico satisfecho. 

G) Principio de generalidad: Este principio va de la mano con el principio 

de igualdad, este principio garantiza un acceso equitativo a todos los potenciales 

usuarios de un servicio, sin existir ningún criterio que devenga en algún tipo de 

discriminación. 

La presencia de la generalidad en el servicio público implica que se 

"excluya esta característica la posibilidad de establecer categorías entre los 

usuarios. El servicio es para el público en general, pudiendo todas las personas 

utilizarlo en igualdad de condiciones ... " 111
• 

Por otra parte, se hace referencia al principio de generalidad como aquel 

que: 

60 VILLALOBOS CHAVARRÍA, Juan. Consideraciones generales sobre el servicio público. Tesis de 

Graduación para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. Campus Rodrigo Facio: 

Universidad de Costa Rica. 1958. p. 28. 
61 lbid. 
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"Consiste entonces, en conceder a todos los habitantes el derecho de gozar 

o de disponer del servicio, de exigirlo ... " 62
• 

Cualquier persona tendrá la posibilidad de ejercer su derecho de hacer uso 

de un servicio público y si se presenta alguna circunstancia que le impida acceder 

a dicho servicio se estaría quebrantando el principio y, por ende, los derechos de 

cada individuo. 

El escritor Héctor Escala, reseña que "la generalidad niega la posibilidad de 

que haya exclusiones arbitrarias e indebidas. Quien tenga la necesidad de utilizar 

un servicio público, debe poner hacerlo, a fin de satisfacer esa necesidad"83
• 

De conformidad con la cita anterior, se puede extraer que lo que se busca 

con la generalidad, es claramente eliminar todo tipo de barrera u obstáculo que 

limite las facilidades para el usuario de poder disfrutar de un servicio prestado por 

la Administración o los concesionarios. 

H) Principio de obligatoriedad: El servicio público nace con motivo de 

cumplir un fin, lo cual es declarado de interés general por el legislador y, por esa 

razón, debe ser debidamente desarrollado por la Administración Pública. 

El principio de obligatoriedad en el servicio público "debe entendérsele 

referida al deber que pesa sobre quien tiene a su cargo la realización del servicio, 

ya sea la administración pública, o un concesionario de prestarlo necesariamente, 

cada vez que le sea requerido por cualquier usuario'M. 

En vista de lo anterior, es necesario señalar que el principio de 

obligatoriedad lo que envuelve es ese mandato que debe cumplir la 

62 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 95. 
63 ESCOLA, Héctor. Op. cit. p. 443. 
64 lbid. 
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administración, la prestación del servicio en función del interés de la colectividad y 

no puede poner ningún tipo de pretexto para no prestar el servicio. Al Estado, no 

debe importarle si el usuario desea o no recibir el servicio, sino solamente debe 

ocuparse por velar que se realicen todas las actividades necesarias para la 

prestación del servicio. 

/)Principio de gratuidad: No es un principio que se aplique en la realidad 

actual, dado a que para recibir un servicio, por lo general, se debe pagar una 

contraprestación económica. Muchos autores, entre ellos Jorge Enrique Romero 

Pérez establece lo siguiente en relación con este principio: 

" ... cada vez tiene menos actualidad, ya que los servicios públicos tienen a 

ser onerosos con la carga del precio para el usuario',as. 

Lleva razón el escritor Romero Pérez, al indicar que la gratuidad se está 

perdiendo en el concepto actual, dado que, en la actualidad es usual que mes a 

mes llegue un recibo con la tarifa correspondiente a la electricidad que indica la 

totalidad del consumo mensual de un hogar, lo mismo sucede con el servicio de 

agua y con muchos otros servicios, que se han venido originando dadas a las 

necesidades existentes y con la introducción de nuevas tecnologías. 

Otra noción del principio de gratuidad, donde se extrae que dicho principio 

se encuentra en desuso es la siguiente: 

" ... la gratuidad en los servicios públicos debe entenderse en términos 

relativos, a la vez que bajo el entendido de que se trata que el usuario pague 

el servicio público, ya sea directamente, mediante la tarifa dada o por medio 

de la política tributaria',¡;6
• 

65 ROMERO PÉREZ, Jorge. Derecho administrativo en general. Euned. 1 ed. 2002. p. 101. 
66 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 103. 
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Los servicios públicos no van a ser gratuitos en tanto se pague un precio 

por ellos, situación que es muy común en el contexto social que se vive, dado a 

que la Administración Pública para poder desarrollar todas las actividades que sus 

ciudadanos requieren para poder vivir en un ambiente sano y equilibrado debe 

tener una serie de ingresos para poder subsistir y brindar los servicios bajo 

estándares de calidad. 

Se debe recordar que en el caso de Costa Rica, existe un mandato 

constitucional donde se establece la obligación de todos los ciudadanos de 

contribuir económicamente con la Administración, este precepto constitucional 

está presente en artículo 18 de la Carta Magna e indica lo siguiente: 

"Los costa"icenses deben observar la Constitución y las leyes, servir a la 

Patria, defenderla y contribuir para los gastos públicos',a7
• 

Esa contribución para los gastos públicos a la que hace referencia el 

artículo constitucional, va de la mano con la necesidad de que la Administración 

Pública tenga los recursos económicos necesarios para poder realizar los 

proyectos destinados al bienestar de la población. De igual forma, es importante 

dar una contraprestación económica a cambio de un servicio público, pues la 

prestación de un servicio como tal, es costosa, por lo que debe en la medida de lo 

posible presentar un cobro, pero un cobro razonable con la situación económica 

de la población, por esa razón, es que se menciona que la gratuidad está 

desapareciendo en el servicio público. 

Cada principio tiene una función en el servicio público destinada a mejorar 

siempre esa actividad del Estado que nace en respuesta de una organización de 

la comunidad por satisfacer necesidades básicas para subsistir en sus actividades 

diarias. Cada principio del servicio público, sea el de universalidad, legalidad, 

67 Constitución Política de la República de Costa Rica del 7 de noviembre de 1949. Artículo 18. 
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obligatoriedad, continuidad, regularidad y adaptabilidad, cuentan con sus propias 

características y, a la vez, se debe resaltar que estos se complementan para 

garantizar la mayor eficiencia en la gestión administrativa en el tema de servicio 

público. 

SECCIÓN IV: LA NUEVA PERSPECTIVA DEL SERVICIO PÚBLICO 

El servicio público desde sus inicios, tal como se ha expuesto en esta 

investigación a través del estudio de la doctrina y jurisprudencia, parte de la base 

de satisfacer intereses de la población en general. Es trabajo de la Administración 

Pública, regular y velar porque cada actividad dirigida a un servicio público cumpla 

con los estándares de calidad y eficiencia necesarios para que los usuarios no 

tengan ningún inconveniente a la hora de utilizar dicho servicio. 

La noción clásica de servicio público está relacionada directamente con "la 

actividad de prestación de servicio público dirigida a satisfacer una necesidad 

pública que puede ser prestada, directamente a través de la propia administración o 

a través de un concesionario',68
, por lo que la idea tradicional de servicio público 

está ligada a una actividad que el Estado desarrollará. 

No obstante, esta noción de que el servicio público siempre estará ligado a 

una actividad que emana de la Administración está en decadencia en la 

actualidad. Uno de los primeros pasos para que la noción tradicional del servicio 

público decayera se da con: 

"El desa"ollo de las técnicas de derecho privado en el régimen jurídico de 

los servicios públicos. Por lo que el régimen no queda dado exclusivamente 

por el derecho público. La cuestión llega más allá de este paso, ya que se 

68 HAURIOU, citado en ALVARADO, G. HOFFMANN, F. y LÓPEZ, G. Op. cit. p. 5. 
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admiten servicios públicos bajo el régimen jurídico del derecho privado, 

como ocurre con los llamados servicios de gestión privada; es decir, los 

servicios públicos industriales o comerciales, y los sociales'i69
• 

Ya no es el Estado el que va a tener un control absoluto de la actividad de 

servicio público, sino van a presentarse otros actores en esta actividad como lo 

son sujetos de derecho privado. Rojas Franco complementa un poco ese cambio 

que se da en el servicio público y hace mención a los sujetos que, actualmente, se 

encuentran involucrados en el momento de brindar un servicio público: 

" ... el régimen de servicio público puede darse en gestión directa por parte 

del Estado, en gestión privada de servicios públicos y los llamados servicios 

públicos calificados, como industriales o comerciales y sociales, pero esa 

clasificación no es taxativa, y pueden darse de formas intermedias o 

mixtas"7º. 

Queda claro que la nueva noción de servicio público gira en torno a que la 

actividad de servicios públicos no es exclusiva de la Administración. Surge, 

entonces, una interrogante sobre el porqué el servicio público ya no sólo lo genera 

la Administración Pública, si no hay presencia de otros sujetos ajenos a la función 

pública. 

Quizás la respuesta a la anterior cuestión es el hecho de que las políticas 

económicas, sociales y culturales del mundo han ido evolucionando, lo que trae 

como consecuencia que los países se sometan a grandes cambios con la finalidad 

de progresar al igual que los países desarrollados. 

Por lo tanto, se presenta una evolución del concepto del servicio público 

que consiste en: 

69 ROMERO PÉREZ, Jorge. Op. cit. p. 103. 
70 ROJAS FRANCO, Enrique. Op. cit. p. 143. 
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"la instauración de un sistema más eficaz y competitivo y por otro lado la 

garantía de un estándar mínimo de servicio al que todos tienen derecho de 

modo que en el modelo europeo se afirme que el principio comunitario, de 

libre competencia debe ser conciliado con el objetivo de desa"ollo de las 

tareas del servicio público"71
• 

Por lo tanto, la competencia y la búsqueda de un servicio de calidad y 

eficiente modifican la noción tradicional de servicio público. Otro punto importante 

es el caso de los nuevos servicios que conforme en las necesidades se van 

constituyendo en públicos y hace que en muchos casos el Estado no pueda 

brindarlos, por lo que eso genera la gran necesidad de que sean personas 

privadas las que ofrezcan dicho servicio. 

Un ejemplo de lo anterior es el desarrollo de las telecomunicaciones, en el 

cual la telefonía celular, la Internet y la televisión por cable se han convertido en 

elementos necesarios para la vida de las personas, por lo que son considerados 

servicios públicos y, por ende, su regulación debe ir encaminada a garantizar la 

eficiencia y universalidad del servicio. 

En Costa Rica, era sólo un ente estatal el que brindaba el servicio de 

telecomunicaciones, el Instituto Costarricense de Electricidad, pero con los 

cambios producidos con la globalización y con la firma de tratados de comercio 

internacional, la apertura de las telecomunicaciones y la introducción de nuevos 

operadores en este servicio público ha hecho que se incremente la competencia, 

teniendo los usuarios de los servicios mayores opciones y posibilidades de adquirir 

un servicio en el operador de su preferencia. Esta competencia entre los oferentes 

de telecomunicaciones, idealmente lo que pretende es generar una maximización 

en la eficiencia del servicio, teniendo como único beneficiario al usuario. 

71 ECHANDI, María Lourdes. Nuevo Servicio Público, Constitución y Derecho de la Competencia. 

Revista de Derecho Público. Enero-Junio 2005. p. 30. 
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Se da por lo tanto, un cambio en el titular que brinda el servicio público, con 

motivo de "esta transformación de las formas de intervención del Estado en la 

economía debido al proceso de globalización económica, ha dado paso a la 

necesidad de la aplicación de la nueva teoría del servicio público, en donde el 

Estado ha entendido que en lugar de asumir la prestación de todos los servicios, 

mejor construye una esfera participativa y delega funciones regulando el 

cumplimiento efectivo de las mismas"72
• 

Es con ayuda de la firma y ratificación de tratados de libre comercio 

internacionales que se da un cambio en la noción de servicio público, la cual, si 

bien, es cierto, seguirá bajo la premisa de velar por el interés de la colectividad, no 

obstante, dicho interés girará en torno a un mercado regulado por la competencia, 

el cual se define como: 

"un principio básico de la organización social, pues se especializa, en 

beneficio del interés público, en asegurar la competencia en el sistema 

económico de mercado"73
• 

Queda claro que el servicio público tendrá como fin el interés general, pero 

sus lineamientos, políticas y proyectos para su desarrollo dependerán de la 

realidad económica que impere en el momento. Actualmente la competencia 

efectiva será la promotora de la eficiencia en aquellos servicios que el Estado ha 

delegado en la gestión privada, abriendo paso a la nueva noción jurídica del 

servicio público. 

72 - , 
AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 250. 

73 ECHANDI, María Lourdes. Op. cit. p. 35. 

46 



CAPÍTULO SEGUNDO: LA EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LA REGULACIÓN 

DEL SERVICIO PÚBLICO EN COSTA RICA Y EL PAPEL DE LA AUTORIDAD 

REGULADORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

Después de realizar una descripción de los contenidos que abarcan el 

servicio público, es menester en este capítulo hacer una reseña histórica sobre 

como inició y evolucionó la regulación de los servicios públicos en Costa Rica 

hasta llegar a conformarse la entidad técnica y especializada en la regulación de 

los servicios públicos, la ARESEP. Posteriormente, se describirá las 

características principales, sus competencias y atribuciones de este ente en el 

campo de regulación de servicios públicos. 

SECCIÓN 1: BREVE RESEÑA HISTÓRICO-NORMATIVA DE LA REGULACIÓN 

DEL SERVICIO PÚBLICO EN COSTA RICA 

En Costa Rica, las tendencias del liberalismo económico desarrolladas en 

Europa de mediados del siglo XIX permearon los gobiernos liberales que se dieron 

en Costa Rica a partir de 1871. Con el ingreso de Costa Rica, en la actividad del 

mercado internacional con la exportación del café, se dio un amplio intercambio 

cultural entre Costa Rica y las potencias industrializadas de la época, lo que 

propició la inversión extranjera y el desarrollo de actividades y servicios que 

contribuyeron a modernizar la economía del país, tales como la construcción del 

ferrocarril, la explotación de minas y el enclave bananero. 

Con el pensamiento industrial que se manifestaba en ese momento, se 

empezó a invertir en servicios públicos y con la construcción de puentes y caminos 
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públicos los pueblos se fueron desarrollando poco a poco. De esos años, se indica 

que: 

"Desde la década de 1870, los gobiernos liberales enfatizaron en la 

necesidad de promover los servicios de alumbrado público en los centros de 

los cantones menores por medio de Canfín o Kerosene, pero fue hasta 1878 

que La Unión, Grecia y San Ramón iniciaron los trámites para instalar el 

alumbrado"74
• 

De conformidad con lo anterior, se visualiza cómo el Estado Liberal impulsó 

el desarrollo y cómo algunos servicios se fueron tornando como básicos. En este 

periodo, la regulación de los servicios públicos fue inexistente, pero el Estado 

otorgó concesiones a compañías extranjeras y se pudo concretar importantes 

obras como acueductos, alumbrado, electrificación, vías de comunicación y 

saneamiento. Es en el gobierno de Próspero Fernández que en 1883 se constituyó 

la Compañía Eléctrica de Costa Rica que el 9 de agosto de 1884 logra iluminar un 

sector de San José, siendo ésta la segunda ciudad iluminada de América después 

de Nueva York75
. Con el paso de las décadas se le iban a sumar Heredia, Alajuela 

y Cartago. En el gobierno de Bernardo Soto se da el boom del servicio eléctrico en 

donde se otorgaron gran cantidad de concesiones y contratos en pro del 

alumbrado público y se conformaron empresas dedicadas a dar ese servicio. 

Para principios del siglo XX, existían dos empresas que monopolizaron la 

energía eléctrica en Costa Rica, The Costa Rica Electric Light & Traction Company 

Limitad y la Compañía Nacional de Electricidad, por lo que se empieza a dar una 

lucha para adueñarse de la administración de estos. 

74 RODRÍGUEZ, Percy. Desarrollo y Regulación de los Servicios Públicos en Costa Rica. 1 ed. 

ARESEP. Costa Rica. 2000. p. 35. 
75 /bid. p. 36. 
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En el año 191 O, en la primera administración de Ricardo Jiménez se 

empieza a emitir leyes que regulan la prestación de los servicios eléctricos. Como 

lo indica Percy Rodríguez en su libro "Desarrollo y Regulación de los Servicios 

Públicos en Costa Rica": 

"Es en la administración de don Ricardo Jiménez Oreamuno, que se emitió 

las primeras normas para regular y nacionalizar las fuerzas hidráulicas"76
• 

Fue mediante la Ley 14 del 31 de octubre de 191 O, donde se estableció que 

la administración y prestación de los servicios hidroeléctricos quedarían a cargo 

del Estado, en virtud de dicha ley todos aquellos beneficios obtenidos de las aguas 

de dominio público de Costa Rica eran inalienables. Con vista en lo anterior, se 

puede comprender la estrategia por parte el Estado costarricense de resguardar 

aquellos servicios considerados como básicos, para que así empresas extranjeras 

no lucraran con esos servicios. 

En 1928, ante la presión popular que cuestionaba la calidad de servicio y el 

manejo arbitrario de los recursos por parte de las compañías extranjeras, gracias 

al apoyo de varias fracciones políticas en el Congreso se emitió la Ley 77 del 31 

de julio de 1928, la cual creó el Servicio Nacional de Electricidad (SNE) lo que 

produjo se nacionalizara las fuerzas hidráulicas. A partir de la emisión de esta ley 

se introdujo la filosofía de "servicio al costo" y empezaron a controlar las 

compañías eléctricas privadas para que mantuvieran tarifas bajas para los 

abonados. 

La Ley 77 de 1928 otorgó al SNE, entre otras las siguientes funciones: 

1. Otorgar concesiones y fiscalizar su uso: 

76 , 
RODRIGUEZ, Percy. Op. cit. p. 43. 
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"Artículo 4.- La facultad de dar concesiones de fuerzas eléctricas a que se 

refiere el artículo anterior, pertenece exclusivamente al Servicio Nacional de 

Electricidad, el cual tiene, además, el derecho de supervigilancia sobre la 

utilización de tales fuerzas"77
• 

2. Adquisición y construcción de plantas eléctricas: 

"Artículo 8.- Facúltase al servicio Nacional de Electricidad para que por su 

costo original o su costo actual de reproducción, adquiera una o varias de 

las plantas eléctricas existentes en el país, siempre que sean de una 

potencia de tres mil caballos o más, en cualquier momento que sus dueños 

deseen venderlas y siempre que dicha institución considere conveniente su 

adquisición para el Estado"78
• 

"Artículo 9.- Autorízase al Servicio Nacional de Electricidad para que 

contrate, tan pronto le sea posible, la construcción e instalación completas 

de una planta eléctrica de una potencia no menor de diez mil caballos para 

suministrar fuerza a los pueblos de la meseta central"79
• 

Para 1928, el SNE estaba organizado como se cita a continuación, con las 

funciones y responsabilidades para sus directivos: 

"Artículo 13.- Con el nombre de Servicio Nacional de Electricidad y como 

parte integrante de esta ley, créase una institución del Estado con domicilio 

en San José, que será administrada por particulares y bajo la vigilancia 

inmediata del Poder Ejecutivo. La Junta Directiva de esa institución tendrá a 

su cargo la dirección manejo y organización de todos los trabajos necesarios 

para llegar a establecer en el país, de acuerdo con esta ley, los servicios 

eléctricos que en la actualidad o en lo futuro pudieran derivarse de la fuerza 

77 Ley 77 de 31 de julio de 1928. Artículo 4. 
78 /bid. Artículo 8. 
79 /bid. Artículo 9. 
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eléctrica, así como será la encargada de la explotación comercial de los 

mismos',sº. 

"Artículo 14.- El Servicio Nacional de Electricidad será regido por una Junta 

Directiva integrada por siete miembros propietarios y tres suplentes de 

nombramiento del Poder Ejecutivo. Los suplentes repondrán a los 

propietarios en sus ausencias temporales. Todo ellos deberán ser personas 

caracterizadas por su honorabilidad, competencia e idoneidad. La Junta 

elegirá de su seno un Presidente y un Vicepresidente y determinará los 

empleados que sean indispensables para el buen manejo de la institución. El 

Presidente tiene la representación legal del Servicio Nacional de Electricidad. 

La Junta Directiva adoptará en sus primeras reuniones las disposiciones 

reglamentarias para hacer efectivos los fines de esta ley y las someterá a la 

aprobación del Poder Ejecutivo',s1
• 

"Artículo 15.- Los miembros de la Junta Directiva desempeñarán su cometido 

con absoluta independencia del Poder Ejecutivo y serán, por lo mismo, los 

únicos moralmente responsables de la administración de la institución. Por 

igual razón pesa sobre ellos cualquier responsabilidad legal que conforme a 

las leyes del país pueda atribuírseles. 

Serán inamovibles, salvo el caso que llegare a ejercitarse contra ellos alguna 

responsabilidad legal. El Poder Ejecutivo no tendrá intervención alguna en la 

administración del Servicio Nacional de Electricidad',s2
• 

Entre 1932 y 1940, ya con el SNE bien conformado se dieron grandes 

esfuerzos por regular las empresas extranjeras, hasta culminar en convenios que 

aún hoy están vigentes. Pero en este periodo el servicio eléctrico es deficiente y 

con altos costos operativos. 

80 Ley 77 del 31 de julio de 1928. Artículo 13. 
81 /bid. Artículo 14. 
82 /bid. Artículo 15. 
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Después de la crisis del servicio eléctrico, en la década de los cuarenta, con 

el auge del Estado Interventor se dio un gran giro a la regulación de los servicios 

públicos. Con la firma del llamado "Contrato Eléctrico" las tres empresas eléctricas 

se fusionaron en una sola compañía denominada "Compañia Sucesora", a la cual 

se le encargó lo referente a teléfonos, electricidad y el tranvía. Mientras tanto al 

SNE, actuando como regulador, se le asignó la facultad de intervenir en los 

diferendos que se suscitaran entre la Compañía y los usuarios del servicio. 

Gracias a la intervención de esta entidad se logró rebajas en el servicio eléctrico, 

por consiguiente, se dio una reducción significativa en las ganancias de la 

Compañía. La Compañía Sucesora con el paso del tiempo se convirtió en la 

Compañía Nacional de Fuerza y Luz S.A., la cual, posteriormente, se nacionalizó 

en 1968. 

A partir del año 1949, periodo cuando se crearon gran cantidad de 

instituciones autónomas y hasta la década de los setenta, el SNE resultó ser un 

órgano propiciador del desarrollo nacional. En este periodo, se le adjudicó la 

regulación del alumbrado público y acueductos, lo que permitió que se instalara 

esta infraestructura en todos los cantones del país. En este periodo, el SNE reguló 

instituciones descentralizadas como el Instituto Costarricense de Electricidad en el 

sector de electricidad y telefonía, Acueductos y Alcantarillados en el sector de 

agua, Juntas Administradoras de Servicio Eléctrico (Alajuela, Cartago, Heredia) y 

demás cooperativas eléctricas. 

Cabe indicar que, en este periodo, mediante Ley 3226 del 28 de octubre de 

1963, se le encargó al ICE el desarrollo del sector de telecomunicaciones y al SNE 

le otorgó la facultad de regular lo concerniente a telecomunicaciones al igual que 

lo hacía con la electricidad. Así queda sentado en el artículo X de la Ley 3226: 

"Artículo 8.- El Servicio Nacional de Electricidad tendrá respecto del Instituto 

Costarricense de Electricidad, en cuanto al sistema de telecomunicaciones, 
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la facultad reguladora que la ley concede en relación con los servicios 

eléctricos"'83
• 

Por lo que el SNE a partir de ese momento empieza a regular otro sector 

diferente al servicio eléctrico. 

A partir de 1970 el SNE entra en una transición de ajuste que se prolongó 

hasta 1990. En estos años ocurrieron severas crisis internacionales que 

provocaron inflación, devaluación y escasez de recursos para el Estado, así como 

endeudamiento y elevación de tarifas de los servicios públicos. Por otro lado, se 

suscitó una explosión demográfica importante en la que el Estado no pudo 

resolver la demanda creciente de servicios básicos (agua, luz, transporte). 

Las inconsistencias en materia tarifaria que tuvo el gobierno entre 1978 y 

1982, hizo que se buscara en el SNE un apoyo técnico más eficiente para la 

fijación de precios de los productos derivados del petróleo, distribución y del 

transporte remunerado de personas84
. 

En los años noventas, producto de los Programas de Ajuste Estructural, los 

organismos internacionales exigieron la modernización de los entes controladores 

del Estado y fomentaron la creación de órganos reguladores. Para esos años, se 

empieza a gestar un nuevo concepto de regulación y ante la necesidad de 

adecuar las necesidades de la época con el papel del ente regulador se logra a 

mediados de 1996 emitirse la Ley 7593 del 6 de octubre de 1996 que transformó 

radicalmente el Servicio Nacional de Electricidad (SNE) y se creó la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos de Costa Rica (ARESEP) que con las 

83 Ley 3226 del 28 de octubre de 1963. Artículo 8. 
84 Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. 2012. <http://www.aresep.go.cr>. Consulta: 24 

de julio de 2013. 
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competencias, fines y organización van a regular los servicios públicos en Costa 

Rica a partir de 1996. 

SECCIÓN 11: ANÁLISIS DE LA AUTORIDAD REGULADORA DE LOS 

SERVICIOS PÚBLICOS 

Al ser la finalidad del servicio público el resguardo de los intereses de los 

usuarios, es necesario que el Estado regule esos servicios públicos. Se dice que 

"en toda organización administrativa debe existir un sistema de controles o de 

medios de fiscalización de la actividad administrativa y de la de quienes tratan con 

ella. Con esto se busca constituir una serie de garantías de legalidad y de 

oportunidad en la actividad administrativa a la vez que se logra la moralidad dentro 

de la Administración"'85
• La anterior noción debe ser aplicada al caso del servicio 

público, donde es un requisito indispensable que toda gestión esté debidamente 

regulada. 

Con la introducción de una nueva visión de servicio público, es 

indispensable que exista un ente regulador de esa actividad, con la finalidad de 

garantizarle a los usuarios un servicio de calidad y es justamente la ARESEP 

quien se encargada de realizar el control de los servicios públicos. 

A) Aspectos generales de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos (ARESEP): 

85 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 162. 
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La ARESEP nace como institución autónoma destinada a encargarse de 

regular los servicios públicos que se brindan en Costa Rica, tales como "servicios 

públicos de agua y saneamiento ambiental, energía eléctrica y combustibles y 

transporte terrestre, marítimo y aéreo. Sus funciones principales son la fijación de 

precios y tarifas, y velar por el cumplimiento de las normas de calidad, cantidad, 

confiabilidad, continuidad, oportunidad y prestación óptima',s6
• 

La ARESEP sustituye al Servicio Nacional de Electricidad y se le atribuye la 

importante función de regular, supervisar, fijar y controlar, la actividad en la que se 

prestan los servicios públicos a través de las instituciones del Estado y de los 

oferentes privados que mediante la figura de la concesión, se les ha autorizado 

brindar un servicio público. 

La necesidad de que cada servicio prestado sea eficiente, de calidad y que 

la fijación de precios de cada servicio sea consecuente con la calidad y el tipo de 

servicio que se recibe, es otra de las razones por las cuales se constituye una 

institución que se encargue de regular absolutamente todos los servicios públicos. 

B) Ley 7593, Ley de Creación de la ARESEP: 

La ARESEP nace bajo una serie de principios y un marco jurídico que se 

plasma en la Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Este texto normativo define 

funciones, competencias, estructura organizacional, naturaleza jurídica y da los 

parámetros necesarios para concretar las principales funciones de la ARESEP 

como tal. Para el año 1996, la Ley 7593 define esta institución en su primer 

artículo: 

86 Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. 2012. < http://www.aresep.go.cr >.Consulta: 24 

de julio de 2013. 
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"Se transforma el Servicio Nacional de Electricidad en una institución 

autónoma, denominada Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, en 

adelante y para efectos de esta ley llamada Autoridad Reguladora. La 

Autoridad Reguladora tendrá personería jurídica y patrimonio propio, así 

como autonomía técnica y administrativa. Se regirá por las disposiciones 

establecidas en esta ley, sus reglamentos y las leyes que la complementen. 

La Autoridad Reguladora no se sujetará a los lineamientos del Poder 

Ejecutivo en el cumplimiento de las atribuciones que se le otorgan en esta 

ley',s7
• 

En el artículo anterior, se define la naturaleza jurídica de la ARESEP, como 

institución que tiene autonomía técnica y administrativa, patrimonio propio, es 

decir, en cuanto a sus funciones, manejo de recursos y al desarrollo de la 

actividad para la cual fue creada tendrá plena potestad y libre disposición, por 

supuesto respetando el principio de legalidad característico en la función pública. 

Es la ARESEP, en el momento de su creación es el órgano regulador por 

excelencia que "está investido con potestades para tramitar, investigar y resolver 

cualquier queja relativa a la prestación de los servicios públicos regulados por la 

ley'M. 

Parte de los objetivos fundamentales de esta ley están dirigidos a 

direccionar la labor que debe cumplir la ARESEP como ente regulador, una 

función que es de suma responsabilidad dada a la trascendencia de regular los 

servicios públicos en Costa Rica. 

La ARESEP debe garantizar que no se den abusos y que no se presenten 

arbitrariedades en la gestión del servicio público y por lo que la Ley 7593 en su 

artículo 4, le fija a esta entidad los siguientes objetivos: 

87 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 1. 
88 RODRÍGUEZ, Percy. Op. cit. p. 248. 
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"Artículo 4.- Objetivos 

Son objetivos fundamentales de la Autoridad Reguladora: 

a) Armonizar los intereses de los consumidores, usuarios y prestatarios de 

los servicios públicos definidos en esta ley y los que se definan en el futuro. 

b) Procurar el equilibrio entre las necesidades de los usuarios y los intereses 

de los prestatarios de los servicios públicos. 

c) Asegurar que los servicios públicos se brinden de conformidad con lo 

establecido en el inciso b) del artículo 3 de esta ley. 

d) Formular y velar porque se cumplan los requisitos de calidad, cantidad, 

oportunidad, continuidad y confiabilidad necesarios para prestar en forma 

óptima, los servicios públicos sujetos a su autoridad. 

e) Coadyuvar con los entes del Estado, competentes en la protección del 

ambiente, cuando se trate de la prestación de los servicios regulados o del 

otorgamiento de concesiones. 

f) Ejercer, conforme lo dispuesto en esta ley, la regulación de los servicios 

públicos definidos en ella'189
• 

Los objetivos que cita el artículo 4 de la Ley 7593, se resumen en "velar por 

el balance entre las necesidades de los usuarios y los intereses de las empresas 

prestatarias y procurar la protección del medio ambiente',go, objetivos que deben 

cumplirse en su totalidad en cada gestión que realice la ARESEP. 

Se debe rescatar lo indicado en el inciso b) del artículo citado, en el tanto se 

hace referencia la necesidad de establecer un equilibrio entre los usuarios y los 

prestadores del servicio. Quizás ésta es una de las funciones más difíciles de 

89 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 4. 
90 RODRÍGUEZ, Percy. Op. cit. p. 247. 
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ejecutar, pues el servicio público nace en función de los intereses de una 

población, pero, por otro lado, los prestatarios del servicio buscan obtener 

mayores beneficios a la hora de realizar la actividad, por lo que balancear los 

intereses de la colectividad y de los prestadores del servicio reviste de cierta 

complejidad pues establecer un punto de equilibro es una de las labores más 

importantes que tiene a su cargo la ARESEP, que debe desarrollar bajo el marco 

legal que le fue asignado. 

C) Principios rectores que rigen la ARESEP: 

Para que una institución pueda realizar los objetivos y propósitos de su 

gestión, debe incluir en sus estatutos principios rectores, los cuales serán de 

mucha ayuda para guiar y cumplir esa labor. Se extraen de la Ley de creación de 

la ARESEP, los principios de independencia, transparencia y competencia los 

cuales contribuyen a realizar la función que le fue encomendada y se explican a 

continuación: 

1. Principio de independencia: Este principio aplicado a la gestión pública, 

según el dictamen número C-079-2000 del 24 de abril de 2000 emitido por la 

Procuraduría General de la República, es definido como aquel que: 

"constituye uno de los principios rectores del ejercicio de la función pública 

derivado del artículo 11 Constitucional y sirve de fundamento a toda la 

legislación sobre incompatibilidades. Para obviar los conflictos de intereses 

y salvaguardar el interés público en el ejercicio de la función pública, el 

legislador ha elaborado un conjunto de reglas éticas que deben ser 

observadas por los funcionarios públicos, entre las cuales están las 
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referentes a la abstención y recusación (artículos 230 y siguientes de la Ley 

General de la Administración Pública)"91
• 

La independencia en el caso de los servicios públicos y en el caso del ente 

regulador como lo es la ARESEP, implica esa necesidad de regular en función de 

un marco de legalidad y no en función de grupos con grandes intereses 

económicos. La ARESEP, debe ser ajena a favorecimientos a grupos sociales y 

regulares en función del bienestar de todos, cumpliendo así con uno de los 

objetivos principales, el garantizar el equilibrio entre prestadores del servicio y los 

usuarios. Es ahí, donde se reafirma el principio de independencia, en el tanto la 

ARESEP debe regular en pro de las personas. 

2. Principio de transparencia: Este princ1p10 aplica no solo al ente 

regulador como tal, sino también, se extiende a toda actividad que realice la Sala 

Constitucional en su resolución número 2120-2003 de las trece horas treinta 

minutos del catorce de marzo de dos mil tres, hace referencia a la importancia de 

la transparencia en la Administración Pública y de todos los entes y órganos que la 

conforman: 

"En el marco del Estado Social y Democrático de Derecho, todos y cada uno 

de los entes y órganos públicos que conforman la administración respectiva, 

deben estar sujetos a los principios constitucionales implícitos de la 

transparencia y la publicidad que deben ser la regla de toda la actuación o 

función administrativa'"2
• 

La transparencia va a garantizar que toda gestión proveniente de la 

Administración sea debida, libre de actos de corrupción y favorecimientos a unos 

91 Dictamen número C-079-2000 del 24 de abril de 2000. Procuraduría General de la República. 
92 Voto 2120-2003. Sala Constitucional de las 13:30 horas del 14 de marzo de 2003. 
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cuantos. En esa misma resolución, se hace mención a varias formas de garantizar 

ese principio de transparencia: 

"diversos mecanismos para alcanzar mayores niveles de transparencia 

administrativa en un ordenamiento jurídico determinado, tales como la 

motivación de los actos administrativos, las formas de su comunicación -

publicación y notificación-, el trámite de información pública para la 

elaboración de los reglamentos y los planes reguladores, la participación en 

el procedimiento administrativo, los procedimientos de contratación 

administrativa, etc., sin embargo, una de las he"amientas más preciosas 

para el logro de ese objetivo lo constituye el derecho de acceso a la 

información administrativa'193
• 

En el caso de la ARESEP, esa transparencia es garantizada con los 

procesos administrativos que realizan, con las audiencias públicas, las consultas, 

los mecanismos de atención al usuario y otros medios que hacen que la población 

y los prestatarios de los servicios públicos puedan participar y conocer de forma 

abierta de todos los procesos relacionados con la regulación del servicio público. 

3. Principio de competencia: Este principio adquiere gran importancia 

gracias la nueva noción del servicio público que se ha expuesto en la presente 

investigación. Se ha indicado que el principio de competencia en el servicio 

público "lo que pretende es precisamente mejorar la eficiencia del sistema en 

beneficio de todos y especialmente de los consumidores'IU. Esa competencia debe 

surgir en el ámbito de servicio público, con la finalidad de garantizar un equilibro 

en la actividad y, por ende, garantizar servicios públicos de calidad. 

93 Voto 2120-2003. Sala Constitucional de las 13:30 horas del 14 de marzo de 2003. 
94 CABALLERO SÁNCHEZ, R. citado en ECHAN DI, MARÍA LOURDES. Op. cit. p. 30. 
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Es necesario que sea una autoridad del Estado la encargada de fiscalizar y 

garantizar el principio de competencia entre los operadores de un determinado 

servicio público y ese ente encargado en el caso de Costa Rica es la ARESEP. 

La ARESEP en su sitio en Internet se refiere al principio de competencia en 

relación con su función como aquel que "será promovido por la Autoridad, en la 

medida en que pueda ser utilizada como un instrumento para minimizar el precio y 

elevar la calidad de los servicios públicos. Cuando esto no sea posible, se recurrirá 

a los mecanismos que resulten en el menor costo social posible para la regulación 

de la calidad y la fijación de tarifas"95
• Garantizando la competencia son más los 

beneficios que los usuarios de los servicios pueden tener con una variedad de 

oferentes que realizan los mayores esfuerzos para brindar un servicio con altos 

estándares de calidad. 

D) Competencias de la ARESEP: 

La Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos en el momento de su 

creación es designada como el ente regulador por excelencia de los servicios 

públicos y posee varias competencias, designadas principalmente por el artículo 5 

de la ley de su creación, los cuales se citan a continuación: 

"Artículo 5.- Funciones: En los servicios públicos definidos en este artículo, 

la Autoridad Reguladora fijará precios y tarifas; además, velará por el 

cumplimiento de las normas de calidad, cantidad, confiabilidad, continuidad, 

oportunidad y prestación óptima, según el artículo 25 de esta ley. Los 

servicios públicos antes mencionados son: 

95 Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. 2012. http://www.aresep.go.cr. Consulta: 25 de 

julio de 2013. 
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a) Suministro de energía eléctrica en las etapas de generación, trasmisión, 

distribución y comercialización. 

b) Los servicios de telecomunicaciones cuya regulación esté autorizada por 

ley. 

c) Suministro del servicio de acueducto y alcantarillado, incluyendo agua 

potable, recolección, tratamiento y evacuación de aguas negras, aguas 

residuales y pluviales. 

d) Suministro de combustibles derivados de hidrocarburos, dentro de los 

que se incluyen: 1) los derivados del petróleo, asfaltos, gas y naftas 

destinados a abastecer la demanda nacional en planteles de distribución y 2) 

los derivados del petróleo, asfaltos, gas y naftas destinados al consumidor 

final. La Autoridad Reguladora deberá fijar las tarifas del transporte que se 

emplea para el abastecimiento nacional. 

e) Riego y avenamiento, cuando el servicio se presta por medio de una 

empresa pública o por concesión o permiso. 

f) Cualquier medio de transporte público remunerado de personas, salvo el 

aéreo. 

g) Los servicios marítimos y aéreos en los puertos nacionales. 

h) Transporte de carga por fe"oca"il. 

i) Recolección y tratamiento de desechos sólidos e industriales ... "96 

(Texto de la Ley 7593, antes de la ratificación del Tratado de Libre Comercio 

con Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana y de la 

implementación de las Leyes 8660 y 8642). 

96 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 5. 
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Cabe destacar, que el artículo citado corresponde a la Ley 7593 en su texto 

original, es decir, no incluye las reformas con motivo de la apertura del mercado 

de las telecomunicaciones, por lo que la regulación de las telecomunicaciones se 

le atribuye a un órgano considerado como de desconcentración máxima como lo 

es la Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL), órgano sobre el cual se 

hará referencia más adelante. 

Según el artículo 5 del texto original de la Ley 7593, es claro que las 

competencias de la ARESEP fueron desde un inicio muy amplias al regular todos 

los servicios públicos considerados como indispensables para el desarrollo de la 

vida de las personas en general. 

Otra de las potestades dadas por ley de creación de la ARESEP 

inicialmente, están contempladas en el artículo 6 de dicha ley: 

"Artículo 6.- Obligaciones de la Autoridad Reguladora: Corresponden a la 

Autoridad Reguladora las siguientes obligaciones: 

a) Regular y fiscalizar contable, financiera y técnicamente, a los prestatarios 

de servicios públicos, para comprobar el correcto manejo de los factores que 

afectan el costo del servicio, ya sean las inversiones realizadas, el 

endeudamiento en que han incurrido, los niveles de ingresos percibidos, los 

costos y gastos efectuados o los ingresos percibidos y la rentabilidad o 

utilidad obtenida. 

b) Realizar inspecciones técnicas de las propiedades, plantas y equipos 

destinados a prestar el servicio público, cuando lo estime conveniente para 

verificar la calidad, confiabilidad, continuidad, los costos, precios y las 

tarifas del servicio público. 
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c) Velar por el cumplimiento, por parte de las empresas reguladas, de las 

obligaciones en materia tributaria, el pago de las cargas sociales, y el 

cumplimiento de las leyes laborales. 

d) Cualquiera otra obligación que las leyes le asignen. 

Toda disposición que se emita en relación con las materias a que se refiere 

este artículo, será de acatamiento obligatorio'"7
• 

Son múltiples funciones de la ARESEP, lo que reviste de importancia su 

función y su creación. Una de las competencias más importantes descritas en el 

artículo 5 de la Ley, es donde se le atribuye a la ARESEP la fijación de tarifas de 

los servicio públicos que regula. 

Tanto para los usuarios como para los prestatarios del servicio, la fijación 

de tarifas reviste de especial importancia al haber intereses económicos de por 

medio, por esa razón, la ARESEP da la posibilidad a "los prestatarios de servicios 

públicos, las organizaciones de consumidores legalmente constituidas y cualquier 

entidad pública facultada para ello pueden presentar solicitudes para cambios de 

tarifas y precios ... '"8
• 

Esos mecanismos, los cuales pone en funcionamiento la ARESEP para que 

los grupos se manifiesten, expresen sus inquietudes y necesidades al respecto de 

los servicios públicos y fijación de tarifas hacen mucho más eficiente la labor del 

regulador. 

En alusión a la función de fijación de tarifas, es indispensable hacer 

referencia al concepto de servicio al costo, considerado de suma importancia en la 

regulación y el cual se define como: "el costo de oportunidad social de largo plazo 

de los servicios. Los criterios de eficiencia económica, equidad social, 

97 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 6. 
98 RODRÍGUEZ, Percy. Op. cit. p. 251. 
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sostenibilidad ambiental y conservación de los recursos serán elementos centrales 

en la definición de ese costo"99
• 

El concepto de servicio al costo es considerado como un elemento rector de 

la actividad de la ARESEP, el cual lo que busca es que las tarifas sean fijadas 

desde métodos razonables acordes con la realidad y a las necesidades tanto de 

los usuarios, sin dejar de lado las necesidades que, también, tienen los 

prestatarios del servicio. 

Con los cambios introducidos a partir de la firma del Tratado de Libre 

Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana, se 

reforman en varios aspectos la Ley de la ARESEP, modificando competencias y, 

por ende, el modo de organización de esta institución, siendo las atribuciones 

asignadas con la reforma a dicha ley, las siguientes: 

"Artículo 5.- Funciones: En los servicios públicos definidos en este artículo, 

la Autoridad Reguladora fijará precios y tarifas; además, velará por el 

cumplimiento de las normas de calidad, cantidad, confiabilidad, continuidad, 

oportunidad y prestación óptima, según el artículo 25 de esta ley. Los 

servicios públicos antes mencionados son: 

a) Suministro de energía eléctrica en las etapas de generación, transmisión, 

distribución y comercialización. 

b) Los servicios de telecomunicaciones cuya regulación esté autorizada por 

ley. (Este inciso b) ha sido derogado por artículo 42 de la Ley 8660 de 

810812008, publicada en el Alcance 31, a La Gaceta 156del1310812008). 

c) Suministro del servicio de acueducto y alcantarillado, incluso el agua 

potable, la recolección, el tratamiento y la evacuación de las aguas negras, 

99 Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. 2012. http://www.aresep.go.cr. Consulta: 24 de 

julio de 2013. 
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las aguas residuales y pluviales, así como la instalación, la operación y el 

mantenimiento del servicio de hidrantes. (Así reformado por artículo 5º de la 

Ley 8641, Ley de hidrantes, de 111612008). 

d) Suministro de combustibles derivados de hidrocarburos, dentro de los 

que se incluyen: 1) los derivados del petróleo, asfaltos, gas y naftas 

destinados a abastecer la demanda nacional en planteles de distribución y 2) 

los derivados del petróleo, asfaltos, gas y naftas destinados al consumidor 

final. La Autoridad Reguladora deberá fijar las tarifas del transporte que se 

emplea para el abastecimiento nacional. 

e) Riego y avenamiento, cuando el servicio se presta por medio de una 

empresa pública o por concesión o permiso. 

f) Cualquier medio de transporte público remunerado de personas, salvo el 

aéreo. 

g) Los servicios marítimos y aéreos en los puertos nacionales. 

h) Transporte de carga por ferrocarril. 

i) Recolección y tratamiento de desechos sólidos e industriales (Voto Nº 

5445-99 Sala Constitucional). Tácitamente derogado por el artículo 74 Ley 

7794, Código Municipal''"JO. 

Tal y como se indica en el artículo 5 de la Ley 7593 posterior a la reforma, 

el ente regulador de la telecomunicaciones ya no va a ser la ARESEP, sino un 

órgano especializado en la materia al cual se le denominó Superintendencia de 

Telecomunicaciones (SUTEL). Queda entonces la ARESEP a cargo de la 

regulación de los servicios de electricidad, transporte público, servicio de 

acueducto y alcantarillado, servicios en puestos y combustibles, una tarea 

100 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996 (reformada). Artículo 5. 
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realmente difícil, dado a lo indispensable que son estos servicios para la 

población. 

Queda claro que la finalidad de la ARESEP es cumplir con las funciones 

encomendadas por mandato legal y realizar una labor con base en principios de 

honestidad, transparencia y servicio al costo, para cumplir con la finalidad propia 

del servicio público y establecer un balance entre los intereses de los usuarios y 

los prestatarios de los servicios. 

E) Estructura organizacional de la ARESEP: 

Antes de la reforma a la Ley 7593 en el año 2008, la estructura 

organizacional de la ARESEP estaba establecida en el artículo 45 de la Ley, en la 

cual se determinaba la figura de un regulador, una junta directiva y un auditor 

interno, cada uno de ellos con sus funciones debidamente asignadas. Cuando 

entra en vigencia la Ley 8660, Ley de Modernización y Fortalecimiento de las 

Telecomunicaciones y la Ley General de las Telecomunicaciones, se le da un 

cambio a la estructura de la ARESEP, estableciendo en el artículo 45 de la Ley 

7593 con la reforma aplicada la siguiente composición: 

"Artículo 45.- Órganos de la Autoridad Reguladora: La Autoridad Reguladora 

tendrá los siguientes órganos: 

a) Junta Directiva. 

b) Un regulador general y un regulador general adjunto. 

c) Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL). 

d) La Auditoría Interna. 
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La Junta Directiva, el regulador general, el regulador general adjunto y los 

miembros de la SUTEL, ejercerán sus funciones y cumplirán sus deberes en 

forma tal, que sean concordantes con lo establecido en el Plan nacional de 

desa"ollo, en los planes de desa"ollo de cada sector, así como con las 

políticas sectoriales co"espondientes. 

Asimismo, la Autoridad Reguladora estará facultada para establecer su 

organización interna, a fin de cumplir sus funciones. (Así reformado, todo el 

artículo, por artículo 41, inciso i) de la Ley 8660 de 81812008, publicada en el 

Alcance 31, a La Gaceta 156del131812008)'11º1
• 

Se extiende, entonces, la organización, creando un órgano de 

desconcentración máxima como lo es la SUTEL y un regulador general adjunto. La 

SUTEL que en resumen viene a tomar las funciones de la ARESEP en materia de 

telecomunicaciones, mientras que el regulador general adjunto viene a contribuir 

en las labores del regulador general. 

Todos esos cambios en la estructura organizacional de la ARESEP, nacen 

con la finalidad de mejorar la labor que han venido desarrollando con el paso de 

los años. Como institución reguladora es necesario adaptar el sistema de 

regulación a las nuevas necesidades que enfrenta la población y es, 

precisamente, con la apertura al mercado de las telecomunicaciones que esos 

cambios en el caso de la ARESEP fueron necesarios, culminando con una 

reestructuración de sus funciones y modificación de su organización. 

Finalizado el estudio de los aspectos generales del servicio público, la breve 

reseña sobre el desarrollo histórico-normativo de la regulación del servicio público 

en Costa Rica y la exposición de las características esenciales de la ARESEP, en 

el siguiente título se hará referencia a las telecomunicaciones como servicio 

1º1 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 45. 
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público, la regulación de las telecomunicaciones en nuestro país, así como al 

fundamento constitucional de dicha regulación. 
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TÍTULO SEGUNDO 

LAS TELECOMUNICACIONES COMO SERVICIO PÚBLICO Y COMO SERVICIO 
UNIVERSAL, EL FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL DEL SERVICIO PÚBLICO 

EN EL MERCADO DE LAS TELECOMUNICACIONES Y EL PANORAMA 
ACTUAL DE LA REGULACIÓN A PARTIR DE LA APROBACIÓN Y 

RATIFICACIÓN DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE ESTADOS 
UNIDOS, CENTROAMÉRICA Y REPÚBLICA DOMINICANA. 

Con todos los cambios económicos que se han dado con motivo de la 

globalización, la palabra "telecomunicaciones" ha estado muy presente en estos 

cambios y en sus formas de manifestación. El internet, los celulares, la televisión y 

todas esas formas de comunicación hacen que todo el mundo esté interconectado, 

y que las telecomunicaciones día con día se conviertan en parte importante de la 

vida de las personas, incluso su relevancia ha calado tanto en la sociedad, que ya 

no son un simple servicio, sino que ya son considerados como un servicio público, 

el cual el Estado debe regular para garantizar su eficiencia y su continuidad como 

servicio de acceso universal. 

Por lo anterior, en este título se expondrán los aspectos generales de las 

telecomunicaciones como servicio público, el panorama actual de la regulación de 

las telecomunicaciones en Costa Rica con la implementación de leyes 

especializadas en la materia de telecomunicaciones a raíz de la apertura del 

mercado de telecomunicaciones y el fundamento constitucional de las 

telecomunicaciones como servicio público. 
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CAPÍTULO PRIMERO: LAS TELECOMUNICACIONES COMO SERVICIO 

PÚBLICO 

Como se ha desarrollado en la presente investigación, el servicio público 

responde a una necesidad de la colectividad y a la satisfacción de esas 

necesidades. Necesidades que surgen con el paso de los años conforme se 

presentan nuevos retos en la sociedad y un ejemplo de ello son las 

telecomunicaciones. 

Las telecomunicaciones se han vuelto indispensables para la vida de las 

personas. El mantenerse en contacto con familiares y amigos a lo largo del 

mundo, la necesidad de mantenerse informado de cualquier acontecimiento que 

suceda, hace que tener acceso a una red de Internet, a un celular, o bien, a la 

televisión sean ahora una necesidad. Esa necesidad al convertirse en un servicio 

público, genera la importancia de establecer parámetros de regulación para 

garantizar que el servicio que se ofrece sea de calidad, eficiente y se dé también 

la posibilidad de su universalidad. En este capítulo, se analizará los aspectos 

generales de las telecomunicaciones y su función como servicio público, para así 

comprender el porqué las telecomunicaciones son tan importantes para el 

desarrollo de la vida en general. 

SECCIÓN 1: CONCEPTO DE TELECOMUNICACIONES Y DEL ESPECTRO 

RADIOELÉCTRICO 

A) Concepto de telecomunicaciones: 

La idea principal de la definición de las telecomunicaciones, radica en 

aquellos elementos que hacen mucho más fácil la comunicación entre las 
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personas, por lo general, se define mediante un lenguaje técnico. Una de esas 

nociones de telecomunicaciones se encuentra en el trabajo final de graduación de 

Alina Guadamuz, quien toma como base la doctrina para definir las 

telecomunicaciones como: 

"toda transmisión, emisión o recepción de signos, señales, escritos, 

imágenes, sonidos o informaciones de cualquier naturaleza por hilo, 

radioelectricidad, medios ópticos u otros sistemas electromagnéticos"1º2
• 

Por otra parte, las telecomunicaciones son definidas como "actividades 

consistentes en la transmisión de información a distancia a través de medios 

técnicos'1103
• Son entonces las telecomunicaciones, el medio por el cual se facilita 

el transporte de información, por ende, el medio más efectivo para conectar 

mundos y mejorar la calidad de vida de las personas. 

Otro concepto de telecomunicaciones lo aporta el autor Fernando Orozco 

Salas, quien las define como aquellas que "abarcan un enorme ámbito de 

actividades, algunas de ellas utilizan medios físicos como los hilos de cobre 

usados en la telefonía fija y otras, más comunes y de mayor desa"ollo en la 

actualidad usan, sobre todo el espectro radioeléctrico para la transmisión de 

señales'1104
, es decir, las telecomunicaciones son el canal de comunicación por 

1º2 HUIDOBRO, Milán y Roldán, citado en GUADAMUZ FLORES, Alina. Régimen de adecuación de 

títulos habilitantes de acuerdo con la ley general de telecomunicaciones. Tesis de Graduación para 

optar por el grado de Licenciatura en Derecho. Campus Rodrigo Facio: Universidad de Costa Rica. 

2012. p. 7. 
103 CARLÓN RUIZ, Matilde, citado en DONATO LÓPEZ, Claudia. El contrato de adhesión de telefonía 

móvil analizado desde la perspectiva de los derechos del usuario final de los servicios de 

telecomunicaciones. Tesis de Graduación para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. 

Campus Rodrigo Facio: Universidad de Costa Rica. 2012. p. 22. 
104 OROZCO SALAS, Fernando. Regulación de competencia en el mercado de la telefonía móvil. 

Tesis de Graduación para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. Campus Rodrigo Facio: 

Universidad de Costa Rica. 2011. p. 5. 
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excelencia que posee diversidad de medios para extender las señales y los 

elementos necesarios para facilitar el tráfico de información, por lo que se 

concluye que la "telecomunicación es una forma de comunicación mediante 

determinados elementos técnicos"1º5
• 

No se puede dejar de lado el concepto de telecomunicaciones, establecido 

en la principal ley que regula este sector en Costa Rica, en el cual en su artículo 6 

inciso 29) indica lo siguiente: 

"Telecomunicaciones: toda transmisión, emisión y/o recepción de signos, 

señales, escritos, datos, imágenes, sonidos o información de cualquier 

naturaleza por hilo, conductores, ondas radioeléctricas, medios ópticos u 

otros sistemas electromagnéticos'i1º6
• 

Los conceptos expuestos se dirigen a una visión técnica de la definición de 

las telecomunicaciones, lo cierto del caso es que las telecomunicaciones 

representan mucho más que una transmisión de señales mediante cables o 

instrumentos que faciliten el transporte de información, sino también, las 

telecomunicaciones se definen como "una actividad económica reciente, han 

alcanzado, por su dinamismo, una grado de incidencia tal en todos los sectores 

económicos que en la actualidad pueden afirmarse sin temor a exagerar que son 

pieza básica para el co"ecto desarrollo económico y tecnológico de cualquier 

Estado, en la medida en la que no solo constituye un bien de consumo, sino que se 

comportan además como un factor productivo tremendamente importante en 

nuestro días'i1º7
• 

105 CHAVERRÍ JIMÉNEZ, Esteban. Hacia un nuevo régimen jurídico de las telecomunicaciones en 

Costa Rica. Tesis de Graduación para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. Campus 

Rodrigo Facio: Universidad de Costa Rica. 1999. p. 7. 
106 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 6. Inciso 29. 
107 BERMEJO VERA, José. Derecho Administrativo parte especial. Thomson Civitas. 6 ed. España. 

2005. p. 1090. 
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Como se indicó, las telecomunicaciones han venido a reformar la actividad 

económica, social y cultural de las personas, pues facilita los medios para 

comunicarse entre las personas y a mejorar la economía de los países. Es muy 

común que una empresa cafetalera costarricense pacte la venta de su producto a 

un país europeo mediante una video conferencia, o bien, el intercambio de dicha 

negociación se haya realizado a través de un correo electrónico, bajo este ejemplo 

es claro que "el intercambio de información le permite a los países aumentar la 

eficiencia de sus actividades ampliar la gama de productos y servicios que 

suministran y mejoran su calidad'"ºª. 

Aunado al concepto básico de telecomunicaciones, es de suma importancia 

hacer alusión al concepto de "red de telecomunicaciones", la cual se define de la 

siguiente manera: 

"La red de telecomunicaciones, como es obvio, se construyen con el 

objetivo de prestar servicios de telecomunicaciones, de muy diversa 

naturaleza ... 11109
• 

La red de telecomunicaciones es el canal por el cual las telecomunicaciones 

cumplen su función de transportar la información, pero para que esa red pueda 

operar, es necesario hacer uso de otros elementos tales, como el espectro 

radioeléctrico, del cual se hará una breve referencia más adelante. 

En relación con lo anterior, tomando como base los conceptos expuestos 

por la doctrina y la ley, se concluye que las telecomunicaciones son aquellas 

manifestaciones que se realizan mediante instrumentos técnicos y que facilitan el 

desarrollo de la comunicación y, por ende, mejora la comunicación de las 

108 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 327. 
109 HUIDOBRO MORA, José. Redes y servicios de telecomunicaciones. Thomson Learning. 1 ed. 

España.2000.p.3. 
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personas a través de sus distintas manifestaciones, fomentando, a su vez, el 

desarrollo económico entre las naciones. 

B) El espectro radioeléctrico 

Las telecomunicaciones engloban todas las posibles formas de 

comunicación, pero para que esa comunicación pueda ser eficiente y de calidad 

es necesario que confluyan varios elementos. Uno esos elementos esenciales se 

conoce como espectro electromagnético, el cual se define como: "todo el conjunto 

de todas las clases de radiación electromagnética existentes, es decir, el espectro 

electromagnético está conformado desde ondas de radio, hasta los rayos gamma, 

todas ondas electromagnéticas11º". 

Es decir, el espectro electromagnético va a ser aquel espacio no visible 

donde transitan ondas de todo tipo, ya bien lo menciona Natiuska Traña Porras en 

su trabajo final de graduación, en donde indica que el espectro electromagnético 

es aquel "conjunto de ondas que van desde las ondas con mayor longitud como: 

"las ondas radio" hasta los que tienen menor longitud como los rayos gamma"111
• 

Este espectro electromagnético está relacionado con el espectro radioeléctrico, el 

cual forma parte importante para el desarrollo de las telecomunicaciones, la autora 

Traña Porras, cita la siguiente definición del espectro radioeléctrico "la porción del 

110 SOLÍS CARBALLO, Emanuel. El espectro radioeléctrico en Costa Rica. Proyecto para obtener el 

grado de Bachiller en Ingeniería Eléctrica. Facultad de Ingeniería Eléctrica. Universidad de Costa 

Rica. 2008. p. 10. 
111 TRAÑA PORRAS, Natiuska. El marco jurídico general hacia la plena competencia de los servicios 

de telecomunicaciones. Tesis de Graduación para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. 

Campus Rodrigo Facio: Universidad de Costa Rica. 2008. p. 24. 
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espectro electromagnético ocupado por ondas de radio, precisamente las que se 

ocupan para telecomunicaciones'1112
• 

El espectro radioeléctrico, también, puede definirse como "el espacio 

destinado para el uso de servicios de radiocomunicación, servicios de televisión, 

operadoras de cable y radioaficionados'1113
• Al ser un concepto ajeno al lenguaje 

jurídico, es necesario plasmar en el presente trabajo de investigación las distintas 

definiciones referentes a este recurso, por eso se toma, también, en cuenta el 

concepto de espectro radioeléctrico citado por Orozco Salas en su trabajo final de 

graduación: 

"El espectro radioeléctrico es un recurso natural que constituye el medio 

soporte por el cual se propagan las ondas radioeléctricas o 

electromagnéticas y por tanto las radiocomunicaciones o comunicaciones 

que utilizan tecnologías inalámbricas. Sin embargo, lo que define al espectro 

radioeléctrico es precisamente su carácter de recurso natural escaso, ya 

que del rango infinito de frecuencias existentes ni mucho menos todas son 

utilizables para la comunicación'1114
• 

Por otra parte, se hace referencia al espectro como "un recurso limitado y 

de gran valor, que es utilizado para todas las formas de comunicaciones 

inalámbricas en el sector comercial y el sector público; es decir, es el medio por el 

cual se transmiten las ondas de radio electromagnéticas que permiten las 

telecomunicaciones (radio, televisión, internet, telefonía móvil, televisión digital 

terrestre, etc.)'1115
• 

112 TRAÑA PORRAS, Natiuska. Op. cit. p. 100. 
113 SOLÍS CARBALLO, Emanuel. Op. cit. p. 17. 
114 MARZO, Javier citado en OROZCO SALAS, Fernando. Op. cit. p. 6. 
115 AGUILAR PORRAS, A. TENORIO CALVO, P. Concesiones en telecomunicaciones - telefonía móvil a 

la luz de las leyes 8642 y 8660, y sus respectivos reglamentos. Tesis de Graduación para optar por 
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Con vista en las anteriores definiciones, se concluye que el espectro 

radioeléctrico es un recurso que no es ilimitado, que no es apropiable, no 

obstante, es utilizado como instrumento para facilitar las telecomunicaciones. Pero 

este recurso debe estar administrado y regulado para que éste sea aprovechado 

por los operadores que brinden el servicio de telecomunicaciones. 

En el caso de Costa Rica, la Ley General de Telecomunicaciones le da el 

carácter de dominio público legal al espectro radioeléctrico: 

"Artículo 7.- Planificación, administración y control: El espectro 

radioeléctrico es un bien de dominio público. Su planificación, 

administración y control se llevará a cabo según lo establecido en la 

Constitución Política, los tratados internacionales, la presente Ley, el Plan 

nacional de desa"ollo de las telecomunicaciones, el Plan nacional de 

atribución de frecuencias y los demás reglamentos que al efecto se 

emitan'1116
• 

Esta atribución de dominio público del espectro radioeléctrico, se hace en 

función de que el Estado proteja y administre dicho recurso, con la finalidad de 

darle la utilidad requerida. Es importante recordar que el espectro radioeléctrico 

aunque no se pueda visualizar y sea un bien inmaterial es escaso, se recomienda 

que se utilice y se asigne de forma razonable. 

En el primer "Congreso Iberoamericano de Regulación de las 

Telecomunicaciones", celebrado en el mes de junio de dos mil trece en el Colegio 

de Abogados de Costa Rica, se le dedicó una mesa redonda para hablar sobre el 

espectro radioeléctrico, en dicha discusión participó el Dr. Juan Miguel Cuétara 

Martínez, quien es catedrático de de Derecho Administrativo y Director de la 

el grado de Licenciatura en Derecho. Campus Rodrigo Facio: Universidad de Costa Rica. 2010. p. 

17. 
116 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 7. 
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Revista del Derecho de las Telecomunicaciones e infraestructuras de red en 

España y fue el mismo Dr. Cuétara quien hizo hincapié en la necesidad de darle 

un concepto al espectro radioeléctrico con una connotación jurídica, técnica y 

económica, en la cual el Estado como tal encargue a un ente regulador la política 

de regulación del espectro, con la finalidad de hacer más eficiente su uso. 

El espectro radioeléctrico al ser un recurso escaso, limitado, inmaterial 

requiere que la gestión de su regulación y asignación sea completamente 

transparente, esto con la finalidad de garantizar que la gestión del espectro 

radioeléctrico sea eficiente y justamente esa necesidad de eficiencia en la 

administración del espectro lo que establece el artículo 8 de la Ley General de 

Telecomunicaciones: 

"Artículo 8.- Objetivos de la planificación, la administración y el control: Los 

objetivos de la planificación, la administración y el control del espectro 

radioeléctrico son los siguientes: 

a) Optimizar su uso de acuerdo con las necesidades y las posibilidades que 

ofrezca la tecnología. 

b) Garantizar una asignación justa, equitativa, independiente, transparente y 

no discriminatoria. 

c) Asegurar que la explotación de las frecuencias se realice de manera 

eficiente y sin perturbaciones producidas por interferencias perjudiciales't111
• 

El espectro radioeléctrico es un recurso de suma importancia para el 

desarrollo de las telecomunicaciones y debe ser administrado de forma 

completamente transparente. 

117 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 8. 
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En cuanto al espectro radioeléctrico, cabe destacar que el espectro está 

compuesto por bandas de frecuencia, las cuales tienen diferentes usos. Esos 

usos, se clasifican de la siguiente manera, según la Ley General de 

Telecomunicaciones: 

"Artículo 9.- Clasificación del espectro radioeléctrico: Por su uso, las bandas 

de frecuencias del espectro radioeléctrico se clasifican como sigue: 

a) Uso comercial. Comprende la utilización de bandas de frecuencias para la 

operación de redes públicas y la prestación de servicios de 

telecomunicaciones disponibles al público, a cambio de una 

contraprestación económica. 

b) Uso no comercial. Consiste en la utilización de bandas de frecuencias 

para operaciones de carácter temporal, experimental, científico, servicios de 

radiocomunicación privada, banda ciudadana, de radioaficionados o redes 

de telemetría de instituciones públicas. 

c) Uso oficial. Co"esponde a las bandas de frecuencias necesarias para 

establecer las comunicaciones de las instituciones del Estado, las cuales 

implican un uso exclusivo y no comercial. 

d) Uso para seguridad, soco"º y emergencia. Co"esponde a las bandas de 

frecuencias atribuidas para radionavegación, seguridad aeronáutica, 

marítima y otros servicios de ayuda. 

e) Uso libre. Corresponde a las bandas de frecuencias así asignadas en el 

Plan nacional de atribución de frecuencias. Estas bandas no requerirán 

concesión, autorización o permiso y estarán sujetas a las características 

técnicas establecidas reglamentariamente " 118
• 

118 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 9. 
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Como se pudo visualizar en la norma, hay varios usos de las bandas de 

frecuencias que conforman el espectro radioeléctrico, un uso comercial, no 

comercial, oficial, seguridad y uso libre, pero la interrogante surge en cómo se 

hace para distribuir esas frecuencias. Actualmente, está vigente el Decreto 

Ejecutivo número 35257, firmado entre la Presidencia y el Ministerio de Ambiente 

y Energía, cuando éste era el Ministerio rector de las telecomunicaciones, en dicho 

decreto se constituye el "Plan Nacional de Atribución de Frecuencias", el cual en 

su artículo 1 establece el objetivo de dicho plan. 

"Artículo 1. Objetivo: El Plan Nacional de Atribución de Frecuencias, en lo 

adelante PNAF, es un instrumento que permite la regulación nacional de 

manera óptima, racional, económica y eficiente del espectro radioeléctrico 

nacional, para satisfacer oportuna y adecuadamente las necesidades de 

frecuencias que se requieren, tanto para el desarrollo de las actuales redes 

de telecomunicaciones, como para responder eficientemente a la demanda 

de segmentos de frecuencias para las redes que hagan uso del espectro 

radioeléctrico; para tal efecto se promoverán el uso de tecnologías que 

optimicen el uso del espectro. Todo lo anterior, de conformidad al marco 

legal y reglamentario vigente y de los acuerdos y convenios internacionales 

ratificados por Costa Rica'1119
• 

En el caso de Costa Rica y con motivo de los cambios que se dieron en el 

año 2008 con la apertura del mercado de las telecomunicaciones y eliminando el 

monopolio que poseía el Instituto Costarricense de Electricidad, fue necesario 

tomar las medidas indispensables para hacer una redistribución del espectro 

radioeléctrico y sus frecuencias, para así dar paso a nuevos operadores del 

servicio de telecomunicaciones, prestatarios que requerían del uso de parte del 

espectro radioeléctrico. 

119 Decreto Ejecutivo 35257 del 16 de abril de 2009. Artículo 1. 
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Por tales razones, se ponen en marcha planes de distribución de bandas de 

frecuencias para garantizar un mejor uso del espectro radioeléctrico, por lo que "el 

uso de las redes del espectro, en las radiocomunicaciones, debe pennitir la 

transmisión y la radiocomunicación de todos los usuarios, causando la menor 

interferencia posible para el bien de los operadores del servicio y de los usuarios, 

utilizando de manera óptima el espectro radioeléctrico'1120
• 

Por esos motivos es el Consejo de la Superintendencia de 

Telecomunicaciones (ente regulador de las telecomunicaciones posterior a la 

reforma del año dos mil ocho), el encargado de administrar y controlar el uso 

eficiente del espectro radioeléctrico, así quedó establecido en la Ley de la 

ARESEP en su artículo 73 inciso e), que indica: 

"Artículo 73.- Funciones del Consejo de la Superintendencia de 

Telecomunicaciones (SUTEL) 

Son funciones del Consejo de la SUTEL: 

e) Administrar y controlar el uso eficiente del espectro radioeléctrico, las 

emisiones radioeléctricas, así como la inspección, detección, identificación y 

eliminación de interferencias perjudiciales'1121
• 

El artículo anterior determina la relevancia del espectro radioeléctrico al ser 

un bien de dominio público constitucional y legal, que requiere de un ente 

completamente especializado en la materia para controlar y velar para que dicho 

recurso sea aprovechado de la mejor manera. 

Concluyendo está sección referente a las telecomunicaciones y al espectro 

radioeléctrico, se hace importante mencionar la relación de ambos conceptos que 

12º TRAÑA PORRAS, Natiuska. Op. cit. p. 32. 
121 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 73. 
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al unirse cumplen con la función de brindar un servicio que idealmente debe ser de 

calidad y eficiente para los usuarios. 

SECCIÓN 11: LAS TELECOMUNICACIONES COMO SERVICIO PÚBLICO 

A) Carácter de servicio público de las telecomunicaciones: 

El carácter de servicio público que se le puede otorgar a una actividad, se 

da con base en la necesidad e importancia que dicha actividad representa para la 

población. Con todos los cambios a nivel económico, social, normativo e 

institucional, se determinó que las telecomunicaciones pasaran de ser un servicio 

público a un servicio de acceso universal. 

Se ha indicado, que el servicio público será aquel que cumpla con la 

satisfacción de un interés general, guiado siempre desde principios de regularidad, 

continuidad, eficiencia y por supuesto el ideal de universalidad. 

En el caso de Costa Rica, a partir del año 2008, con la implementación de 

la Ley 8660 (referida al fortalecimiento de las telecomunicaciones y resguardando 

especialmente al ente generador de las telecomunicaciones propiedad del 

Estado), las reformas a la Ley 7593 (cambios estructurales y de competencia que 

sufrió la ARESEP) y la Ley 8642 (Ley General de Telecomunicaciones), se le da 

una mayor importancia a las telecomunicaciones, esto en virtud a que se plantea 

una nueva estructura de regulación, con motivo a la apertura del mercado de las 

telecomunicaciones. 

Como es bien sabido, anterior a la ratificación del Tratado de Libre 

Comercio entre Estado Unidos, Centroamérica y República Dominicana, las 

telecomunicaciones en Costa Rica estaban siendo generadas por una sola 
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institución, casualmente dicha institución era propiedad del Estado, lo que traía 

consigo la figura del monopolio en dicho campo. Esa institución es el Instituto 

Costarricense de Electricidad, que hasta el año 2008 proporcionaba como único 

operador de los servicios de telefonía fija, celular e Internet. 

Con motivo de la apertura en el mercado de las telecomunicaciones y 

desde premisas y discursos que contenían frases como la que se citará 

seguidamente, es que se parte de la necesidad de que en la sociedad concurra 

una iniciativa de modernizar y brindar un mejor servicio de telecomunicaciones, 

situación que sucedió en Costa Rica, al eliminar el monopolio que tenía el ICE y al 

abrir paso operadores de telecomunicaciones extranjeras y nacionales: 

"Es necesario, además, insistir en que el campo de nuestra sociedad 

concu"e una causa decisiva de la creación de servicios públicos y a veces la 

gestión monopolística, es la debilidad e insuficiencia de la iniciativa 

privada'1122
• 

Al parecer, en el ámbito de las telecomunicaciones, campo que cabe 

mencionar, es considerado de suma relevancia para el desarrollo de un país, se 

decide abrir el mercado de las telecomunicaciones dando así espacio a nuevos 

prestatarios del servicio de telecomunicaciones, con la finalidad de hacerle llegar a 

los usuarios un servicio mucho más eficiente, fomentando así la competencia 

entre los oferentes de las telecomunicaciones, consideradas ahora como un 

servicio público. 

En la resolución número 14709-2009 de las trece horas con treinta y nueve 

minutos del dieciocho de septiembre de dos mil nueve, emitida por la Sala 

Constitucional, se refiere al servicio público como un derecho de los usuarios: 

122 MARTÍNEZ MARÍN, Antonio. El buen funcionamiento de los servicios públicos. Editorial Tecnos. 

1 ed. Madrid. 1990. p. 18. 
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"De esto tampoco puede interpretarse que ese derecho fundamental a los 

servicios públicos no tenga exigibilidad concreta; por el contrario, cuando 

razonablemente el Estado deba brindarlos, los titulares del derecho pueden 

exigirlo y no pueden las administraciones públicas o, en su caso, los 

particulares que los presten en su lugar, escudarse en presuntas carencias 

de recursos, que ha sido la secular excusa pública para justificar el 

incumplimiento de sus cometidos'1123
• 

Con base en la anterior cita, es importante destacar que todo servicio 

público debe prestarse en las mejores condiciones, sin limitación alguna para los 

usuarios. Sea el Estado o los particulares quienes presten el servicio deben de 

igual forma garantizar su continuidad, universalidad y por supuesto la eficiencia. 

En el caso de las telecomunicaciones y la apertura del mercado debe seguirse 

desde esos mismos lineamientos, debido a que la relevancia que dicho mercado 

tomó como ya se ha indicado posterior al año 2008, hace que las 

telecomunicaciones sean consideradas como un servicio público y es necesaria su 

prestación a toda la población sin que medie ningún tipo de discriminación. 

Para concluir con este apartado, es indispensable hacer énfasis a la 

relevancia que día con día van adquiriendo las telecomunicaciones en Costa Rica, 

esto debido a que "a partir de la apertura del mercado de las telecomunicaciones 

mediante la ley 8642, se ha generado un cambio de paradigma, por medio de 

normativas que aseguran los requerimientos indispensables para la ruptura del 

modelo monopólico. Que la ley 7593 declaró de interés público el desarrollo de la 

infraestructura requerida para el despliegue de las redes de telecomunicaciones124
", 

por lo que todo lo relacionado con las telecomunicaciones, será parte del interés 

público y las autoridades encargadas de la regulación del servicio público de las 

123 Voto 14709-2009. Sala Constitucional de las 13:39 horas del 18 de septiembre de 2009. 
124 Sentencia número 32-2013. Tribunal Contencioso Administrativo. Sección Sexta. Segundo 

Circuito Judicial de San José de las 15:00 horas del 21 de febrero de 2013. 
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telecomunicaciones y de todos los elementos que colaboran para cumplir con la 

función de dicho servicio. 

SECCIÓN 111: LAS TELECOMUNICACIONES COMO SERVICIO UNIVERSAL Y 

DE ACCESO UNIVERSAL 

La noción de telecomunicaciones ha sufrido un cambio, dado a que este 

servicio público pasa a ser un servicio de acceso universal. 

El servicio universal es definido por la Ley General de Telecomunicaciones 

como un: 

"derecho al acceso a un servicio de telecomunicaciones disponible al 

público que se presta en cada domicilio, con una calidad determinada y a un 

precio razonable y asequible para todos los usuarios, con independencia de 

su localización geográfica y condición socioeconómica, de acuerdo con lo 

establecido en el Plan nacional de desa"ollo de las telecomunicaciones"125
• 

Lo que se pretende con el concepto del servicio universal, básicamente, es 

establecer todos aquellos medios, políticas y planes de desarrollo para brindar un 

servicio de telecomunicaciones en igualdad de condiciones y, a la vez, un servicio 

ideal para las personas usuarias de las telecomunicaciones, por lo que se 

recomienda que "el servicio universal debe ser garantizado mediante la 

designación para su prestación por cualquier operador dominante"126
• 

La Ley General de Telecomunicaciones de España define al servicio 

universal como: 

125 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 6. Inciso 22. 
126 BERMEJO VERA, José. Op. cit. p. 1096. 
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"el conjunto definido de servicios de telecomunicaciones con una calidad 

determinada, accesible a todos los usuarios con independencia de su 

localización geográfica y a un precio asequible'1127
• 

Se visualizan a las telecomunicaciones como un servicio deseable y es 

justamente mediante la noción de servicio universal que se pretende que no exista 

distinción alguna a la hora de prestar el servicio, es decir, que una persona de 

zona rural pueda acceder al servicio sin ningún problema al igual que una persona 

que vive en la ciudad. 

Otra definición del servicio universal es la que se presenta en el libro 

llamado "Estudio sobre Telecomunicaciones y Derechos de Consumo': en el cual 

se indica que el servicio universal corresponde a "un conjunto definido de 

servicios cuya prestación se garantiza para todos los usuarios finales con 

independencia de su locación geográfica, con una calidad determinada y precio 

asequible'1128
, igualdad de oportunidades en la forma de recibir el servicio sea en 

este caso el de telecomunicaciones, es, precisamente, lo que plantea la figura del 

servicio de acceso universal. 

El servicio universal lo que procura es "contemplar el acceso de las 

telecomunicaciones, de manera tal que pretende, consolidar y promover un mejor 

acceso y servicio universal y de solidaridad del que disfrutan los habitantes del 

país, así como desarrollar las metas, los mecanismos y los medios que permitan 

extender esta condición mediante un aumento en las fuentes y recursos destinados 

a este fin'1129
• 

127 Ley General de Telecomunicaciones de España citado en ARIÑO ORTIZ, Gaspar. Principios de 

Derecho Público Económico. Universidad Externado de Colombia. 1. ed. Colombia. 2003. p. 788. 
128 CARRASCO PERERA, A. MENDOZA LOSANA, l. Estudios sobre telecomunicaciones y Derecho de 

Consumo. Editorial Aranzadi S.A. 1 ed. Navarra. 2005. p. 132. 
129 - , 

AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 505. 
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En el caso de Costa Rica, ese servicio universal se garantiza mediante la 

figura del Fondo Nacional de Telecomunicaciones (FONATEL). 

Con el FONATEL lo que se pretende es "centrar las bases para desarrollar y 

fortalecer las capacidades nacionales para migrar hacia un modelo de desa"ollo 

basado en el concepto de la sociedad de la información, inclusive, integradora, 

solidaria y competitiva. El cierre de la brecha digital y la igualdad de oportunidades 

deben ser ejes del nuevo modelo del sector"130
, mediante esta figura lo que se 

procura es llevar el servicio de las telecomunicaciones a zonas que por su lejanía, 

o bien, por factores de índole económica, la población no pueda acceder a un 

servicio de calidad dado a la falta de infraestructura o de inversión en el sector. 

La LGT se refiere a los objetivos del FONATEL, como el medio para 

garantizar a los usuarios acceso universal, servicio universal y solidaridad, pero 

antes de hacer referencia al artículo presente en la ley que contiene esos 

objetivos, se debe realizar una distinción que la misma SUTEL hace con respecto 

del concepto del acceso universal y servicio universal. 

El acceso universal va a comprender que "el cien por ciento de la población 

tenga acceso a determinado servicio'1131
, para complementar esa noción, está la 

definición contenida en la Ley General de Telecomunicaciones que indica que el 

acceso universal es "derecho efectivo al acceso de servicios de 

telecomunicaciones disponibles al público en general, de uso colectivo a costo 

asequible y a una distancia razonable respecto de los domicilios, con 

independencia de la localización geográfica y condición socioeconómica del 

usuario, de acuerdo con lo establecido en el Plan nacional de desarrollo de las 

130 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 506. 
131 Contexto actual, tendencias claves, opciones y recomendaciones políticas del FONATEL. En: 

http://www.infocom.cr/downloads/docs/. p. 32. 
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telecomunicaciones'1132
, mientras que el servicio universal se alcanza "cuando el 

cien por ciento de la población tiene acceso y puede pagar determinado 

servicio'1133
• La diferencia entre los conceptos citados radica en la posibilidad de 

que el usuario pueda darle una contraprestación económica al operador del 

servicio por la asistencia obtenida, no obstante, tanto el acceso universal y el 

servicio universal lo que buscan es que un cien por ciento de la población tengan 

un acceso igualitario al servicio. 

Como ya se indicó, el objetivo del FONATEL es velar por el cumplimiento 

de un acceso universal, servicio universal y solidaridad de las telecomunicaciones, 

la LGT establece los objetivos esenciales de estos conceptos: 

"Artículo 32.- Objetivos del acceso universal, servicio universal y solidaridad. 

Los objetivos fundamentales del régimen de acceso universal, servicio 

universal y solidaridad son los siguientes: 

a) Promover el acceso a servicios de telecomunicaciones de calidad, de 

manera oportuna, eficiente y a precios asequibles y competitivos, a los 

habitantes de las zonas del país donde el costo de las inversiones para la 

instalación y el mantenimiento de la infraestructura hace que el suministro 

de estos servicios no sea financieramente rentable. 

b) Promover el acceso a servicios de telecomunicaciones de calidad, de 

manera oportuna, eficiente y a precios asequibles y competitivos, a los 

habitantes del país que no tengan recursos suficientes para acceder a ellos. 

c) Dotar de servicios de telecomunicaciones de calidad, de manera oportuna, 

eficiente y a precios asequibles y competitivos, a las instituciones y 

personas con necesidades sociales especiales, tales como albergues de 

132 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 6. Inciso 1. 
133 Contexto actual, tendencias claves, opciones y recomendaciones políticas del FONATEL. En: 

http://www.infocom.cr/downloads/docs/. p. 32. 
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menores, adultos mayores, personas con discapacidad, población indígena, 

escuelas y colegios públicos, así como centros de salud públicos. 

d) Reducir la brecha digital, garantizar mayor igualdad de oportunidades, así 

como el disfrute de los beneficios de la sociedad de la información y el 

conocimiento por medio del fomento de la conectividad, el desarrollo de 

infraestructura y la disponibilidad de dispositivos de acceso y servicios de 

banda ancha. 'i134• 

Resumiendo el artículo citado, lo que se busca es eliminar la brecha digital, 

las diferencias que se puedan dar en comunidades o sectores que quizás no 

tienen las mismas condiciones de infraestructura y facilidades para acceder a un 

servicio de telecomunicaciones eficientemente. 

Cabe destacar que el FONATEL es administrado por el ente regulador de 

las telecomunicaciones, es decir, la SUTEL, de la cual se hará referencia más 

adelante. Esta administración de fondos del FONATEL, debe hacerse conforme a 

la ley y cada movimiento será declarado de interés público, por lo que se puede 

extraer que cada plan o proyecto en la cual sea invertido el Fondo Nacional de 

Telecomunicaciones debe ser escogido de forma meticulosa. 

La LGT indica que el dinero del FONATEL se manejará mediante 

fideicomisos con bancos estalas y los proyectos se adjudicarán a las empresas 

interesadas en participar de la licitación pública, y que, por ende, presenten la 

mejor oferta. Cabe aclarar que en estos casos, puede participar cualquier empresa 

que brinde servicio de telecomunicaciones, así lo establece el artículo 35 de la ley: 

"Artículo 35.- Administración de FONA TEL. Corresponde a la SUTEL la 

administración de los recursos de FONA TEL. Dicha administración deberá 

134 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 32. 
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hacerse de conformidad con esta Ley, el Plan nacional de desa"ollo de las 

telecomunicaciones y los reglamentos que al efecto se dicten. 

Se autoriza a la SUTEL para que administre los recursos financieros del 

Fondo, mediante la constitución de los fideicomisos que le sean necesarios 

para el cumplimiento de sus fines. 

Los contratos de fideicomiso deberán suscribirse con bancos públicos del 

Sistema Bancario Nacional, seleccionados de acuerdo con la mejor oferta 

entre las recibidas, a partir de la invitación que se realice. 

El fiduciario deberá observar las obligaciones que le imponen las 

disposiciones legales vigentes, así como las que se derivan del contrato de 

fideicomiso que se suscriba. Los recursos que se administren en los 

fideicomisos, deberán invertirse en las mejores condiciones de bajo riesgo y 

alta liquidez. Los fideicomisos y su administración serán objeto de control 

por parte de la Contraloría General de la República. 

Se declaran de interés público, las operaciones realizadas mediante los 

fideicomisos establecidos en la presente Ley; por lo tanto, tendrán exención 

tributaria, arancelaria y de sobretasas para todas las adquisiciones o venta 

de bienes y servicios, así como las inversiones que haga y las rentas que 

obtenga para el cumplimiento de sus fines. 

Los fideicomisos se financiarán con los recursos establecidos en el artículo 

38 de esta Ley'1135
• 

El primer proyecto asignado del FONATEL ha sido el destinado a la 

provincia de Limón, exactamente en la zona Siquirres, este plan está en 

fideicomiso con el Banco Nacional y el número de concurso corresponde al 003-

135 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 35. 
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2013. Proyecto adjudicado a la empresa Telefónica, el cual tiene por objetivo llevar 

conectividad e Internet en dicha zona. 

Actualmente, se han puesto en evidencia los desacuerdos entre la SUTEL y 

el ministerio rector de telecomunicaciones, el cual es el Ministerio de Ciencia, 

Tecnología y Telecomunicaciones, esto por cuanto se ha cuestionado la labor de 

la SUTEL referente a la asignación de proyectos del FONATEL, pues indican que 

estos se han gestionado de forma tardía. Se debe hacer una reflexión para que, 

tanto el ente regulador como las instituciones que tienen una relación directa o 

indirecta con el sector de telecomunicaciones, logren coordinar y por supuesto 

trabajar en conjunto para lograr los presupuestos de las garantías de acceso 

universal y solidaridad. 

Concluyendo esta sección, se debe destacar la importancia del concepto de 

servicio universal y acceso universal en el ámbito de las telecomunicaciones, pues 

son nociones que parten de la necesidad de garantizar que la población pueda 

acceder a un servicio, sin ninguna traba, sin ningún inconveniente, de forma fácil 

y, a la vez, que dicho servicio sea eficiente y de calidad, acorde con las tarifas que 

se establecen los operadores de telecomunicaciones. 

SECCIÓN IV: LOS TÍTULOS HABILITANTES EN EL CASO DE LAS 

TELECOMUNICACIONES 

Hasta el momento se ha realizado un breve estudio del servicio público y de 

las telecomunicaciones como servicio público. La primera noción de servicio 

público se refería a la actividad realizada por la Administración Pública y por 

particulares mediante la figura de la concesión mientras que la nueva noción de 

servicio público está enfocada a la participación de sujetos privados en la 
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prestación de servicios públicos, actividad que inicialmente era desarrollada por la 

administración. 

La nueva noción de servicio público aplica al caso de las 

telecomunicaciones en Costa Rica, pues se rompe con un modelo basado en el 

monopolio estatal y se da paso a la entrada de nuevos operadores del servicio de 

telecomunicaciones ajenos al Estado. No obstante, el hecho que hayan ingresado 

operadores privados de telecomunicaciones al país, no implica que el Estado no 

sea parte de ese nuevo mercado, al contrario el Estado es el actor más 

importante. 

Las telecomunicaciones necesita un elemento técnico para desarrollarse tal 

y como lo es el espectro radioeléctrico, bien de dominio público y que por ende no 

puede salir del dominio del Estado. Las frecuencias que conforman el espectro 

radioeléctrico son asignadas mediante los títulos habilitantes a los operadores, 

siempre con la autorización del Estado y por supuesto esas asignaciones se 

deben hacer en condiciones de igualdad a todos los operadores. 

Los títulos habilitantes son un instrumento de delegación de actividad 

prestada por el servicio público, tienen un rol para desarrollar la actividad de 

servicio público. Estos títulos habilitantes son conocidos como la concesión, 

autorización y permisos. 

La "concesión" se define como "un título habilitante por excelencia, ya que 

permite un uso y explotación del espectro radioeléctrico mayor que los otros dos 

tipos de títulos habilitantes: el permiso y la autorización136
". 

Por otra parte se habla de la concesión como "un contrato administrativo 

mediante el cual la autoridad pública delega a un privado un diseño, construcción, 

136 AGUILAR PORRAS, A. TENORIO CALVO, P. Op. cit. p. 95. 
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financiamiento y operación de una infraestructura pública o servicio, a cambio de 

pago de los usuarios o contrapartidas de la Administración"137
• 

Las concesiones corresponden a un título habilitante que permite que 

privados desarrollen una actividad que originalmente realiza el Estado. En el caso 

de las telecomunicaciones, lo que se concesiona es parte del espectro 

radioeléctrico para que cada operador de telecomunicaciones pueda desarrollar su 

actividad, la Ley General de Telecomunicaciones se refiere a las concesiones en 

su artículo 11: 

"Artículo 11.- Concesiones: Se otorgará concesión para el uso y la 

explotación de las frecuencias del espectro radioeléctrico que se requieran 

para la operación y explotación de redes de telecomunicaciones. Dicha 

concesión habilitará a su titular para la operación y explotación de la red. 

Cuando se trate de redes públicas de telecomunicaciones, la concesión 

habilitará a su titular para la prestación de todo tipo de servicio de 

telecomunicaciones disponibles al público. La concesión se otorgará para 

un área de cobertura determinada, regional o nacional, de tal manera que se 

garantice la utilización eficiente del espectro radioeléctrico'1138
• 

Tal y como lo indica el artículo anterior, esa concesión de frecuencias se 

realizarán des la premisa de garantiza el uso eficiente del espectro radioeléctrico. 

Esa misma ley establece la forma de asignación de las frecuencias: 

"Artículo 12.- Procedimiento concursa/. Las concesiones de frecuencias para 

la operación y explotación de redes públicas de telecomunicaciones, serán 

otorgadas por el Poder Ejecutivo por medio del procedimiento de concurso 

público, de conformidad con la Ley de Contratación Administrativa y su 

reglamento. La SUTEL instruirá el procedimiento, previa realización de los 

137 AGUILAR PORRAS, A. TENORIO CALVO, P. Op. cit. p. 96. 
138 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 11. 
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estudios necesarios, para determinar la necesidad y factibilidad del 

otorgamiento de las concesiones, de conformidad con el Plan nacional de 

desa"ollo de las telecomunicaciones y las políticas sectoriales"139
• 

El control de la asignación de concesiones en el caso de las 

telecomunicaciones, se llevará a cabo mediante licitación pública, lo cual 

establece un mayor control y garantiza que los oferentes para prestar el servicio 

de las telecomunicaciones se comprometan a tener estándares de calidad y 

eficiencia para brindar el servicio. El cartel de licitación pública va a velar porque 

los interesados en participar tengan los requisitos necesarios para ser candidatos 

a la asignación de las frecuencias que conforman el espectro radioeléctrico. 

La LGT establece la figura de la concesión directa, la cual se define como 

aquellas que se brindaran sin necesidad de determinar un concurso público, pues 

son redes que no son de uso comercial ni público, sino privado y su concesión se 

establecerá bajo solicitud de parte: 

"Artículo 19.- Concesión directa: Cuando se trate de frecuencias requeridas 

para la operación de redes privadas y de las que no requieran asignación 

exclusiva para su óptima utilización, las concesiones serán otorgadas por el 

Poder Ejecutivo en forma directa, según el orden de recibo de la solicitud 

que presente el interesado. La SUTEL instruirá el procedimiento de 

otorgamiento de la concesión'1140
• 

Se concluye que la figura de la concesión es el medio por excelencia en el 

ámbito de la Administración Pública, para que los privados puedan utilizar medios 

y efectuar actividades que originalmente las realizaban sujetos de derecho público. 

139 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 12. 
140 /bid. Artículo 19. 

94 



En las nociones de servicio público, la concesión era conocida como el 

medio esencial para que los sujetos privados realizaran actividad asignada desde 

un principio al Estado. Se dice que "la concesión es necesaria para la explotación y 

operación de redes públicas de telecomunicaciones que utilicen espectro 

electromagnético. Su asignación competitiva obedece por ser el espectro 

radioeléctrico un recurso escaso como ya lo mencionamos y por el interés público 

en asegurar que estos servicios sean suministrados en base a criterios de calidad y 

equidad'1141
• Es, por lo tanto, la concesión un título habilitante que garantiza una 

explotación amplia de las frecuencias del espectro radioeléctrico, previo 

adjudicación mediante concurso público. 

La "autorización" es otro tipo de título habilitante el cual se define como "un 

acto que tiene doble alcance jurídico, por un lado habilitación y permisión y por 

otro lado fiscalización y control"142
• Las autorizaciones funcionarán en ciertos 

casos, como por ejemplo: 

"las redes privadas y las públicas que no requieran espectro radioeléctrico 

estarán sometidas al régimen de las autorizaciones y se otorgan a todos los 

operadores o proveedores que reúnan los requisitos estipulados en la 

correspondiente regulación 11143
• 

De conformidad con lo anterior, queda claro que la concesión queda 

determinada, exclusivamente, para asignación de frecuencias del espectro 

radioeléctrico, mientras que las autorizaciones quedarán asignadas para 

frecuencias que no requieran hacer uso del espectro radioeléctrico, por lo que se 

141 AGUIRRE, A. BOLAÑOS, H. y PÉREZ, W. Hacia una nueva teoría del servicio público en Costa Rica. 
Las actividades de interés económico con énfasis en el servicio público de telecomunicaciones y su 
respectivo análisis en el Derecho Comparado. Tesis de Graduación para optar por el grado de 

Licenciatura en Derecho. Campus Rodrigo Facio: Universidad de Costa Rica. vol. 2. 2007. p. 502. 
142 JINESTA LOBO, E. citado en AGUILAR PORRAS, A. TENORIO CALVO, P. Op. cit. p. 103. 
143 - , 

AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 503. 
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indica que "desde la perspectiva del derecho administrativo, frente a la autorización 

para la ocupación del dominio público radioeléctrico, podría defenderse que la 

concesión surge como un auténtico derecho de carácter real administrativo para el 

concesionario. Esto implica que pueda perseguirse frente a terceros y con el 

co"elativo compromiso que el concesionario adquiere con la administración, 

situación que no produce con la autorización"144
• 

La LGT hace referencia a las autorizaciones: 

"Artículo 23.- Autorizaciones. Requerirán autorización las personas físicas o 

jurídicas que: 

a) Operen y exploten redes públicas de telecomunicaciones que no requieran 

uso del espectro radioeléctrico. 

b) Presten servicios de telecomunicaciones disponibles al público por medio 

de redes públicas de telecomunicaciones que no se encuentren bajo su 

operación o explotación. El titular de la red pública que se utilice para este 

fin, deberá tener la concesión o autorización co"espondiente. 

c) Operen redes privadas de telecomunicaciones que no requieran uso del 

espectro radioeléctrico. 

La autorización será otorgada por la SUTEL previa solicitud del interesado; 

un extracto de esa solicitud deberá ser publicado en el diario oficial La 

Gaceta y en un periódico de circulación nacional. De no presentarse ninguna 

objeción en un plazo de diez días hábiles, contado desde la última 

publicación, la SUTEL deberá resolver acerca de la solicitud en un plazo 

máximo de dos meses, para ello deberá tener en consideración los principios 

de transparencia y no discriminación. En la resolución co"espondiente, la 

SUTEL fijará al solicitante las condiciones de la autorización. Mediante 

resolución razonada, la SUTEL podrá denegar la autorización solicitada 

144 AGUILAR PORRAS, A. TENORIO CALVO, P. Op. cit. p. 105. 
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cuando se determine que esta no se ajusta a los objetivos y las metas 

definidos en el Plan nacional de desa"ollo de las telecomunicaciones't145
• 

El artículo anterior, explica claramente que en el caso de las autorizaciones 

no será necesario de una licitación pública para otorgarlas. Será el ente regulador 

el encargado de brindarlas, previa solicitud de la parte interesada. La LGT, 

también menciona los plazos en los cuales operaran las autorizaciones: 

"Artículo 24.- Plazos y pró"oga: El plazo y la pró"oga de las concesiones y 

autorizaciones se regirá de la siguiente manera: 

... b) Las autorizaciones se otorgarán por un período máximo de diez años, 

prorrogable a solicitud de parte, por períodos de cinco años, hasta un 

máximo de tres prórrogas. La solicitud de prórroga deberá ser presentada 

por lo menos seis meses antes de su expiración't146
• 

Las autorizaciones van a ser, por lo tanto, títulos habilitantes, en los cuales 

la gestión de la parte interesada va a ser de suma importancia, tanto en los 

periodos de solicitud de la autorización, como en la solicitud de prórrogas y 

renovación de las autorizaciones. Se comprende, por lo tanto, que las 

autorizaciones serán aplicadas únicamente a las frecuencias que no se 

encuentren relacionadas con el espectro radioeléctrico. 

Los "permisos", por su parte son títulos habilitantes que se encuentran 

regulados en el artículo 26 de la LGT: 

"Artículo 26.- Permisos: Para el uso de las bandas de frecuencias a que se 

refieren los incisos b), c) y d) del artículo 9 de esta Ley, se requerirá un 

permiso, el cual será otorgado por el Poder Ejecutivo previa recomendación 

145 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 23. 
146 /bid. Artículo 24. 
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de la SUTEL y el cumplimiento de los requisitos que se definan 

reglamentariamente. 

La vigencia de los permisos será de cinco años, renovable por períodos 

iguales a solicitud del interesado. 

Los permisos para fines científicos o experimentales se otorgarán por una 

sola vez, por un plazo máximo de cinco años. 

Para los efectos de esta Ley, son causales de extinción, caducidad y 

revocación de los permisos, las señaladas en el artículo 25 de esta Ley, en lo 

que sean aplicables'1147
• 

Esas frecuencias que hace mención el artículo anterior, se refieren a las 

bandas de frecuencia del espectro radioeléctrico de uso no comercial, uso oficial y 

uso para seguridad y socorro, las frecuencias de uso comercial no se otorgarán 

mediante la figura de los permisos. 

Ernesto Jinesta define el permiso como: "un acto que autoriza a una 

persona- administrado-para el ejercicio de un derecho, en principio, prohibido por 

el propio ordenamiento. Es una excepción especial respecto de una prohibición 

general en beneficio de quien lo solicita. Con el permiso se tolera o permite realizar 

algo muy específico y determinado. Su naturaleza consiste en remover un 

obstáculo legal para el ejercicio de un poder preexistente"148
• 

Por otra parte, se dice que "es la SUTEL, quien recomienda al Poder 

Ejecutivo, para que este otorgue los permisos cuando el servicio a prestar sea de 

uso no comercial (excepto de ser servicios de radiocomunicación privada, los 

cuales por disposición del artículo 19 se otorgan mediante concesión directa); uso 

147 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 26. 
148 JINESTA LOBO, E. citado en AGUILAR PORRAS, A. TENORIO CALVO, P. Op. cit. p. 108. 
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oficial y de uso para seguridad, socorro y emergencia según el artículo 9, de esta 

misma ley'1149
• 

Los permisos van a ser aquellos que se otorgan con la finalidad de la 

explotación de frecuencias del espectro radioeléctrico que no son de uso 

comercial, sino que tienen un uso específico y siempre serán asignados a solicitud 

de parte. 

Son la concesión, la autorización y los permisos, figuras elementales en el 

mercado de las telecomunicaciones, para que los operadores del servicio puedan 

hacer uso de la infraestructura y los elementos propios y necesarios de las 

telecomunicaciones, como lo son las frecuencias y el espectro radioeléctrico. Cabe 

destacar que "/os procedimientos para otorgar la concesión y la autorización serán 

transparentes, objetivos y no discriminatorios'1150
, por lo que los títulos habilitantes 

se regirán siempre por el principio de legalidad enfocado por mejorar y a brindar el 

servicio público prestado por los operadores privados de telecomunicaciones. 

SECCIÓN V: BREVE REFERENCIA A LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LAS 

TELECOMUNICACIONES 

Como todo servicio público de carácter de servicio universal y acceso 

universal, las telecomunicaciones poseen una serie de principios rectores que son 

la base para desarrollar de la mejor manera su función, esos principios están 

contemplados en el artículo 3 de la Ley General de Telecomunicaciones. 

El primer principio rector es el de "universalidad", principio que tal y como se 

indicó es parte importante del servicio público. En el contexto del principio de 

149 GUADAMUZ FLORES, Alina. Op. cit. p. 63. 
150 TRAÑA PORRAS, NATIUSKA. Op. cit. p. 117. 
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universalidad en telecomunicación, es definido en la LGT como "prestación de un 

mínimo de servicios de telecomunicaciones a los habitantes de todas las zonas y 

regiones del país, sin discriminación alguna en condiciones adecuadas de calidad y 

precio'i151
, es este principio, por lo tanto, una forma de garantizar la prestación del 

servicio de forma equitativa y razonable. "La universalidad del derecho a la 

comunicación y a la información, se refiere a que todos los habitantes tienen 

derecho a disfrutar de servicios modernos de telecomunicaciones e 

información't152
• Esa universalidad debe estar garantizada por el Estado, los entes 

reguladores del tema y por supuesto, por los planes que pongan en marcha los 

servicios de telecomunicaciones, con la finalidad de que cada habitante pueda 

acceder al servicio sin que medie ninguna causal de impedimento para el disfrute 

de éste. 

Es de suma importancia tomar en cuenta que la universalidad implica no 

sólo poner a disposición de la población los elementos indispensables para 

acceder a un servicio de telecomunicaciones, tales como infraestructuras, sino 

también, elementos, tales como tarifas acorde con el servicio que se presta, lo 

anterior con el fin de que el servicio sea universal y accesible para todos los 

habitantes de un país. 

Otro de los principios rectores muy acorde con el de "universalidad" es el de 

solidaridad, que pretende que el Estado a través de las entidades encargadas 

establezca los medios necesarios para fomentar que las personas de escasos 

recursos puedan acceder a los servicios de telecomunicaciones, eliminando así la 

brecha digital. El propósito en sí de este principio, es eliminar todo tipo de barreras 

y diferencias entre los sectores con mejor situación económica y los sectores más 

vulnerables económicamente. 

151 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 3. Inciso a. 
152 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 473. 
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La LGT define al principio de solidaridad como el "establecimiento de 

mecanismos que permitan el acceso real de las personas de menores ingresos y 

grupos con necesidades sociales especiales a los servicios de telecomunicaciones, 

en condiciones adecuadas de calidad y precio, con el fin de contribuir al desarrollo 

humano de estas poblaciones vulnerables"153
. 

En el caso de Costa Rica, uno de los medios para lograr que ese principio 

de solidaridad se desarrolle a cabalidad es a través de los proyectos del 

FONATEL, los cuales se están poniendo en marcha hasta el año dos mil trece, 

con el objeto de llevar a zonas alejadas de nuestro país los medios necesarios 

para las personas que habitan en esos sectores tengan la posibilidad de tener 

acceso a una línea telefónica y a cualquier medio de comunicación que pueda 

existir. 

Es el principio de solidaridad aquel que "permitirá desarrollar y cultivar a la 

capacidad de las personas y dar continuidad a la inversión en educación que el país 

ha realizado y realizará en el futuro en definitiva fortalecerá el capital humano y las 

capacidades nacionales y permitirá al país avanzar más firmemente hacia la nueva 

era digita/'1154
• 

Cada actividad del Estado y de los operadores de telecomunicaciones ya 

sean estatales o privados, deben de contribuir con la realización de este principio 

de solidaridad con la finalidad de dar oportunidad a personas que no tienen los 

recursos necesarios para acceder al servicio de las telecomunicaciones, servicio 

que dicho sea de paso, contribuye al desarrollo de la sociedad facilitando el 

progreso de servicios tan esenciales como lo son la salud y la educación. 

El principio de "transparencia" es uno de los elementos básicos que debe 

estar presente tanto, en la función pública, como en el marco regulatorio de las 

153 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 3. Inciso b. 
154 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 477. 
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telecomunicaciones, esto por cuanto a que en el tema de telecomunicaciones se 

presentan proyectos, políticas, planes y muchos actores, por lo que se debe 

garantizar que toda gestión en este sector sea clara y no exista ningún factor que 

obstruya esa transparencia. 

Un ejemplo de la necesidad de que persista esa transparencia es el caso de 

aquellos elementos que deben estar bajo dominio y control del Estado, como 

sucede con el espectro radioeléctrico. Para que operadores de 

telecomunicaciones utilicen las frecuencias que conforman el espectro 

radioeléctrico, se debe primero participar en un concurso público, con la finalidad 

de adjudicarlas al que presente la mejor oferta. En estos concursos la 

transparencia debe de estar presente en todo momento, para así evitar algún 

favoritismo y que se presente alguna situación que beneficie a un oferente por 

razones distintas de la presentación de una buena oferta. 

La LGT define al principio de transparencia como el: 

"establecimiento de condiciones adecuadas para que los operadores, 

proveedores y demás interesados puedan participar en el proceso de 

formación de las políticas sectoriales de telecomunicaciones y la adopción 

de los acuerdos y las resoluciones que las desa"ollen y apliquen. También, 

implica poner a disposición del público en general: i) información relativa a 

los procedimientos para obtener los títulos habilitantes, ii) los acuerdos de 

acceso e interconexión, iii) los términos y las condiciones impuestas en 

todos los títulos habilitantes, que sean concedidos, iv) las obligaciones y 

demás procedimientos a los que se encuentran sometidos los operadores y 

proveedores, v) información general sobre precios y tarifas, y vi) información 

general sobre los requisitos y trámites para el acceso a los servicios de 

telecomunicaciones'1155
• 

155 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 3. Inciso d. 
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La información y la facilidad de acceder a esa información es lo que 

garantizará que la transparencia esté presente en la gestión referente al marco de 

regulación de las telecomunicaciones y, por ende, fomentará prácticas leales entre 

los operadores de las telecomunicaciones, al estar conformes de que los entes 

encargados de tratar y regular el sector que operan se rigen bajo una 

transparencia, cuya intención es la de garantizar un ambiente equilibrado entre los 

intereses de los usuarios y los operadores. 

Se dice que "es importante recalcar que este principio se establece para 

promover la competencia y en consecuencia evitar prácticas anticompetitivas"156
, 

por lo que se debe sobre entender que en materia de telecomunicaciones con la 

apertura se tiene prohibidos "cualesquiera otros actos o comportamientos de 

competencia desleal, de naturaleza análogos a los mencionados, que distorsionen 

la transparencia del mercado en perjuicio del consumidor y los competidores"157
• 

Otro principio rector es el de "neutralidad tecnología", que pretende 

estandarizar el uso de instrumentos tecnológicos para brindar el servicio, 

mencionó el Dr. Gaspar Ariño Ortiz, en la conferencia denominada "El principio de 

net neutrality y el debate en torno a la gestión de redes" en el Congreso 

Iberoamericano de regulación de las Telecomunicaciones San José 2013, que la 

neutralidad tecnológica debe de servir para que los operadores de 

telecomunicaciones grandes no dominen el mercado y dejen atrás a los 

operadores pequeños, por esa razón la importancia de este principio, que, si bien 

es cierto, no limita la escogencia de tecnologías por parte de los operadores, pero 

156 - , 
AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 477. 

157 ARIAS CORDERO, A. CHAVES RODRÍGUEZ, H. Los Derechos fundamentales contenidos en el 

marco Jurídico que regula las telecomunicaciones del País después de la promulgación del Tratado 

de Libre Comercio con Estados Unidos y sus leyes complementarias. Tesis de Graduación para optar 

por el grado de Licenciatura en Derecho. Campus Rodrigo Facio: Universidad de Costa Rica. vol l. 

2010. p. 91. 
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establece los parámetros para la escogencia de esos elementos que facilitarán la 

labor y garantizarán un mejor servicio, para así determinar una equidad entre los 

operadores. 

En la LGT, la neutralidad tecnológica es definida como la "posibilidad que 

tienen los operadores de redes y proveedores de servicios de telecomunicaciones 

para escoger las tecnologías por utilizar, siempre que estas dispongan de 

estándares comunes y garantizados, cumplan los requerimientos necesarios para 

satisfacer las metas y los objetivos de política sectorial y se garanticen, en forma 

adecuada, las condiciones de calidad y precio a que se refiere esta Ley"158
, por lo 

que la neutralidad significará igualdad de acceso desde el punto de vista, ya no de 

los usuarios sino de los operadores, mediante tecnologías acordes con lo 

establecido en la ley, sin diferencias que marque un distanciamiento y, por ende, 

que pongan en condiciones menos favorables a un operador, por lo que esta 

situación tendrá como resultado "una situación con una cadena de valor diferente 

con distintos tipos de operadores y estos compitiendo en igualdad de condiciones, 

con el consiguiente beneficio para los usuarios"159
• 

Al darse la apertura del mercado de las telecomunicaciones, es evidente 

que concurrirán muchos oferentes para brindar el servicio, por lo que el principio 

de competencia efectiva debe estar presente en la regulación del mercado de las 

telecomunicaciones. 

158 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 3. Inciso h. 
159 - , AGUIRRE, A. BOLANOS, H. y PEREZ, W. Op. cit. p. 481. 
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CAPÍTULO SEGUNDO: EL FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL DE LA 

REGULACIÓN DE LAS TELECOMUNICACIONES COMO SERVICIO PÚBLICO 

La Constitución Política es la base de todo el marco jurídico costarricense, 

en ella se incluyen derechos, obligaciones, garantías, estructura política de un 

país, en fin muchos elementos necesarios para la organización estatal. 

En 1949, con todos los cambios políticos y sociales que se presentaron en 

esos tiempos, se redacta un nuevo texto constitucional al mando de una Asamblea 

Nacional Constituyente. Se decía, que era necesario un cambio por ello "en el 

pacto Ulate-Figueres, el segundo acuerdo convocaba a elecciones para la 

escogencia de representantes a una Asamblea Constituyente que redactaría una 

nueva Constitución160
", es la Constitución Política producto de la convocatoria de 

los constituyentes la que impera, actualmente, en Costa Rica. 

Pese a que el tema de las telecomunicaciones es un tema reciente, los 

constituyentes de 1949 tomaron en consideración elementos que son sumamente 

importantes para el desarrollo de éstas. Es el artículo 121 inciso 14 de la 

Constitución Política, la base esencial de la regulación de las telecomunicaciones: 

" ... no podrán salir definitivamente del dominio del Estado: 

a) Las fuerzas que puedan obtenerse de las aguas del dominio público en el 

te"itorio nacional; 

b) Los yacimientos de carbón, las fuentes y depósitos de petróleo, y 

cualesquiera otras sustancias hidrocarburadas, así como los depósitos de 

minerales radioactivos existentes en el te"itorio nacional; 

160 DÍAZ ARIAS, David. Reforma sin alianza, discursos transformados, interés electoral, triunfo 

dudosos. 1 ed. San José. 2003. p. 43. 
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c) Los servicios inalámbricos ... 11161
• 

Esos servicios inalámbricos de los que indica la Constitución, son definidos 

como "aquel conjunto de ondas electromagnéticas que viajan en el espacio; las 

cuales portan diversas señales como la radiodifusión, radiotelefonía e inclusive las 

de la televisión'1162
, son esas ondas las que facilitan que se desarrollen y se 

brinden las telecomunicaciones como servicio. 

El constituyente al no dejar que los servicios inalámbricos salieran del 

dominio del Estado, hace que estos sean considerados como bienes de dominio 

público y cualquier actividad encaminada a su explotación por parte de sujetos 

privados debe darse en razón de un título habilitante, ya sea una concesión, 

autorización o permiso. 

La Sala Constitucional en la resolución número 3067-1995 de las trece 

horas con cuarenta y cinco minutos del trece de junio de mil novecientos noventa y 

cinco, se refiere a lo establecido en el artículo 121 de la Constitución Política: 

"En razón de lo anterior es que se concluye que no es un bien directamente 

utilizable o explotable por particulares, ya que participan de las 

características propias de los bienes demaniales: inalienabilidad, 

imprescriptibilidad, inembargabilidad, de manera que no es susceptible de 

ser objeto de propiedad privada, y su explotación está sujeta a las 

condiciones que expresamente establezca al respecto la Asamblea 

Legislativa'1163
• 

161 Constitución Política de la República de Costa Rica del 7 de noviembre de 1949. Artículo 121. 

Inciso 5. 
162 ARCE UREÑA, Ana Rebeca. El procedimiento administrativo de la concesión de frecuencias de 

radio a la Luz de la nueva Ley General de Telecomunicaciones. Tesis de Graduación para optar por 

el grado de Licenciatura en Derecho. Campus Rodrigo Facio: Universidad de Costa Rica. 2010. p. 

60. 
163 Voto 3067-1995. Sala Constitucional de las 15:45 horas del 13 de junio 1995. 
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Es decir, por mandato constitucional cualquier explotación de un bien de 

dominio público como lo son los servicios inalámbricos, no podrá ser utilizado por 

personas privadas de forma libre sin tener autorización expresa de la Asamblea 

Legislativa. Esta categoría de dominio público que le otorga la Constitución 

Política a los servicios inalámbricos resalta la importancia de estos, más en donde 

se vive, actualmente, la comunicación es parte del diario vivir. 

El espectro radioeléctrico, del cual ya se ha mencionado en la presente 

investigación es una manifestación de los servicios inalámbricos, un recurso 

escaso, el cual debe ser administrado por el Estado para que sea utilizado de 

forma eficiente. 

Es relevante mencionar el concepto de espectro radioeléctrico de la autora 

Ana Rebeca Arce Ureña, quien lo define como "un recurso natural limitado de 

interés esencial, porque el mismo pertenece a la humanidad y debe ser puesto a 

disposición de todo aquel que tenga necesidad de usarlo ... 'i164
, también, se dice 

que el espectro radioeléctrico es "un recurso cuya titularidad y gestión asumen los 

Estados. Se acepta que la distribución de frecuencias debe responder a las 

necesidades y prioridades de cada país't165
, un recurso cuya administración debe ir 

encaminada a su preservación y buen uso, con la finalidad de desarrollar las 

telecomunicaciones "así las cosas encontramos servicios de telecomunicaciones, 

que requieren uso del espectro radioeléctrico; como lo sería la telefonía móvil, 

mientras que otros no lo requieren, por ejemplo la alámbrica o los servicios de 

internet por cable't166
• 

Pero no sólo es importante para las telecomunicaciones el espectro 

radioeléctrico, sino también, el espectro electromagnético, del cual se ha hecho 

164 ARCE UREÑA, Ana Rebeca. Op. cit. p. 3. 
165 LAGUNA DE PAZ, José Carlos. Telecomunicaciones: Regulación y Mercado. 1 ed. San José. 2010. 

p. 214. 
166 DONATO LÓPEZ, Claudia. Op. cit. p. 22. 
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alusión en el presente trabajo. El espectro electromagnético es considerado, 

también, un bien de dominio público, esto se puede extraer de la resolución 3067-

1995, citada anteriormente: 

"De esta manera se tiene que es la propia norma constitucional la que 

califica de bienes de la Nación el espectro electromagnético, afectándolo a 

ciertos servicios públicos que corresponden específicamente al Instituto 

Costarricense de Electricidad y a la empresa RACSA, pero no autoriza a un 

uso público de éste, por lo cual se trata de un bien que no puede salir bajo 

ninguna circunstancia del dominio de control del Estado, razón por la cual 

tales servicios inalámbricos únicamente pueden ser explotados por 

particulares en los términos previstos en la Constitución, ya que están en 

juego bienes propios de la Nación'1167
• 

Se concluye, entonces, que tanto el espectro radioeléctrico y el espectro 

electromagnético son parte de los servicios inalámbricos tutelados a nivel 

constitucional. 

Es necesario hacer distinción en este capítulo entre los servicios 

inalámbricos y los alámbricos, estos últimos son aquellos que "evocan la idea de 

utilización de una infraestructura material de transmisión de información como lo 

pueden ser torres de transmisión y cableado de todo tipo o la infraestructura 

esencia/'1168
• Queda claro que cualquier servicio que provenga de una actividad 

que necesite de forma esencial de una infraestructura para emitir una señal, con la 

finalidad de generar un servicio de telecomunicaciones, será un servicio no 

considerado como parte del dominio público del Estado, situación que hace que su 

regulación difiera a la que está presente en los servicios inalámbricos. 

167 Voto 3067-1995. Sala Constitucional de las 15:45 horas del 13 de junio 1995. 
168 JINESTA LOBO, Ernesto. Régimen Constitucional y legal de las telecomunicaciones. Revista 

lvstitia. 275-276 (23): 4-24. Diciembre 2009. p. 11. 
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Esa distinción entre servicios inalámbricos y alámbricos que hace la 

Constitución Política, ha sido motivo de discusión en la Sala Constitucional, es en 

la resolución número 11940-2005 del 2 de septiembre de 2005, en que se indica 

que "En virtud de lo establecido en la norma constitucional, cualquier segmento 

inalámbrico del servicio que se preste debe, necesariamente, discurrir, por el 

sistema público de las telecomunicaciones o particular que cuente con una 

concesión legislativa. Bajo esta inteligencia, las porciones de telecomunicaciones 

realizadas vía alámbrica pueden transitar por los sistemas enteramente privados sin 

que se infrinja el Derecho de la Constitución"169
• 

La Procuraduría General de la República en su Dictamen número C-261-

2003 del 3 de septiembre de 2003, también hace una distinción entre los servicios 

alámbricos y inalámbricos, partiendo de la base que estos últimos por mandato 

Constitucional deben estar resguardados por algún poder de la República, 

"Vemos pues, que la Constitución le dispensa una protección especial a los 

servicios inalámbricos, estableciendo de modo expreso que los mismos no pueden 

salir definitivamente del domino del Estado. No obstante, la misma Constitución 

permite su explotación por parte de la Administración Pública o por particulares, de 

acuerdo con la ley o mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado't170
• 

Esa característica de dominio público hace que los servicios inalámbricos 

sean considerados bienes cuya protección y debida administración sea obligatoria, 

ya bien, se ha mencionado por parte de la Procuraduría General de la República 

en el Dictamen C-031-1990 del cinco de marzo de mil novecientos noventa, ese 

carácter especial que se le otorga a esos servicios: 

"Para el caso de los servicios inalámbricos es claro que el bien de dominio 

público que es objeto de explotación a través de tales servicios es el 

169 Voto 11940-2005. Sala Constitucional de las 9:03 horas del 2 de septiembre de 2005. 
170 Dictamen número C-261-2003 del 3 de septiembre de 2003. Procuraduría General de La 

República. 

109 



conjunto de fuerzas físicas llamadas «ondas electromagnéticas» que se 

difunden en el espacio. Estas ondas pueden servir para portar señales tanto 

auditivas (radio-difusión y radiotelefonía) como visuales (televisión). Los 

servicios inalámbricos son los servicios de comunicación auditiva o visual 

por medio de ondas electromagnéticas. Cabe decir que lo que es del dominio 

público del Estado es el sistema de ondas electromagnéticas, explotable 

mediante servicios inalámbrico o de telecomunicaciones, prestables bien 

directamente por el Estado u otros sujetos, públicos o privados ... " 171
• 

En vista de lo anterior, se parte del hecho que los servicios inalámbricos 

son los únicos que para la Constitución Política de Costa Rica deben estar 

siempre bajo el dominio del Estado. Queda claro lo anterior en la sentencia 5386 

de las dieciséis horas del veintiséis de octubre de mil novecientos noventa y tres, 

emitida por la Honorable Sala Constitucional, en la que indica que "En efecto, solo 

si media ley o concesión especial pueden los particulares explotar servicios 

inalámbricos'i172
• 

Siguiendo bajo la línea del artículo 121 de la Constitución Política, se debe 

hacer mención a una ley que inicialmente reforzaba lo dispuesto por el mandato 

constitucional antes de que entraran a regir las leyes de implementación con 

motivo de la ratificación del Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, 

Centroamérica y República Dominicana y es el caso de la Ley de Radio, aún 

vigente en nuestro país; no obstante, su estructura principal fue derogada por la 

Ley General de Telecomunicaciones. Es en dos artículos, en los cuales se sigue la 

línea seguida por los constituyentes: 

"Articulo 1.- Los servicios inalámbricos no podrán salir definitivamente del 

dominio del Estado y solamente podrán ser explotados por la Administración 

171 Dictamen número C-031-1990 del 5 de marzo de 1990. Procuraduría General de La República. 
172 Voto 5386-1996. Sala Constitucional de las 16:00 horas del 26 de octubre de 1996. 
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Pública o por los particulares, de acuerdo con la presente ley, salvo los 

casos de concesiones especiales't173
• 

"Artículo 3.- El establecimiento, manejo y explotación de empresas de 

servicios inalámbricos, sólo podrá permitirse a ciudadanos costarricenses, o 

a compañías cuyo capital en su mayor parte sea suscrito y pagado por 

costa"icenses y en todo caso bajo la supervigilancia y control del 

Estado't174
• 

Con vista en los artículos anteriores, se parte del hecho de que toda 

normativa relacionada con telecomunicaciones anterior a la aprobación del TLC, 

estaba dirigida a mantener dentro del Estado un completo dominio de los servicios 

inalámbricos, preferiblemente en manos de instituciones estatales, sea el caso del 

ICE y RACSA. 

En la Opinión Jurídica número 137-1999 con fecha del diecinueve de 

noviembre de mil novecientos noventa y nueve emitida por la Procuradora Magda 

Inés Rojas Chaves, se hace mención a varios criterios de la Sala Constitucional 

que concluyen en lo siguiente: "es la propia norma constitucional la que califica de 

bienes de la Nación el espectro electromagnético, afectándolo a ciertos servicios 

públicos que co"esponden específicamente al Instituto Costa"icense de 

Electricidad y a la empresa RACSA pero no autoriza a un uso público de éste, por lo 

cual se trata de un bien que no puede salir bajo ninguna circunstancia del dominio 

del control del Estado, razón por la que tales servicios inalámbricos únicamente 

pueden ser explotados por particulares en los términos previstos por la 

Constitución, ya que están en juego bienes propios de la Nación't175
• 

173 Ley 1758 del 19 de junio de 1954 (versión original). Artículo 1. 
174 /bid. Artículo 3. 
175 Opinión Jurídica número 137-1999 del 19 de noviembre de 1999. Procuraduría General de la 

República. 
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Con base en el extracto anterior de la Opinión Jurídica de la Procuraduría 

General de la República, es que se puede concluir, que anterior a la apertura en 

Costa Rica los servicios inalámbricos eran utilizados, principalmente, por el 

operador estatal, sea el ICE, por ende, al ser una institución estatal la única en 

explotar esas frecuencias el Estado tenía un control directo sobre dicho bien de 

dominio público. Con la apertura del mercado de telecomunicaciones, eso cambia 

completamente, claro se debe tener presente que siempre se sigue bajo el 

parámetro dado por el mandato constitucional que los servicios inalámbricos y sus 

manifestaciones serán siempre dominio del Estado, no obstante, se amplía los 

operadores y las formas de como los particulares puedan acceder a las 

frecuencias de transmisión para brindar el servicio de telecomunicaciones y no 

será solo el ICE el único que ofrecerá el servicio de las telecomunicaciones 

(telefonía celular, Internet y otros), sino también, operadores extranjeros que 

vienen a participar del mercado en Costa Rica. 

Es mediante los títulos habilitantes, que se otorgarán los permisos, 

concesiones y autorizaciones para hacer uso de las frecuencias que contribuirán 

al desarrollo de las telecomunicaciones. 

Con la reforma que se instaura con motivo de la apertura en el mercado de 

las telecomunicaciones, la planificación, asignación, administración y uso de las 

frecuencias le da un papel mayor al Poder Ejecutivo. Lo anterior, en virtud que es 

este Poder el que se encarga de realizar el plan nacional de frecuencias, un plan 

que pretende asignar de forma eficiente esas frecuencias necesarias para generar 

el servicio universal de las telecomunicaciones. 

Curiosamente, la Ley General de Telecomunicaciones creada por la 

Asamblea Legislativa, le atribuye al Poder Ejecutivo la función de establecer la 

forma de utilización del espectro radioeléctrico y sus frecuencias a los operadores 

de telecomunicaciones, así lo establece el artículo 1 O de la LGT: 
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"Co"esponde al Poder Ejecutivo dictar el Plan nacional de atribución de 

frecuencias. En dicho Plan se designarán los usos específicos que se 

atribuyen a cada una de las bandas del espectro radioeléctrico, para ello se 

tomarán en consideración las recomendaciones de la Unión Internacional de 

Telecomunicaciones (UIT) y de la Comisión lnteramericana de 

Telecomunicaciones (Cite/). Además, se definirán los casos en que las 

frecuencias no requieren asignación exclusiva, para lo cual se tomarán en 

consideración los siguientes criterios: disponibilidad de la frecuencia, 

tiempo de utilización, potencia de los equipos, tecnología aplicable, ancho de 

banda, modulación de la portadora de frecuencia y zona geográfica. 

El Poder Ejecutivo podrá modificar el Plan nacional de atribución de 

frecuencias por razones de conveniencia y oportunidad. 

El Poder Ejecutivo asignará, reasignará o rescatará las frecuencias del 

espectro radioeléctrico, de acuerdo con lo establecido en el Plan nacional de 

atribución de frecuencias, de manera objetiva, oportuna, transparente y no 

discriminatoria, de conformidad con la Constitución Política y lo dispuesto 

en esta Ley. 

A la SUTEL le co"esponderá la comprobación técnica de las emisiones 

radioeléctricas, así como la inspección, detección, identificación y 

eliminación de las interferencias perjudiciales'1176
• 

De alguna u otra forma, el legislador respetando el mandato constitucional 

del artículo 121, establece que el Poder Ejecutivo como representante del Estado 

será el responsable de asignar, reasignar y rescatar las frecuencias del espectro, 

esto con la finalidad de resguardar un bien de dominio público, considerado de 

suma importancia por los constituyentes. Es en el dictamen número C-003-2013 

con fecha del 15 de enero de 2013, que se ratifican los cambios en cuanto a la 

176 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 10. 
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asignación de frecuencias mediante títulos habilitantes con la creación de la Ley 

General de Telecomunicaciones: 

" ... conforme con lo dispuesto por el artículo 121, inciso 14, de la 

Constitución y 7 de la Ley General de Telecomunicaciones, el uso y 

explotación de las frecuencias del espectro radioeléctrico deben ser 

otorgados por el Poder Ejecutivo mediante alguna de las figuras establecidas 

tanto por la Ley de Telecomunicaciones como en los reglamentos. La Ley 

8642 dispone que el otorgamiento del título habilitante requiere de un criterio 

técnico emitido por la SUTEL, que puede ser adoptado o rechazado total o 

parcialmente por el Poder Ejecutivo. Se concluye que el otorgamiento por 

parte del Poder Ejecutivo de permisos o concesiones para el uso y 

explotación del espectro radioeléctrico se debe ajustar para todos los 

efectos a las disposiciones contenidas en la Ley General de 

Telecomunicaciones, en las condiciones y procedimientos señalados en el 

capítulo 111 de la Ley y los reglamentos respectivos"177
• 

Se concluye en este capítulo en el que se hace mención al fundamento 

constitucional de la regulación de las telecomunicaciones, que los servicios 

inalámbricos forman parte del dominio público de la Nación, que no podrán salir 

del dominio total del Estado y que siempre existirá un control de su utilización con 

la finalidad de que se le dé un buen uso a las bandas de frecuencia. 

A nivel normativo, las leyes de implementación trajeron consigo cambios 

estructurales, no obstante, siguen respetando el parámetro constitucional del 

artículo 121 constitucional, en el cual los servicios inalámbricos no deben salir del 

Estado. Los cambios de estas leyes radican en competencias y atribuciones de 

control que se le asignan a la SUTEL y al Poder Ejecutivo, esto con la finalidad de 

que velen por los bienes del Estado relacionados con las telecomunicaciones. 

177 Dictamen número C-003-2013 del 15 de enero de 2013. Procuraduría General de La República. 
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CAPÍTULO TERCERO: LA REGULACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO EN EL 

MERCADO DE LAS TELECOMUNICACIONES Y SU PANORAMA ACTUAL A 

NIVEL NORMATIVO Y ADMINISTRATIVO 

A partir del año 2008 con la ratificación del TLC y con la implementación de 

nuevas leyes, se presentan cambios a nivel normativo e institucional en la 

regulación de las telecomunicaciones. En este capítulo se hará una breve 

referencia a la sección del TLC que promueve la apertura del mercado de las 

telecomunicaciones en Costa Rica, sobre la Ley General de Telecomunicaciones 

(Ley 8642) y sobre la Ley del Fortalecimiento y Modernización de las entidades 

públicas en el sector de las telecomunicaciones (Ley 8660) y posteriormente, se 

realizará mención a la SUTEL como ente regulador de las telecomunicaciones, su 

estructura y función. 

SECCIÓN 1: SOBRE EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO CON ESTADOS 

UNIDOS, CENTROAMÉRICA Y REPÚBLICA DOMINICANA 

Los tratados de libre comercio son una forma de fomentar el comercio y las 

relaciones diplomáticas entre los países. Los cambios económicos en el mundo y 

la necesidad de desarrollo generan la posibilidad para que gobernantes suscriban 

tratados de libre comercio que impulsen el desarrollo y buenas relaciones 

comerciales de los empresarios de cada país. La Convención de Viena sobre el 

Derecho de los Tratados, en su artículo 2 inciso a) define a los tratados 

internacionales como: 

115 



"Un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por 

el derecho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos más 

instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación particular'1178
• 

Para complementar la definición anterior, se tomará un extracto del 

preámbulo de Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y 

República Dominicana, en el cual se indica que en tratado de libre comercio es: 

"Es un instrumento comercial que permite potenciar a nuestro desa"ollo 

económico y social, aprovechando las oportunidades y ventajas que nos 

brinda el intercambio comercial de bienes y servicios; proceso éste que 

demás está decir, requiere no solo de una sólida estrategia comercial, sino 

también de una coherente articulación de políticas internas que hagan de 

este instrumento una oportunidad de desarrollo"179
• 

De conformidad con lo anterior, se puede visualizar que en estos tiempos 

de globalización económica, la idea de tratado de libre de comercio enuncia por sí 

misma desarrollo, no obstante, en la práctica muchas veces ese desarrollo no 

siempre se da. Lo anterior, es parte de las políticas y leyes de implementación que 

cada país debe poner en práctica una vez que se aprueba y se ratifica un tratado 

de libre comercio. 

Costa Rica ha firmado muchos tratados con varios países alrededor del 

mundo, pero el Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y 

República Dominicana (en adelante TLC), en Costa Rica tuvo un gran impacto en 

la sociedad costarricense, esto en virtud de que no todos estaban de acuerdo con 

la firma y ratificación de este tratado, dado a que se consideraba que se cedían 

muchos intereses de pequeños productores, entre otras cosas. Los que estaban a 

178 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Artículo 2. 
179 Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 

Preámbulo Agenda de Desarrollo. 
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favor de la firma se basaban en la necesidad de ubicarse en "el contexto de 

desarrollo en el que se encuentra nuestro país, articula una importante inte"elación 

de procesos que integran aspectos políticos, económicos, sociales, ambientales, 

entre otros. Cada uno de ellos, se traducen en políticas que definen mecanismos e 

instrumentos que permiten en sentido de proceso alcanzar los objetivos y las metas 

sobre las cuales es posible lograr el principal objetivo: el bienestar del mayor 

número en una sociedad'"ªº, mientras la otra parte de la población consideraba 

que el TLC no era beneficio para nuestro país. Tanta conmoción se generó que 

fue necesario hacer uso del mecanismo del referéndum, esto con la finalidad de 

decidir si se ratificaba o no el TLC. 

Fue el 7 de octubre de 2007 que la mayoría del pueblo acudió a los centros 

de votación para decidir el futuro del tratado, resultando favorable el Sí a dicha 

negociación. Tomada la decisión, se da la ratificación del TLC en la Asamblea 

Legislativa y la discusión de la Agenda de implementación para la entrada en 

vigencia del tratado de libre comercio. En dicho tratado, se incluían muchos 

asuntos referentes al sector económico, comercial y de telecomunicaciones. 

EL CAPÍTULO DÉCIMO TERCERO DEL TLC: TELECOMUNICACIONES: 

Las telecomunicaciones, en el caso de Costa Rica y anterior a la entrada en 

vigencia del TLC, se encontraban reservadas a una institución estatal como lo es 

el ICE y sus empresas; no obstante, este TLC viene a fomentar la apertura de 

mercado buscando una libre competencia entre empresas operadoras en tres 

servicios, telefonía celular, Internet y redes privadas. Por lo que lo anterior implicó, 

cambiar la estructura del mercado de las telecomunicaciones y también 

180 Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 
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comprometiéndose Costa Rica a implementar políticas para garantizar una 

apertura de dicho sector. 

Es, en el capítulo décimo tercero del TLC, que se establecen las políticas 

base sobre las cuales debe regirse el sector de telecomunicaciones. Dicho 

capítulo destaca uno de los motivos para que se diera la apertura del mercado, el 

cual es "mantener y mejorar el acceso universal y solidario a los servicios de 

telecomunicaciones por parte todos los costarricenses, independientemente de la 

zona o comunidad en la que habiten'1181
• 

Este capítulo contiene diecisiete artículos y cuatro anexos los cuales se 

refieren inicialmente a las especificaciones básicas para la apertura del mercado 

de las telecomunicaciones en Costa Rica, a nivel general desde el inicio se 

garantiza que las empresas de telecomunicaciones que se establezcan en Costa 

Rica tengan igualdad de condiciones para acceder en las frecuencias y así brindar 

el servicio de telecomunicaciones como lo hace el operador estatal. 

A continuación, se realizará una síntesis del articulado más importante, 

presente en el capítulo décimo tercero del TLC: 

El artículo 13.1, hace una referencia al ámbito y cobertura del servicio de 

telecomunicaciones, en cuanto a los nuevos operadores de telecomunicaciones. 

El Estado parte, debe garantizar que el operador de telecomunicaciones 

dominante, en el caso de Costa Rica el ICE, no obstruya el acceso a los nuevos 

operadores a las redes y bandas de frecuencia para poder brindar el servicio. 

En relación con el artículo 13.2, el acceso al servicio público de las 

telecomunicaciones, se indican las medidas que los Estados parte deben tomar 

para que el servicio de telecomunicaciones sea desarrollado sin ningún 

inconveniente por los operadores extranjeros. Las actividades técnicas de 

181 Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 
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conexión, interconexión y cualquier otro procedimiento necesario para que los 

operadores puedan realizar su actividad deben ser reglamentadas y no deben ser 

obstruidas por ningún operador del servicio ni por el propio Estado parte. La 

obtención de infraestructura para que la actividad de telecomunicaciones se 

presente es de suma importancia, por lo que otra de las obligaciones contenidas 

en el TLC para los Estados parte, es que deben establecer medios para facilitar 

compra y arrendamientos de dicha infraestructura. 

Con respecto de las obligaciones establecidas en el artículo 13.3 para los 

proveedores de telecomunicaciones, se debe rescatar la garantía de interconexión 

que debe dar cada Estado parte a cada proveedor en el territorio y será el ente 

regulador de las telecomunicaciones, en el caso de Costa Rica SUTEL, el 

encargado de velar porque se permita esa interconexión. Otro tema importante por 

tratar es el caso de la portabilidad numérica, el cual cada Estado parte debe 

garantizar que se presente desde condiciones de razonabilidad. Algo para 

destacar que contiene dicho artículo es que no se les obliga a todos los países 

parte del tratado a cumplir con dicho requisito, dado a que República Dominicana, 

El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, pueden analizar la factibilidad de 

brindar o no la portabilidad numérica por razones económicas, por lo que se 

sobreentiende que Costa Rica sí debe cumplir con dicho requisito, situación que 

en la actualidad no se había presentado. 

La apertura de las telecomunicaciones supone un mercado libre amparado 

bajo la competencia limpia, eliminando así las prácticas monopolísticas, por lo que 

cualquier situación que afecte el mercado competitivo deberá ser sancionado, tal y 

como lo dispone el artículo 13.4 del TLC. Lo ideal es que a todos los operadores 

se les dé un trato en igualdad de condiciones, para así evitar que se den 

diferencias y se afecte la libre competencia. 
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Siguiendo con el tema del acceso de la infraestructura por parte de los 

nuevos operadores, el artículo 13.5 se refiere a los lineamientos al acceso de los 

cables submarinos que colaboran para un transporte de frecuencias más eficiente, 

en el cual se indica que el Estado parte debe velar porque los operadores que 

estén capacitados y autorizados para hacer uso de los cables submarinos puedan 

realizarlos. 

La SUTEL nace como el órgano regulador especializado en las 

telecomunicaciones en Costa Rica, y es en el artículo 13. 7 en donde se establece 

esa condición. En el caso de Costa Rica, la creación de la SUTEL empieza de 

cero, dado que la ARESEP se encargaba de regular el área de las 

telecomunicaciones al existir un único operador, no obstante, el tratado determina 

como mandato crear un órgano regulador exclusivo en la materia, cuyos 

lineamientos y parámetros sean dirigidos a la imparcialidad para que la apertura 

del mercado de telecomunicaciones se desarrolle de forma eficiente. Se prohíbe 

en el citado numeral, cualquier situación que suscite algún beneficio para uno u 

otro operador, pues la transparencia e imparcialidad debe estar presente en la 

labor del regulador. 

El acceso universal es un principio presente en el TLC, como ya se ha 

indicado, las telecomunicaciones pasan de ser un servicio público a ser un servicio 

de acceso universal deseable para toda la población, por lo que el artículo 13.8 

indica que "Cada Parte administrará cualquier obligación de servicio universal que 

mantenga de una manera transparente, no discriminatoria, y competitivamente 

neutral, y garantizará que la obligación de servicio universal no sea más gravosa de 

lo necesario para el tipo de servicio universal que se ha definido"182
, por lo que 

cada Estado parte debe poner en marcha los elementos necesarios para que el 

servicio universal sea aplicable en su totalidad, en el caso de Costa Rica el plan 

182 Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 

Artículo 13.8. 
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nacional de desarrollo de telecomunicaciones y el FONATEL son proyectos que 

contribuyen a que se presente ese servicio universal en el sector de 

telecomunicaciones en el país. 

El espectro radioeléctrico y sus frecuencias, siempre serán asignadas 

mediante los procedimientos de cada país, en el caso de Costa Rica mediante 

concurso público. Cada Estado parte debe indicar y brindar toda la información 

necesaria a los operadores externos para que puedan participar en los 

procedimientos de asignación de los títulos habilitantes para operar las 

frecuencias necesarias para proporcionar el servicio de telecomunicaciones. Lo 

anterior, está contenido en los artículos 13.9 y 13.1 O del tratado. 

El artículo 13.11, le da la posibilidad al ente regulador del Estado parte de 

poner en práctica los lineamientos, sanciones y procedimientos necesarios para 

sancionar a los operadores de telecomunicaciones cuando estos incurran en algún 

tipo de falta tipificada en la normativa de cada país. A su vez, cada ente regulador 

y cada normativa de telecomunicaciones de los Estados parte debe establecer las 

soluciones de conflictos que se presenten con motivo de la actividad de los 

proveedores, esto lo determina el artículo 13.12, y también se da la posibilidad de 

que cada "Cada Parte garantizará que cualquier empresa que es agraviada o cuyos 

intereses sean afectados adversamente por una determinación o decisión de un 

organismo regulatorio de telecomunicaciones de la Parte pueda obtener la revisión 

judicial de dicha determinación o decisión por parte de una autoridad judicial 

independiente"183
• De conformidad con el artículo anterior, se comprende que el 

TLC deja un parámetro importante en cuanto a la resolución de cualquier conflicto 

que se pueda presentar. 

183 Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 

Artículo 13.12. 
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El principio de transparencia está contemplado en el artículo 13.13 y es una 

garantía para los operadores extranjeros, cada nota, circular, comunicación, 

concurso público, cualquier nota referente a la normativa y al desarrollo de las 

telecomunicaciones en sí, debe ser muy clara para que todos los actores de sector 

puedan comprenderlo y el ente regulador debe garantizar que siempre esa 

transparencia esté presente. 

Se establece en el artículo 13.14 del tratado la posibilidad de elección de 

tecnologías para desarrollar el servicio de telecomunicaciones, no obstante, se 

deben respetar parámetros en los cuales esas tecnologías no menoscaben la 

calidad y eficiencia del servicio. Se recomienda que todos los operadores 

participen en el mercado con tecnologías similares, para que no se den diferencias 

en la dinámica de la competencia por brindar el servicio. 

El artículo 13.15 le da la posibilidad al organismo regulador de abstenerse a 

aplicar cierta normativa: 

"Artículo 13.15: Abstención: Las Partes reconocen la importancia de confiar 

en las fuerzas del mercado para alcanzar variadas alternativas en el 

suministro de servicios de telecomunicaciones. Para este fin, cada Parte 

podrá abstenerse de aplicar una regulación a un servicio que la Parte 

clasifica como un servicio público de telecomunicaciones, si su organismo 

regulatorio de telecomunicaciones determina que: 

(a) El cumplimiento de dicha regulación no es necesario para impedir 

prácticas injustificadas o discriminatorias; 

(b) El cumplimiento de dicha regulación no es necesario para la protección 

de los consumidores; y 
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(c) La abstención es compatible con los intereses públicos, incluyendo la 

promoción e incremento de la competencia entre los proveedores de 

servicios públicos de telecomunicaciones'i184
• 

Básicamente, el artículo anterior da la potestad al ente regulador a no hacer 

uso de cierta normativa que no tenga relevancia en el tema de 

telecomunicaciones, pero que por mandato obligatorio de cada país se obligue a 

aplicarla. 

Los artículos 13.16 y 13.17 se refieren a las compatibilidades con otros 

capítulos del tratado y a definiciones para comprender los términos técnicos del 

tratado en sí en materia de telecomunicaciones respectivamente. Estos artículos 

dan las pautas y lineamientos para todos los Estados parte a nivel general, 

desarrollen un sector de telecomunicaciones basados en la libre competencia. 

El anexo trece, el cual se encuentra ubicado, precisamente, en el capítulo 

trece de la Ley 8622, es aplicable a Costa Rica directamente. En su preámbulo, se 

indica la necesidad de crecer y mejorar el servicio de telecomunicaciones y, a su 

vez, se recalca la necesidad de fortalecer al ICE y sus empresas como operador 

predominante de las telecomunicaciones en Costa Rica, poniendo en operador un 

marco de modernización de dicha institución, marco normativo que se ve reflejado 

en la Ley 8660 que se encuentra vigente actualmente. 

También se indica cuáles son los servicios que se dan a la apertura, entre 

los cuales están la Internet, servicios de redes privadas, servicios inalámbricos 

móviles, quedando por fuera la telefonía fija la cual sigue siendo operada 

únicamente por el ICE. 

184 Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 
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El tratado establece principios básicos, los cuales se retoman, 

posteriormente, en las leyes de implementación, principios tan importantes como 

servicio universal, competencia, asignación de recursos escasos sea el caso del 

espectro, son parte del parámetro que debe seguirse para que se cumplan con los 

objetivos de la apertura de las telecomunicaciones en el país. 

Como se indicó desde el inicio, un tratado de libre comercio lo que intenta 

es mejorar el desarrollo de las economías de los países, mejorar las relaciones 

comerciales y fomentar el desarrollo. Idealmente, con la firma de este tratado lo 

que se pretendió era modernizar el sector de las telecomunicaciones de nuestro 

país, modificar la estructura que estaba operando en su momento con el 

monopolio del ICE y establecer un nuevo marco normativo, esto por cuanto los 

beneficios iban a ser muchos para los usuarios y para la economía del país, según 

se decía, no obstante, siete años después de todos estos cambios se deben 

analizar los pros y los contras de esta apertura y verificar si las prácticas 

implementadas por las autoridades correspondientes para la regulación del 

mercado han sido las mejores. 

SECCIÓN 11: SOBRE LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES 

La Ley 8642, denominada Ley General de Telecomunicaciones, viene a ser 

la ley marco del desarrollo del sector de telecomunicaciones posterior a la entrada 

del TLC a nuestro país. Es una ley que introduce grandes cambios a nivel 

estructural y normativo. Viene a reformar la Ley 7593 de la Autoridad Reguladora 

de los Servicios Públicos, ley que anterior a la reforma con motivo de la apertura, 

regulaba, también, el sector de telecomunicaciones. En la presente sección se 

hará una síntesis general sobre la LGT, dada a su importancia en el sector que se 

desenvuelve. 
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A) OBJETIVO, PRINCIPIOS RECTORES Y CONCEPTOS RELEVANTES 

QUE CONTIENE LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES 

Al hablar de la LGT, se debe partir inicialmente del objetivo de la Ley 

General de Telecomunicaciones, el cual es principalmente regular el sector de las 

telecomunicaciones, con motivo a la entrada de nuevos operadores al mercado y 

fomentar un equilibrio entre operadores, usuarios y el ente regulador para 

satisfacer las necesidades de todos. Ya se ha hecho mención en esta 

investigación que, en la actualidad, las telecomunicaciones han sido centro de 

atención del Estado, en virtud de todos los cambios que se han presentado en 

dicho sector, entre ellos al pasar de ser catalogadas ya no como servicio público, 

sino como un servicio universal deseable por las personas. A las 

telecomunicaciones como servicio universal en la LGT se les da especial 

relevancia dado a que entre sus objetivos establecidos en el artículo 2, se 

menciona la necesidad de garantizar el acceso de las telecomunicaciones a todos 

los habitantes, en ese mismo artículo se otras pautas cuya normativa inserta en 

dicha ley deben contribuir a que se cumplan, dichos determina objetivos son los 

siguientes: 

"ARTÍCULO 2.- Objetivos de esta Ley. 

Son objetivos de esta Ley: 

a) Garantizar el derecho de los habitantes a obtener servicios de 

telecomunicaciones, en los términos establecidos en esta Ley. 

b) Asegurar la aplicación de los principios de universalidad y solidaridad del 

servicio de telecomunicaciones. 

c) Fortalecer los mecanismos de universalidad y solidaridad de las 

telecomunicaciones, garantizando el acceso a los habitantes que lo 

requieran. 
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d) Proteger los derechos de los usuarios de los servicios de 

telecomunicaciones, asegurando eficiencia, igualdad, continuidad, calidad, 

mayor y mejor cobertura, mayor y mejor información, más y mejores 

alternativas en la prestación de los servicios, así como garantizar la 

privacidad y confidencialidad en las comunicaciones, de acuerdo con 

nuestra Constitución Política. 

e) Promover la competencia efectiva en el mercado de las 

telecomunicaciones, como mecanismo para aumentar la disponibilidad de 

servicios, mejorar su calidad y asegurar precios asequibles. 

f) Promover el desarrollo y uso de los servicios de telecomunicaciones 

dentro del marco de la sociedad de la información y el conocimiento y como 

apoyo a sectores como salud, seguridad ciudadana, educación, cultura, 

comercio y gobierno electrónico. 

g) Asegurar la eficiente y efectiva asignación, uso, explotación, 

administración y control del espectro radioeléctrico y demás recursos 

escasos. 

h) Incentivar la inversión en el sector de las telecomunicaciones, mediante 

un marco jurídico que contenga mecanismos que garanticen los principios 

de transparencia, no discriminación, equidad, seguridad jurídica y que no 

fomente el establecimiento de tributos. 

i) Procurar que el país obtenga los máximos beneficios del progreso 

tecnológico y de la convergencia. 

j) Lograr índices de desarrollo de telecomunicaciones similares a los países 

desa"ollados't185
• 

Los objetivos contenidos en el artículo que se citó anteriormente, se 

resumen en esa necesidad de aplicar mecanismos de distribución y de asignación 

185 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 2. 
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de recursos en el sector de telecomunicaciones que contribuyan con un mejor 

desarrollo en el cual las personas puedan acceder al servicio de forma universal. 

La Ley General de Telecomunicaciones para poder cumplir los objetivos 

propuestos en el artículo 2, tiene una serie de principios rectores que se 

establecen en el artículo 4, principios que son considerados como el marco rector 

de las telecomunicaciones. 

Se pueden destacar varios principios, entre los cuales están el de 

"competencia efectiva" entre los operadores de telecomunicaciones, la 

"transparencia" a la hora de aplicar las políticas y planes de distribución y 

asignación de las frecuencias del espectro, la "solidaridad" que garantiza que 

existan planes destinados a que personas de escasos recursos puedan acceder a 

un servicio de telecomunicaciones, la "no discriminación" entre operadores en 

donde todos en igualdad de condiciones pueden participar de los concursos para 

ejecutar proyectos y para ser favorecidos con la asignación de frecuencias del 

espectro y no se puede dejar de lado el más importante de todos, la 

"universalidad" que garantiza un servicio deseable accesible a todos. 

Para que la LGT cumpla sus fines para los cuales fue creada, se le toma 

como una ley de orden público, cuyo acatamiento es obligatorio. Es una ley 

completa, en el sentido de que abarca muchos aspectos, complementa y reforma 

leyes que estuvieron vigentes durante muchos años, como por ejemplo, la Ley de 

Radio y Televisión, cuyas modificaciones con motivo de la implementación de la 

Ley 8642 son considerables, dado a que la mayoría de sus artículos fueron 

derogados. 

Esta ley contempla un lenguaje técnico del ámbito de las 

telecomunicaciones, no obstante, se encarga de definir conceptos esenciales para 

comprender el texto normativo como tal. 
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También se encuentran en la LGT otros conceptos como el acceso 

universal, ya determinado, además, se tiene el concepto de "agenda digital", el 

cual es definido en el artículo 6 inciso 3 como un "conjunto de acciones a corto, 

mediano y largo plazo tendientes a acelerar el desa"ollo humano del país, mediante 

el acceso, uso y aprovechamiento de las Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones (TICs)'1186
, es decir, la agenda digital va a consistir en todos 

aquellos proyectos que fomenten un desarrollo progresivo y equitativo de las 

telecomunicaciones en el país en su totalidad, tanto en zonas alejadas como en 

las zonas urbanas. 

Ligado al concepto de Agenda Digital, está también el de "brecha digital", el 

cual se define por la misma ley como "acceso diferenciado entre países, sectores y 

personas a las TICs, así como las diferencias en la habilidad para utilizar tales 

he"amientas, en el uso actual que les dan y en el impacto que tienen sobre el 

desarrollo humano'1187
• 

La relación de los dos conceptos anteriores, radica en que el primero está 

destinado a luchar en contra del efecto del segundo, es decir, la agenda digital 

pretende disminuir esa brecha digital que, usualmente, se presenta entre países e 

incluso entre poblaciones de un mismo país, como sucede en Costa Rica que no 

es la excepción de esa situación. 

Los grupos económicos en el tema de las telecomunicaciones, también 

tienen, gran relevancia por la LGT y son definidos como: "agrupación de 

sociedades que se manifiesta mediante una unidad de decisión, es decir, la reunión 

de todos los elementos de mando o dirección empresarial por medio de un centro 

de operaciones, y se exterioriza mediante dos movimientos básicos: el criterio de 

unidad de dirección, ya sea por subordinación o por colaboración entre empresas, 

o el criterio de dependencia económica de las sociedades que se agrupan, sin 

186 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 6. Inciso 3. 
187 /bid. Artículo 6. Inciso 6. 
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importar que la personalidad jurídica de las sociedades se vea afectada, o que su 

patrimonio sea objeto de transferencia'1188
• Con la apertura de las 

telecomunicaciones, grupos económicos han salido a la luz y con ello sus 

intereses, la más clara representación de grupos económicos es la de los 

operadores y en contraposición la de los usuarios. Tanto los usuarios lucharán 

para recibir un mejor servicio a un menor precio y los operadores tratarán de 

obtener un mayor lucro sin tener muchos costos. 

En cuanto a los operadores y proveedores en el contexto de grupos 

económicos, la LGT los define como "operadores o proveedores que tienen la 

capacidad de afectar materialmente, teniendo en consideración los precios y la 

oferta, los términos de participación en los mercados relevantes, como resultado de 

controlar las instalaciones esenciales o hacer uso de su posición en el mercado"189
• 

La LGT, también, define otros conceptos, como lo es el de interconexión, un 

concepto más relacionado con la función que deben de realizar los operadores de 

telecomunicaciones para realizar el servicio deseado por los usuarios y se define 

como "conexión física o lógica de redes públicas de telecomunicaciones utilizadas 

por un mismo operador o proveedor u otros distintos, de manera que sus usuarios 

puedan comunicarse con los usuarios de otros o sus propios usuarios, o acceder a 

los servicios prestados por otros operadores o proveedores'1190
• 

Relacionado con la interconexión, se tiene el concepto de instalación 

esencial, éste consiste en "instalaciones de una red o un servicio de 

telecomunicaciones disponible al público que son exclusiva o predominantemente 

suministradas por un único o por un limitado número de operadores y proveedores; 

188 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 6. Inciso 9. 
189 /bid. Artículo 6. Inciso 17. 
190 /bid. Artículo 6. Inciso 11. 
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y que no resulta factible, económica o técnicamente, sustituirlas con el objeto de 

suministrar servicios'1191
• 

Los conceptos citados anteriormente, se consideran como fundamentales 

en virtud de que reflejan de alguna u otra forma la esencia de la LGT, dando paso 

a elementos técnicos combinados con elementos sociales, cuya finalidad es tratar 

de enfocar a las telecomunicaciones como una actividad de servicio universal en 

la que se aplicarán modernas tecnologías para lograr disminuir las diferencias que 

se presentan entre países y regiones en el ámbito de las telecomunicaciones. 

B) ESPECTRO RADIOELÉCTRICO Y TÍTULOS HABILITANTES EN LA LGT 

Como ya se ha mencionado reiteradamente, el espectro radioeléctrico es un 

recurso ilimitado y de dominio público, el cual debe administrarse bajo el ámbito de 

la eficiencia. Es el Estado quien debe velar por esa administración y asignación. 

Es mediante la LGT que se definen las frecuencias que forman parte del espectro 

radioeléctrico. El encargado de asignar las frecuencias en este caso es el Poder 

Ejecutivo y el ente regulador de controlar el uso eficiente de dicho recurso, la 

SUTEL. Lo que se pretende es que el uso de las frecuencias del espectro como tal 

sean utilizadas y asignadas de forma equitativa, pues lo que se procura es 

preservar el recurso como tal. 

La forma de asignación del espectro es mediante los títulos habilitantes, 

figuras a las cuales se les dedicó una sección en el presente trabajo. Uno de los 

tipos de títulos habilitantes presentes en la ley es la concesión, la cual, según el 

artículo 11 de la LGT, se tramita como un concurso público, cuyos lineamientos se 

regirán de conformidad con la Ley de Contratación Administrativa. Los pasos por 

191 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 6. /nciso 10. 
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seguir por los operadores para participar son cumplir con los lineamientos del 

cartel de licitación y continuar con las pautas establecidas por la SUTEL, será el 

Poder Ejecutivo quien se encargue de adjudicar el concurso al oferente que 

cumpla los requisitos a cabalidad y el criterio del Poder Ejecutivo contará con la 

recomendación técnica por parte de la SUTEL. 

En este caso de asignación de concesiones, se debe hacer mención a la 

figura de las concesiones directas contenidas en el artículo 19, un procedimiento 

excepcional cuyas frecuencias no sean, para uso público ni tampoco sean 

deseables por los operadores, se cita el artículo el cual indica que: 

"Artículo 19.- Concesión directa: Cuando se trate de frecuencias requeridas 

para la operación de redes privadas y de las que no requieran asignación 

exclusiva para su óptima utilización, las concesiones serán otorgadas por el 

Poder Ejecutivo en forma directa, según el orden de recibo de la solicitud 

que presente el interesado. La SUTEL instruirá el procedimiento de 

otorgamiento de la concesión"192
• 

También, la ley contiene un elemento de cesión de frecuencias que, 

necesariamente, debe contar con autorización expresa del Poder Ejecutivo y debe 

cumplir con los siguientes requisitos: 

"Artículo 20.- Cesión, Las concesiones pueden ser cedidas con la 

autorización previa del Poder Ejecutivo. Al Consejo le co"esponde 

recomendar al Poder Ejecutivo si la cesión procede o no. Para aprobar la 

cesión se deberán constatar como mínimo los siguientes requisitos: 

a) Que el cesionario reúne los mismos requisitos del cedente. 

b) Que el cesionario se compromete a cumplir las mismas obligaciones 

adquiridas por el cedente. 

192 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 19. 
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c) Que el cedente haya explotado la concesión por al menos dos años y haya 

cumplido las obligaciones y demás condiciones fijadas para tal efecto en el 

contrato de concesión. 

d) Que la cesión no afecte la competencia efectiva en el mercado. 

Autorizada la cesión, deberá suscribirse el respectivo contrato con el nuevo 

concesionario"193
• 

El artículo anterior establece un medio de control a los operadores, al 

indicarles que toda cesión de una concesión se debe hacer mediante autorización 

expresa del Poder Ejecutivo y no podrán los operadores realizar los actos de 

cesión sin solicitar el consentimiento respectivo. Este artículo en particular, 

refuerza la idea de que el Estado debe mantener el control de los bienes de 

dominio público, en este caso del espectro radioeléctrico que es otorgado en 

concesión a los operadores y estos, dado a lo establecido en la LGT no pueden 

disponer de la concesión a su antojo, sino, siempre desde el control del Estado, 

sea en este caso del Poder Ejecutivo y la SUTEL. 

Relacionado con la cesión de concesiones, la LGT, también, establece la 

opción de revocar las concesiones cuando se considere que el operador no está 

cumpliendo con los lineamientos y funciones para el que fue adjudicado. 

En el tema de los títulos habilitantes es importante recalcar que será el 

Poder Ejecutivo quien los otorga, pero siempre estará la decisión de adjudicación 

acompañada por una recomendación de parte del Consejo de la SUTEL. También, 

se debe hacer referencia que la reserva y utilización del espectro no se hace de 

forma gratuita, sino cada operador debe pagar un canon que se establecerá de la 

siguiente manera: 

"Artículo 63.- Canon de reserva del espectro 

193 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 20. 
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Los operadores de redes y los proveedores de servicios de 

telecomunicaciones deberán cancelar, anualmente, un canon de reserva del 

espectro radioeléctrico. Serán sujetos pasivos de esta tasa los operadores 

de redes o proveedores de servicios de telecomunicaciones, a los cuales se 

haya asignado bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico, 

independientemente de que hagan uso de dichas bandas o no. 

El monto por cancelar por parte de los concesionarios será calculado por la 

SUTEL con consideración de los siguientes parámetros: 

a) La cantidad de espectro reservado. 

b) La reserva exclusiva y excluyente del espectro. 

c) El plazo de la concesión. 

d) La densidad poblacional y el índice de desarrollo humano de su población. 

e) La potencia de los equipos de transmisión. 

f) La utilidad para la sociedad asociada con la prestación de los servicios. 

g) Las frecuencias adjudicadas. 

h) La cantidad de servicios brindados con el espectro concesionado. 

i) El ancho de banda. 

El objeto del canon es para la planificación, la administración y el control del 

uso del espectro radioeléctrico y no para el cumplimiento de los objetivos de 

la política fiscal. La recaudación de esta contribución no tendrá un destino 

ajeno a la financiación de las actividades que le co"esponde desa"ollar a la 

SUTEL, conforme a los artículos 7 y 8 de esta Ley. En octubre de cada año, 

el Poder Ejecutivo debe ajustar el presente canon, vía decreto ejecutivo, 

realizando de previo el procedimiento participativo de consulta señalado por 

esta Ley. 
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Cualquier ajuste que contravenga los criterios anteriores, será nulo y regirá 

el canon del año anterior. 

El monto por pagar por parte del contribuyente de este canon será 

determinado por este mediante una declaración jurada, correspondiente a un 

período fiscal año calendario. El plazo para presentar la declaración y pago 

vence dos meses y quince días posteriores al cierre del respectivo periodo 

fiscal. La administración de este canon se hará por la Dirección General de 

Tributación del Ministerio de Hacienda, por lo que para este canon resulta 

aplicable el título 111, Hechos ilícitos tributarios, del Código de Normas y 

Procedimientos Tributarios. La Tesorería Nacional estará en la obligación de 

depositar los dineros recaudados en una cuenta separada a nombre de la 

SUTEL, dentro de los quince días naturales del mes siguiente a su ingreso a 

la Tesorería'"94
• 

Con respecto de los plazos de las concesiones, permisos y autorizaciones 

la LGT en el establece lo siguiente: 
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Es importante tomar nota de que no se puede otorgar ningún tipo de título 

habilitante en el caso de la telefonía fija, la cual no fue considerada como parte de 

la apertura de las telecomunicaciones, servicio que queda reservado al ICE. 

Es claro, que la LGT pretende que exista una relación estrecha entre la 

SUTEL y el Poder Ejecutivo mediante el Ministerio de ramo, que anteriormente le 

194 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 63. 
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correspondía al MINAET, pero que, en la actualidad, le corresponde al Ministerio 

de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones. 

C) GARANT(AS FUNDAMENTALES CONTENIDAS EN LA LGT 

La LGT, como ya se ha hecho mención, busca regular en su totalidad el 

sector del mercado de las telecomunicaciones, estableciendo procedimientos, 

competencias, principios y garantías fundamentales para todos los participantes 

del sector de las telecomunicaciones, esas garantías fundamentales están 

contenidas en el artículo 31 de la LGT y son las siguientes: 

La idea general de las garantías fundamentales solidaridad, servicio 

universal y acceso universal es garantizar el acceso a la población de manera 

justa y equitativa, con la finalidad de buscar el progreso en el ámbito de las 

telecomunicaciones y así eliminar la brecha digital. Lo anterior, se logrará con la 

aplicación de un plan nacional de telecomunicaciones establecido por el Poder 

Ejecutivo el cual será ejecutado por la SUTEL. 

Ese Plan Nacional de Desarrollo de Telecomunicaciones, se aplicará con 

ayuda del Fondo Nacional de Telecomunicaciones (FONATEL), del cual se ha 

mencionado en el presente capítulo y cuya administración estará a cargo por la 
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SUTEL. El FONATEL estará destinado a proyectos cuya finalidad sea llevar el 

progreso de las telecomunicaciones a zonas del país menos favorecidas. Podría 

decirse que es una de las figuras más importantes que estableció la LGT dado a la 

importancia que implica la administración de fondos y proyectos. 

La administración del FONATEL requiere mucha responsabilidad en cuanto 

a la asignación de proyectos, por esa razón, en los artículos 36 y 37 de la LGT, se 

constituyen las formas de asignación del FONATEL y ejecución de fondos, los 

cuales siempre serán asignados por la SUTEL de conformidad con el Plan 

Nacional de Desarrollo y siempre los encargados de ejecutar el fondo deben de 

llevar un sistema de contabilidad separado y ordenado. 

Si el FONATEL va a ser el medio para ejecutar los proyectos del plan 

nacional de telecomunicaciones, necesita medios para obtener los recursos 

necesarios para poder cumplir con dichos proyectos y es justamente en el artículo 

38 de la LGT donde se indica los medios de donde se alimentará el FONATEL: 

"Artículo 38.- Financiamiento del Fondo Nacional de Telecomunicaciones 

(FONATEL) 

FONA TEL será financiado con recursos de las siguientes fuentes: 

a) Los recursos provenientes del otorgamiento de las concesiones, cuando 

corresponda. 

b) Las transferencias y donaciones que instituciones públicas o privadas 

realicen a favor de FONA TEL. 

c) Las multas y los intereses por mora que imponga la SUTEL. 

d) Los recursos financieros que generen los recursos propios de FONA TEL. 

e) Una contribución especial parafiscal que recaerá sobre los ingresos 

brutos devengados por los operadores de redes públicas de 
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telecomunicaciones y los proveedores de servicios de telecomunicaciones 

disponibles al público, la cual será fijada, anualmente, por la SUTEL de 

conformidad con el siguiente artículo. 

Los recursos de FONA TEL no podrán ser utilizados para otro fin que no sea 

para lo establecido en el Plan nacional de desarrollo de las 

telecomunicaciones, en el cumplimiento de los objetivos de acceso 

universal, servicio universal y solidaridad, definidos en el artículo 32 de esta 

Ley, y deberán asignarse íntegramente cada año. No obstante, los costos de 

administración de FONA TEL serán cubiertos con los recursos del Fondo, 

para lo cual no se podrá destinar una suma mayor a un uno por ciento (1%) 

del total de los recursos. 

Se declaran de interés público las operaciones de FONA TEL; por lo tanto, 

tendrá exención tributaria, arancelaria y de sobretasas para todas las 

adquisiciones o venta de bienes y servicios, así como las inversiones que 

haga y las rentas que obtenga para el cumplimiento de sus fines. 

La administración de los recursos del Fondo estará sometida a la 

fiscalización de la Contraloría General de la República, sin perjuicio de los 

mecanismos de control interno que se dispongan legal y 

reglamentariamente't195
• 

Dado a la relevancia de la ejecución de este fondo de telecomunicaciones, 

siempre los encargados de administrarlo, la SUTEL, deben rendir informes a la 

Contraloría General de la República y al ministerio rector de las 

telecomunicaciones. La ARESEP tiene su cuota de participación, esto en virtud de 

que debe realizar auditorías externas que supervisen y verifiquen que los recursos 

del FONATEL se ajusten con la legalidad con la finalidad de cumplir las garantías 

fundamentales contenidas en la LGT. 

195 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 38. 
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D) SOBRE EL RÉGIMEN DE PROTECCIÓN DE INTIMIDAD Y LOS 

USUARIOS EN LA LGT 

La finalidad principal de las telecomunicaciones es conectar y facilitar la 

comunicación de las personas, por lo que es muy común que los operadores que 

brindan el servicio tengan acceso a información privada de los usuarios, 

información que debe ser protegida y no puede quedar al descubierto dado a que 

se estaría violentando el derecho de intimidad de los usuarios del servicio. Se 

dice que "/os derechos fundamentales clásicos de secreto de las 

telecomunicaciones, protección de la infancia y defensa del honor, la intimidad y la 

propia imagen. Estos derechos tendrán que adaptarse a las nuevas tecnologías de 

la comunicación't196
• 

La LGT designa un espacio a la protección de los derechos de los usuarios 

del servicio, otorgándoles una serie de derechos frente a los operadores entre los 

que están: recibir un trato equitativo y agradable por parte de los operadores, 

brindar información veraz cuando el usuario así lo solicite, ser informado de 

cualquier cambio o desconexión del servicio, acceder de forma gratuita los 

servicios de emergencia, recibir oportunamente la factura mensual de emergencia, 

cuando se trate de servicios de telefonía o similares, estos y otros derechos están 

contenidos en el artículo 45 de la Ley. 

La SUTEL órgano desconcentrado del cual se hará referencia más 

adelante, debe tener un control activo en cuanto a la relación operador-usuario, 

dado a que el formato de los contratos que se establecen entre estos dos sujetos 

deben ser revisados y previamente aprobados por la SUTEL, esto con la finalidad 

de evitar que se presenten cláusulas arbitrarias en dichos contratos. 

196 ARIÑO ORTIZ, Gaspar. Op. cit. p. 761. 
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Cuando se presenten situaciones de abuso u arbitrariedades de parte de 

los operadores en contra de algún usuario, la LGT en sus artículos 4 7 y 48 

establece un procedimiento para que el usuario pueda presentar el reclamo 

correspondiente: 

Los usuarios deben tomar en consideración que cualquier reclamo que 

deseen presentar, éste debe de gestionarse en un plazo no mayor a dos meses, 

dado a que la acción caduca. El plazo empieza a contar desde el acaecimiento de 

la falta o desde que ésta se conoció, en el caso de los hechos continuados el 

artículo 48 indica que el plazo empieza a correr hasta que se presentó el último 

hecho. 

E) SOBRE EL FOMENTO DE LA COMPETENCIA EFECTIVA ENTRE 

OPERADORES 
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La apertura del mercado de las telecomunicaciones, trae consigo la 

competencia entre operadores, pues ya no solo está el operador estatal, sino que 

están operadores extranjeros cuyo fin es introducirse en el mercado y competir por 

ser la primera opción de los usuarios del servicio. La regulación de las 

telecomunicaciones lo que pretende es llegar al punto en que el mercado se 

desenvuelva en un ámbito de competencia, pero competencia leal donde las 

prácticas que se den en el mercado no perjudiquen a ningún operador. 

Algo muy importante presente en el tema de la competencia son los precios 

de los servicios, los cuales de conformidad con el artículo 50 la ley se fijarán 

dependiendo de la dinámica del mercado, tal y como se describe a continuación: 

Se pretende, por lo tanto, con la LGT, buscar evitar las prácticas 

monopolísticas entre operadores y que el mercado de telecomunicaciones se 

desenvuelva solamente en un ámbito de competencia efectiva sin trabas ni 

políticas que afecten a los usuarios ni que los operadores se afecten entre sí. 

Con respecto del control y promoción de la competencia efectiva en el 

ámbito de las telecomunicaciones, se debe aclarar que se presenta una 

competencia concurrente entre Sutel y un órgano de desconcentración máxima 

adscrito al Ministerio de Economía, Industria y Comercio, como lo es la Comisión 
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para promover la competencia, este órgano que contribuye a identificar prácticas 

desleales y monopolísticas entre operadores. Es importante aclarar, que si bien, 

es cierto se solicita la ayuda de la Comisión para que verifique si se está 

cumpliendo el principio de competencia en el sector de telecomunicaciones, las 

opiniones o recomendaciones que emita no serán vinculantes para la SUTEL. 

SECCIÓN 111: SOBRE LA LEY DEL FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN 

DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS EN EL SECTOR DE LAS 

TELECOMUNICACIONES 

Históricamente el ICE era la institución por excelencia encargada de 

desarrollar y brindar el servicio de telecomunicaciones en el país. Con la apertura 

al mercado de las telecomunicaciones con motivo del TLC, se elimina el 

monopolio estatal que existía en varios servicios como los son Internet y telefonía 

celular, no obstante, se establece la Ley 8660 denominada Ley de Fortalecimiento 

y Modernización de las Entidades Públicas en el Sector de las 

Telecomunicaciones, cuya finalidad, según el artículo 1 de dicha ley es fortalecer 

al ICE como operador estatal, dado a que inicia con una etapa nueva en la que 

debe competir ante otras empresas extranjeras. 

Los objetivos principales de la Ley 8660, radican, principalmente, en 

reforzar el mercado de las telecomunicaciones y, por ende, fortalecer a la 

institución estatal para que pueda competir desde los mismos estándares de 

calidad que los otros operadores. 

Al igual que la LGT, la Ley 8660 contiene en su texto los principios rectores 

que contribuirán a que se desarrollen los objetivos y funciones contenidas en dicha 

ley, estos son: 
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Como se ha visualizado a lo largo de la investigación, el principio de 

universalidad es de suma importancia en el ámbito de las telecomunicaciones, 

pues garantiza el acceso a la población a un servicio deseable, sea el caso de las 

telecomunicaciones. 

La competencia entre operadores de telecomunicaciones, viene a cambiar 

la estructura del sector, es, por esa razón, que de parte del Estado se toman las 

previsiones necesarias para que el operador estatal no se vea debilitado, ni 

afectado por otras empresas. Más bien, lo que se indica en la exposición de 

motivos de esta ley y en el preámbulo del TLC, es buscar el fortalecimiento del 

ICE y sus empresas, con la finalidad de que esta institución pueda competir en un 

nivel similar o superior que las empresas de telecomunicaciones extranjeras. 

La primera parte de la Ley, se refiere al ICE y sus empresas como 

operadores de telecomunicaciones, además indica que es un ente que puede 

asociarse de forma libre con empresas y, por ende, podrá realizar cualquier tipo de 

actividad comercial, no obstante, esas actividades no pueden salirse de lo 

permitido por la Ley 8660. 

Se debe tomar en consideración que la actividad del ICE, como la de 

cualquier otro operador, estará regulada por el ente regulador especializado en la 

materia, en este caso, sea la SUTEL. Este órgano del cual se hará referencia más 
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adelante, debe regular, también, la actividad de telefonía fija aunque no esté 

dentro del mercado de apertura. 

La línea de esta ley gira en torno a la necesidad por parte del Estado de 

darle al ICE las potestades y herramientas para que crezca y se fortalezca como 

institución. Esas herramientas se visualizan en la autorización contenida en el 

artículo 11, en donde se le permite al ICE celebrar fideicomisos, ya sea dentro o 

fuera del nuestro país, todo esto el único fin de fomentar las posibilidades de 

crecimiento de una institución tan importante para Costa Rica. 

Aparte de todas esas posibilidades de desarrollo que se le permiten al ICE, 

y esa libertad de contratación que posee dicho ente estatal, se debe destacar que 

el fomento de un desarrollo sostenible y la protección del medio ambiente está 

presente en la ley, como se indica en el artículo 12 el cual se cita a continuación: 

"Artículo 12.-Compras verdes: Autorízase al ICE y sus empresas, para que 

promuevan la compra y utilización de materiales reutilizables, reciclables, 

biodegradables y valorizables, así como de productos fabricados con 

material reciclado bajo procesos ambientalmente amigables, que cumplan 

las especificaciones técnicas requeridas por la Administración Pública. Para 

ello, en la valoración de las licitaciones y compras directas, deberán dar un 

veinte por ciento (20%) adicional a los oferentes que, en igualdad de 

condiciones, demuestren que los productos ofrecidos, incorporan los 

criterios de la gestión integral de residuos, así como la gestión del residuo, 

una vez terminada su vida útil. 

La Proveeduría de la Institución deberá incluir, en los carteles de licitación o 

de compra directa, criterios ambientales y de ciclo de vida de los productos, 

para evaluar las licitaciones de conformidad con los criterios establecidos en 

el Reglamento de esta Ley'1197
• 

197 Ley 8660 del 13 de agosto de 2008. Artículo 12. 
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De conformidad con el artículo anterior, se extrae que el medio ambiente 

forma parte importante de este cambio en el sector de las telecomunicaciones al 

promover que las empresas interesadas en participar en carteles de licitación 

propuestos por el ICE tengan políticas ambientales, lo que evidencia una vez más 

la necesidad de que en Costa Rica se desarrolle un sector de telecomunicaciones 

cuyo equilibrio con el medio ambiente sea fundamental. 

La Ley 8660, como su nombre lo indica, fue creada para fortalecer el ámbito 

de las telecomunicaciones y a la entidad estatal que brinda desde hace muchos 

años el servicio de telefonía e Internet en Costa Rica, es decir, el ICE, una medida 

para que se dé el fortalecimiento a esa institución se le otorga al ICE la posibilidad 

de tener libertad a nivel financiero. Es decir, se tendrá una política financiera por 

parte del ICE en la cual podrá realizar inversiones, contratar y ejecutar 

financiamientos de forma libre, siempre y cuando esa política financiera esté 

encaminada a actividades dedicadas al fortalecimiento de la institución y a mejorar 

la calidad de los servicios brindados. 

Otro punto importante en cuanto a la política financiera del ICE, es referente 

a las bolsas de valores, fondos de pensiones y fondos de inversión, a los cuales la 

ley les permite invertir en el ICE siempre con autorización expresa de la 

SUGEVAL. 

Aunado a la libertad en cuanto a la política financiera, se establece libertad 

en cuanto a contratación del recurso humano por parte del ICE, lo que determina 

la autonomía institucional al decidir al personal que trabajará para ella, lo anterior 

de conformidad con el artículo 16 de la ley. 

En cuanto al tema de pago de impuestos, el ICE, al igual que los otros 

operadores, deben cancelar lo correspondiente al Impuesto Sobre la Renta y 

solamente quedará exento de dicho impuesto en lo referente a la telefonía fija 

básica, la cual no entró en el tema de apertura de mercado. 
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El ICE al ser una institución estatal tiene un régimen que debe ir acorde con 

la administración pública, por lo que en el artículo 20 de la Ley 8660 se dice que la 

actividad del ICE como ente estatal se regirá siempre por la Ley de Contratación 

Administrativa, no obstante, en los casos en los que actúe en actividad privada 

excluirá el régimen administrativo. 

Dentro del marco de la actividad que realice el ICE, sea privada o estatal el 

ICE tendrá la facultad de celebrar contratos, así lo establece el artículo 21: 

"Artículo 21.- Capacidad de contratación: El ICE tendrá plena capacidad para 

celebrar contratos de orden lícito de todo tipo, con el propósito de comprar, 

vender o arrendar bienes y servicios, constituir fideicomisos y, en general, 

cualquier otro medio u objeto que resulte necesario para el debido 

cumplimiento de sus fines. Asimismo, podrán celebrar préstamos, financiar, 

hipotecar y otorgar garantías o avales. El ICE estará autorizado para arrendar 

a terceros sus redes y demás recursos escasos disponibles. No serán 

susceptibles de gravamen los bienes de dominio público198
". 

De conformidad con lo anterior, queda claro que el ICE tiene la facultad de 

conformidad con esta ley, de actuar como privado y celebrar contratos como 

persona jurídica privada y como ente estatal, lo cual permitirá que su actividad y 

su estructura funcional mejore, pues se fomenta el crecimiento de la institución 

como tal. 

En el caso de la contratación del ICE como figura estatal, siempre, se hará 

uso de las figuras de contratación pública, establecidas en la Ley de Contratación 

Administrativa sean la licitación pública, abreviada y la compra directa. No 

obstante, la ley prevé algunas excepciones al ICE en las cuales no será necesario 

utilizar las figuras del concurso público, esas excepciones están establecidas en el 

artículo 23 de la ley y son las siguientes: 

198 Ley 8660 del 13 de agosto de 2008. Artículo 21. 
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"Artículo 23.- Excepciones a los procedimientos ordinarios de concurso: 

Además de las excepciones a los procedimientos ordinarios de concurso 

previstas en el marco normativo general de la contratación administrativa, el 

ICE podrá aplicar las siguientes causales de exclusión: 

a) Los acuerdos celebrados con empresas públicas de otros países. 

b) La venta, en el mercado nacional e internacional, de servicios de asesoría, 

consultoría, capacitación y cualquier otro producto o servicio afín a sus 

competencias. 

c) La actividad de contratación que, por razones de seguridad, urgencia, 

emergencia u oportunidad, sea necesaria para garantizar la continuidad de 

los servicios o para introducir mejoras o nuevas tecnologías a sus productos 

o servicios. 

d) Los contratos de ayuda desinteresada con personas físicas, 

organizaciones no gubernamentales o entidades privadas o públicas, 

nacionales o extranjeras. 

e) La adquisición de bienes, obras o servicios que, por su gran complejidad o 

su carácter especializado, solo puedan obtenerse cuando exista un número 

limitado de proveedores o contratistas, de manera que por razones de 

economía y eficiencia, no resulte adecuada la aplicación de los 

procedimientos ordinarios. 

f) En los casos en que la administración, habiendo adquirido el equipo 

tecnológico, decida adquirir más productos del mismo contratista, por 

razones de normalización o por la necesidad de asegurar su compatibilidad, 

teniendo en cuenta si el contrato original satisfizo adecuadamente las 

necesidades de la administración adjudicadora, si el precio es razonable y, 

especialmente, si se descartó la existencia de mejores alternativas en el 

mercado. 
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g) La contratación de fideicomisos. 

La aplicación de las causales anteriores será de responsabilidad exclusiva 

de la administración, sin que se requiera autorización de órganos o entes 

externos. La administración deberá dejar constancia, en el expediente de 

cada caso concreto, de las razones que sustentan la aplicación de la causal 

de exclusión de los procedimientos ordinarios de concurso, lo cual queda 

sujeto a la fiscalización posterior facultativa de la Contraloría General de la 

República'"99
• 

Las reglas de la contratación en el caso del ICE tal y como se mencionó, 

serán las establecidas en la Ley de Contratación Administrativa. 

Pese a que el ICE tiene plena libertad en varios aspectos, referentes a su 

organización y política financiera, como ente estatal debe rendir informes acerca 

de sus actividades, es una especie de rendición de cuentas en diferentes 

situaciones: 

199 Ley 8660 del 13 de agosto de 2008. Artículo 23. 
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Aunado a la obligación que tiene el ICE de rendir informes a las 

instituciones y ministerios que se indicaron en el cuadro anterior, se establece otra 

obligación presente, también, en la LGT, la cual indica que todos los operadores 

de telecomunicaciones deben de resguardar la información de sus usuarios, la 

cual es estrictamente confidencial. 

La Ley 8660, contempla, también, la disposición de carácter obligatorio de que el 

ICE debe rendir otra clase de informes a la Contralorra General de la República y al 

Consejo de Gobierno, informes que deben incluir necesariamente: 

Balance sobre el 
desempeño en el 

mercado 

• Resultados 
financieros . 

• Estado, origen y 

aplicación de 
fondos. 

:. .. 

•Impacto social en el 
servicio de las 
telecomunicaciones. 

•Seguimiento de 
principios de 
solidariad y 

universalidad social. 

Balance ambiental 

• Sobre acciones 
ejecutadas en 
política ambiental. 

En el caso de los reportes presentados al Consejo de Gobierno, serán 

valorados y, posteriormente, se realizarán las observaciones respectivas al ICE. 

Lo importante de estos reportes, es que se valora la función del ICE y las 

actividades que realiza y, a su vez, se fiscaliza que cumpla con los principios 

establecidos en el nuevo marco legal de las telecomunicaciones. 

Siguiendo la línea del desarrollo de las telecomunicaciones y el marco 

jurídico de dicho sector, se rescata la injerencia del Poder Ejecutivo en la actividad 

del sector, dado a que participa fuerte en el tema de asignación de frecuencias y 

en el plan nacional de telecomunicaciones, plan que tal y como se indica en la Ley 

8660 se debe poner en consideración del Poder Ejecutivo para su valoración. 
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Todo lo referente a la Ley del fortalecimiento y modernización de las 

entidades públicas en el sector de las telecomunicaciones, mencionado en esta 

investigación, ha sido un breve resumen de los aspectos más importantes de 

dicho texto normativo, el cual le da gran importancia al ICE como el operador 

estatal que debe fortalecerse para superar el mercado de telecomunicaciones y, a 

su vez, logra crear un marco jurídico normativo del sector de telecomunicaciones, 

en conjunto con la LGT, reformando así, las leyes relacionadas con la materia y 

que regulaban las telecomunicaciones anterior a la reforma, tales como la Ley de 

Radio, la Ley de la ARESEP, la Ley de Servicios Públicos de Heredia y Cartago y 

otros. 

Seguidamente, se hablará del ente rector de las telecomunicaciones en la 

actualidad, naturaleza jurídica y sus funciones. 

SECCIÓN IV: SUPERINTENDENCIA DE TELECOMUNICACIONES, 

ESTRUCTURA Y FUNCIONES 

A) Naturaleza jurídica de la Superintendencia de Telecomunicaciones: 

La Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL), en la actualidad es 

el ente regulador del sector de telecomunicaciones, el motivo de su creación gira 

en torno a la apertura del mercado de las telecomunicaciones y la necesidad de 

crear un órgano especializado en la materia, esto con lo finalidad de regular de 

una forma más estricta la actividad de telecomunicaciones con la entrada de 

nuevos operadores del servicio. 
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El artículo 59 de la Ley 7593 de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos, determina la naturaleza jurídica de la SUTEL como un órgano de 

desconcentración máxima, dicho artículo cita lo siguiente: 

"Artículo 59.- Superintendencia de Telecomunicaciones 

Co"esponde a la Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL) regular, 

aplicar, vigilar y controlar el ordenamiento jurídico de las 

telecomunicaciones; para ello, se regirá por lo dispuesto en esta Ley y en las 

demás disposiciones legales y reglamentarias que resulten aplicables. 

La SUTEL es un órgano de desconcentración máxima adscrito a la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos; tendrá personalidad jurídica 

instrumental propia, para administrar el Fondo Nacional de 

Telecomunicaciones, realizar la actividad contractual, administrar sus 

recursos y su presupuesto, así como para suscribir los contratos y 

convenios que requiera para el cumplimiento de sus funciones. 

La SUTEL será independiente de todo operador de redes y proveedor de ser­

vicios de telecomunicaciones y estará sujeta al Plan nacional de desa"ollo 

de las telecomunicaciones y a las políticas sectoriales co"espondientes"200
• 

El artículo citado establece, que la SUTEL es un órgano desconcentrado 

que tiene potestad para administrarse financieramente y realizar las competencias 

que le fueron asignadas sin tener que esperar la autorización de un superior 

jerárquico. La desconcentración es una figura utilizada en el ámbito de la 

Administración Pública que se define como aquella atribución de "competencia en 

forma exclusiva a un órgano inferior, con perjuicio de la competencia del órgano 

superior jerárquico"201
, también, se entiende como la "transferencia de 

200 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 59. 
201 MURILLO, Mario. La descentralización administrativa en la Constitución de Costa Rica. Revista 

de la Contraloría General de la Republica (No 24): pp. 14-18, Junio 1978. p. 15. 
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competencias que se produce de un superior a un inferior jerárquico dentro de una 

misma entidad u organización administrativa112º2
• 

La Ley General de la Administración Pública, se refiere a la figura de la 

desconcentración: 

"Artículo 83.- De la Desconcentración: 

1. Todo órgano distinto del jerarca estará plenamente subordinado a este y al 

superior jerárquico inmediato, salvo desconcentración operada por ley o por 

reglamento. 

2. La desconcentración mínima se dará cuando el superior no pueda: 

a) Avocar competencia del inferior; y 

b) Revisar o sustituir la conducta del inferior, de oficio o a instancia de parte. 

3. La desconcentración será máxima cuando el inferior esté sustraído 

además, a órdenes, instrucciones o circulares del superior. 

4. La imposibilidad de revisar o sustituir la conducta del inferior hará 

presumir la potestad de avocar la misma y a la inversa. 

5. Las normas que crean la desconcentración mínima serán de aplicación 

restrictiva en contra de la competencia del órgano desconcentrado y las que 

crean la desconcentración máxima serán de aplicación extendida en su 

favor'12º3
• 

Es, por lo tanto, la SUTEL un órgano desconcentrado, pero de tipo máximo, 

según se le atribuye por ley, estará adscrita a la ARESEP, por razones que son de 

suma importancia recordar, dado a que anterior a la implementación de la LGT, las 

reformas a la Ley de la ARESEP y la Ley 8660, la ARESEP se encargaba de 

2º2 Asamblea Legislativa. Departamento de Asuntos Técnicos. CON-87 del 7 de noviembre de 2006. 
203 Ley 6227 del 2 de mayo de 1978. Artículo 83. 
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regular el servicio de telecomunicaciones, con estos cambios, las competencias en 

cuanto a regulación de esa materia se trasladan a SUTEL, por esa razón es que a 

pesar que la SUTEL es ahora la encargada exclusiva de regular las 

telecomunicaciones, siempre existe una estrecha relación con la ARESEP. 

La naturaleza jurídica otorgada a SUTEL como órgano de desconcentración 

máxima le da las facultades que se plasman en el artículo 59, esas facultades 

radican en poseer la personalidad jurídica propia de dicho órgano. Pero para 

entender el papel de la SUTEL ante tal designación de desconcentración, es 

necesario definir lo que se entiende por desconcentración máxima. 

La desconcentración máxima de conformidad con Dictamen número C-159-

1996 de la Procuraduría General de la República, con fecha del veinticinco de 

septiembre de mil novecientos noventa y seis, "supone un rompimiento de la línea 

jerárquica de mando, ya que se le traslada el ejercicio de una determinada 

competencia a una oficina creada al efecto. El órgano desconcentrado está 

sometido a jerarquía pero sus actos agotan la vía administrativa sin posibilidad de 

recurso ante el superior. La desconcentración es parcial, referida a cierta materia y 

limitada a ciertos poderes de la administración"204
, entonces, la SUTEL será un 

órgano de desconcentración máxima que forma parte de la ARESEP, no obstante, 

tendrá facultades para actuar como órgano independiente de la ARESEP, siempre 

dentro del marco de las competencias que le fueron asignadas. 

En su página de Internet, la SUTEL es descrita como "órgano de 

desconcentración máxima, adscrito a la Autoridad Reguladora. A la SUTEL le 

co"esponde la aplicación de la regulación al sector de las telecomunicaciones ... le 

co"esponde asegurar la eficiencia, igualdad, continuidad, mayor y mejor cobertura 

204 Dictamen número C-159-1996 del 25 de septiembre de 1996. Procuraduría General de la 

República. 
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e información, así como mejores alternativas en la prestación de los servicios de 

telecomunicaciones"205
• 

Se concluye que la SUTEL es un órgano independiente en cuanto a sus 

funciones y competencias con respecto de la ARESEP, se debe verificar en la 

práctica si esa desconcentración máxima es completa, o bien, si existen 

situaciones que ponen en duda la naturaleza jurídica asignada por ley a la SUTEL. 

B) Estructura organizacional de la Superintendencia 

Telecomunicaciones 

La SUTEL se conforma de la siguiente manera: 

Presidente: 
Ostenta 

representación 
Judicial y 

Extrajudicial 

SUTEL 

Dos 
miembros 

más, 
nombrados 
por la JO 
Al=iESEe 

de 

205 Superintendencia de Telecomunicaciones. 2011. http://www.sutel.go.cr. Consulta 19 

septiembre 2013. 
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Los miembros del Consejo tienen gran responsabilidad a la hora de realizar 

sus funciones, básicamente, porque es a ellos los que les corresponde tomar 

decisiones importantes referentes a la regulación de las telecomunicaciones y a la 

aplicación y ejecución de proyectos que serán promovidos mediante el plan 

nacional de telecomunicaciones y la aplicación del fondo nacional de 

telecomunicaciones. Esa responsabilidad, se ve plasmada en el artículo 66 de la 

ley al establecer lo siguiente: 

"Artículo 66.- Responsabilidad por lesión patrimonial: Los miembros del 

Consejo de la SUTEL desempeñarán su cometido con absoluta 

independencia y serán, por tanto, los únicos responsables de su gestión. 

Sin perjuicio de las otras sanciones que les co"espondan, responderán 

personalmente con su patrimonio por los daños que causen por el 

incumplimiento de esta Ley. Quedarán exentos de esta responsabilidad 

únicamente quienes hagan constar su voto disidente"206
• 

En cualquier caso que los miembros del Consejo de la SUTEL cometan una 

falta, estos responderán con su patrimonio, lo que acarrea una doble 

responsabilidad en la función que deben realizar estas personas. Es evidente que 

con los cambios que se presentaron con la apertura, la responsabilidad que le es 

asignada a la Superintendencia, al iniciar una gestión dentro de un marco de 

telecomunicaciones totalmente nuevo, no fue fácil al inicio, pues se debió de crear 

una nueva estructura y organizar en sí no solo el mercado, sino también, el órgano 

regulador de dicho mercado. 

Se debe tomar nota, que la SUTEL no solamente está conformada por el 

Consejo, sino que hay un grupo de personas que deben estar especializadas en la 

materia con la finalidad de asesorar a los miembros del Consejo. 

206 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 66. 
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C) Sobre el financiamiento de la Superintendencia de 

Telecomunicaciones 

La SUTEL, como órgano desconcentrado con personalidad jurídica propia 

requiere de financiamiento para realizar las funciones que le fueron asignadas y, 

por ende, poner en marcha proyectos dirigidos al desarrollo del sector de las 

telecomunicaciones. 

La Ley 7593, establece los medios de financiamiento de la SUTEL y son los 

siguientes, según el artículo 72: 

/ 

Claro está, que el uso de esos ingresos deben están respaldados por 

informes que deben ser presentados a la Contraloría General de la República, por 
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cuanto se trata de fondos públicos destinados a proyectos que garanticen el 

acceso universal a las personas al servicio de telecomunicaciones, proyectos que 

estarán principalmente contenidos en el plan nacional de desarrollo de las 

telecomunicaciones. 

D) Funciones del Consejo de SUTEL y de la SUTEL como ente regulador 

Con respecto de la SUTEL, ya se ha indicado su estructura organizacional, 

su naturaleza jurídica y las fuentes donde obtienen los recursos para funcionar y 

poner en práctica todos los proyectos y funciones asignadas por la Ley de la 

ARESEP, no obstante, es necesario identificar el porqué fue creado este órgano y 

cuáles son las funciones que motivaron su creación. 

La SUTEL al ser el ente regulador de las telecomunicaciones tienen varias 

funciones y obligaciones, la cuales están establecidas en el artículo 60 de la Ley 

7593: 

"Artículo 60.- Obligaciones fundamentales de la Superintendencia de 

Telecomunicaciones (SUTEL) 

Son obligaciones fundamentales de la SUTEL: 

a) Aplicar el ordenamiento jurídico de las telecomunicaciones, para lo cual 

actuará en concordancia con las políticas del Sector, lo establecido en el 

Plan nacional de desarrollo de las telecomunicaciones, la Ley general de 

telecomunicaciones, las disposiciones establecidas en esta Ley y las demás 

disposiciones legales y reglamentarias que resulten aplicables. 

b) Administrar el Fondo Nacional de Telecomunicaciones y garantizar el 

cumplimiento de las obligaciones de acceso y servicio universal que se 

impongan a los operadores de redes y proveedores de servicios de 

telecomunicaciones. 
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c) Promover la diversidad de los servicios de telecomunicaciones e 

introducción de nuevas tecnologías. 

d) Garantizar y proteger los derechos de los usuarios de las 

telecomunicaciones. 

e) Velar por el cumplimiento de los deberes y derechos de los operadores 

de redes y proveedores de servicios de telecomunicaciones. 

f) Asegurar, en forma objetiva, proporcional, oportuna, transparente, 

eficiente y no discriminatoria, el acceso a los recursos escasos asociados 

con la operación de redes y la prestación de servicios de 

telecomunicaciones. 

g) Controlar y comprobar el uso eficiente del espectro radioeléctrico, las 

emisiones radioeléctricas, así como la inspección, detección, identificación y 

eliminación de las interferencias perjudiciales y los recursos de numeración, 

conforme a los planes respectivos. 

h) Asegurar el cumplimiento de las obligaciones de acceso e interconexión 

que se impongan a los operadores de redes de telecomunicaciones, así 

como la interoperabilidad de dichas redes. 

i) Establecer y garantizar estándares de calidad de las redes y de los 

servicios de telecomunicaciones para hacerlos más eficientes y pro­

ductivos. 

j) Velar por la sostenibilidad ambiental en la explotación de las redes y la 

prestación de los servicios de telecomunicaciones. 

k) Conocer y sancionar las infracciones administrativas en que incu"an los 

operadores de redes y los proveedores de servicios de telecomunicaciones; 

así como establecer la responsabilidad civil de sus funcionarios'12º7
• 

207 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 60. 
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Son muchas las funciones asignadas a la SUTEL como ente regulador, 

como vigilar porque se aplique de forma correcta la normativa de las 

telecomunicaciones, asegurar un equilibrio entre operadores y usuarios, siempre 

velar porque se cumpla el principio de acceso y servicio universal y por supuesto 

cuidar porque los operadores cumplan con los estándares de calidad requeridos a 

la hora de brindar un servicio, son funciones muy generales, pero que son de 

suma importancia para el desarrollo de los objetivos de SUTEL. 

Existe otra función que no está contemplado en al artículo anterior, la cual 

es la responsabilidad de administrar al FONATEL, figura de la cual ya se ha 

realizado una reseña en el presente trabajo de investigación, pero sobre ésta se 

volverá a hacer alusión. 

El Fondo Nacional de Telecomunicaciones es uno de los proyectos más 

importantes que se introduce con todos los cambios que se presentan en el marco 

de la regulación de las telecomunicaciones con las leyes de implementación. 

El FONATEL está destinado para proyectos que garantice que zonas 

alejadas que, en la actualidad, no tienen acceso al servicio de telecomunicaciones 

tengan la posibilidad de acceder al servicio. Es, básicamente, una manera para 

disminuir la brecha digital que se presenta entre sectores de un mismo país. En el 

sitio web SUTEL.go.cr se define al FONATEL como: 

"El instrumento de administración de los recursos destinados a financiar el 

régimen de garantías fundamentales de acceso universal, servicio universal 

y solidaridad establecidos en la Ley General de Telecomunicaciones"2º8
• 

De igual forma la LGT, en el artículo 34, se refiere al FONATEL: 

"Artículo 34.- Creación del Fondo Nacional de Telecomunicaciones 

208 Superintendencia de Telecomunicaciones. 2011. http://www.sutel.go.cr. Consulta 22 de 

septiembre 2013. 
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Créase el Fondo Nacional de Telecomunicaciones (FONA TEL), como 

instrumento de administración de los recursos destinados a financiar el 

cumplimiento de los objetivos de acceso universal, servicio universal y 

solidaridad establecidos en esta Ley, así como de las metas y prioridades 

definidas en el Plan nacional de desarrollo de las telecomunicaciones'12º9
• 

La aplicación del FONATEL acarrea en sí, mucha responsabilidad. Su 

administración y asignación de proyectos debe realizarse con cautela, es por esa 

razón que se le atribuye a SUTEL la función de su administración y aplicación y es 

quizás una de las funciones que requieren tener muchas más estrategia en cuanto 

a planeamiento. 

Con respecto del Consejo de SUTEL, éste tiene otras funciones más 

específicas establecidas en el artículo 73 de la ley 7593: 

"Artículo 73.- Funciones del Consejo de la Superintendencia de Tele­

comunicaciones (SUTEL) 

Son funciones del Consejo de la SUTEL: 

a) Proteger los derechos de los usuarios de los servicios de 

telecomunicaciones, asegurando eficiencia, igualdad, continuidad, calidad, 

mayor y mejor cobertura, mayor y mejor información, más y mejores 

alternativas en la prestación de los servicios, así como garantizar la 

privacidad y confidencialidad en las comunicaciones, de acuerdo con la 

Constitución Política. 

b) Imponer, a los operadores y proveedores, la obligación de dar libre acceso 

a sus redes y a los servicios que por ellas presten, en forma oportuna y en 

condiciones razonables, transparentes y no discriminatorias, a los 

prestadores y usuarios de los servicios de telecomunicaciones, a los 

209 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 34. 
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generadores y receptores de información y a los proveedores y usuarios de 

servicios de información, de conformidad con lo que reglamentariamente se 

indique. 

c) Incentivar la inversión en el Sector Telecomunicaciones, mediante un 

marco jurídico que garantice transparencia, no discriminación, equidad y 

seguridad jurídica, a fin de que el país obtenga los máximos beneficios del 

progreso tecnológico y de la convergencia. 

d) Otorgar las autorizaciones, así como realizar el procedimiento y rendir los 

dictámenes técnicos al Poder Ejecutivo, para el otorgamiento, la cesión, la 

prórroga, la caducidad y la extinción de las concesiones y los permisos que 

se requieran para la operación y explotación de redes públicas de 

telecomunicaciones, así como cualquier otro que la ley indique. 

e) Administrar y controlar el uso eficiente del espectro radioeléctrico, las 

emisiones radioeléctricas, así como la inspección, detección, identificación y 

eliminación de interferencias perjudiciales. 

f) Resolver los conflictos que se originen en la aplicación del marco 

regulatorio de las telecomunicaciones y que puedan sobrevenir entre los 

distintos operadores de redes y proveedores de servicios de 

telecomunicaciones, así como entre operadores y entre proveedores. 

g) Establecer y administrar el Registro Nacional de Telecomunicaciones, 

garantizando la disposición al público de la información relativa a los 

procedimientos aplicables a la interconexión, con un proveedor importante y 

sus acuerdos de interconexión u ofertas de interconexión de referencia, la 

información relativa a los títulos habilitantes, sus términos y condiciones, así 

como los procedimientos requeridos a los proveedores de servicios de 

telecomunicaciones. 

h) Convocar a audiencia, conforme al procedimiento ordenado en el artículo 

36 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, N. 0 7593, 
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de 9 de agosto de 1996, en los casos de fijaciones tarifarías, formulación y 

revisión de reglamentos técnicos, de estándares de calidad y la aprobación o 

modificación de cánones, tasas y contribuciones. 

i) Determinar la existencia de operadores o proveedores importantes en cada 

uno de los mercados relevantes y tomar en cuenta los criterios definidos en 

los artículos 13, 14y15 de la Ley de promoción de la competencia y defensa 

efectiva del consumidor, N. 0 7472, de 20 de diciembre de 1994, y sus 

reformas. 

j) Velar por que los recursos escasos se administren de manera eficiente, 

oportuna, transparente y no discriminatoria, de manera tal que tengan 

acceso todos los operadores y proveedores de redes y servicios públicos de 

telecomunicaciones. 

k) Establecer los estándares mínimos de calidad de las redes públicas y los 

servicios de telecomunicaciones disponibles al público y fiscalizar su 

cumplimiento. 

1) Requerirles a los operadores y proveedores la información sobre el monto 

de sus ingresos brutos co"espondientes a la operación de redes públicas de 

telecomunicaciones o de la prestación de servicios de telecomunicaciones 

disponibles al público; esta información deberá ser certificada por un 

contador público autorizado. 

m) Ordenar la no utilización o el retiro de equipos, sistemas y aparatos 

terminales que causen interferencia o que dañen la integridad y calidad de 

las redes y los servicios, así como la seguridad de los usuarios y el equilibrio 

ambiental. 

n) Acreditar peritos y árbitros, en materia de telecomunicaciones. 

ñ) Aplicar el régimen disciplinario al personal de la SUTEL. 
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o) Homologar los contratos de adhesión entre proveedores y abonados, 

según las competencias establecidas por ley. 

p) Informar al ministro rector de Telecomunicaciones, para lo que 

corresponda, de presuntas violaciones a la legislación ambiental vigente, por 

parte de los operadores y proveedores de los servicios de 

telecomunicaciones. 

q) Someter, a la aprobación de la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, 

las estrategias del órgano, los planes anuales operativos, los estados 

financieros y las normas generales de organización de la SUTEL. 

r) Elaborar las normas técnicas, con la consulta de la Autoridad Reguladora y 

proponerlas al Poder Ejecutivo, para su aprobación. 

s) Fijar las tarifas de telecomunicaciones, de conformidad con lo que dicte la 

ley. 

Contra las resoluciones del Consejo de la SUTEL, procederá el recurso de 

reconsideración o de reposición"21º. 

Entre las funciones citadas en el extenso artículo anterior, se pueden 

rescatar varias que son indispensables para cumplir con los objetivos, por lo que 

se creó un ente regulador especializado en la materia de telecomunicaciones, 

entre ellas está la protección de los derechos de usuarios. 

Los destinatarios del servicio de telecomunicaciones merecen que sus 

derechos e intimidad sean respetados por los operadores, por lo que a la SUTEL 

le corresponde fiscalizar y obligar a los operadores a que cumplan con los 

parámetros establecidos para velar por la protección de la información de sus 

usuarios. 

21º Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 73. 
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La normativa que ampara a los usuarios en el sector de las 

telecomunicaciones va a ser la Ley 7274 de "Promoción de competencia y defensa 

efectiva del consumidor", esto con motivo de resolución número 393-F-S1-2012, 

emitida por la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, en la que se indica 

que "la existencia de un nuevo régimen especial para el sector telecomunicaciones, 

no implica por ello que, a la relación de consumo (que no se cuestiona) que se dio 

entre las partes de este proceso, entonces, le resultan excluyentes o de 

inaplicación, las regulaciones relativas a la defensa del consumidor establecidas en 

la LPDEC, en particular, el régimen de responsabilidad objetivo establecido en el 

numeral 35 indicado"211
, por lo que SUTEL deberá no solo velar por la aplicación 

de la normativa de telecomunicaciones, sino la establecida en la Ley 7 4 72 en 

cuanto a la protección de los consumidores. 

Otra función asignada a la SUTEL es la de coordinación que debe tener con 

el Ministerio rector de las telecomunicaciones, el cual , en la actualidad, es el 

MICITT. Es necesario que existan buenas relaciones entre SUTEL y MICITT, esto 

debido a que el plan nacional de frecuencias, la aplicación de proyectos de 

FONATEL, la asignación de frecuencias del espectro y otros elementos 

relacionados con la actividad de las telecomunicaciones por ley está determinado 

que son actividades que deben darse en conjunto entre SUTEL y Poder Ejecutivo. 

Con respecto del establecimiento de estándares mínimos de calidad de los 

proveedores, es importante que el Consejo de SUTEL tenga un control, dado a 

que así los usuarios podrán acceder a un servicio de calidad bajo un precio justo. 

También, se le atribuye al Consejo, la homologación de los contratos que se 

suscriben entre operadores y usuarios, función que eliminará que el operador de 

forma arbitraria le establezca al usuario condiciones totalmente abusivas a la hora 

de disfrutar de un servicio. 

211 Voto 393-F-51-2012. Sala Primera de las 8:40 horas del 22 de marzo de 2012. 
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Otra función asignada al Consejo es referente a la resolución de conflictos 

que se originen en el ámbito de las telecomunicaciones, ya sea entre operadores 

de redes y proveedores, los cuales el Consejo debe garantizar la resolución de 

estos. También, la fijación de tarifas y cánones, le compete al Consejo, no 

obstante, esa fijación tal y como lo dispone el artículo 73, se debe hacer conforme 

en la Ley 7593, donde se establece la convocatoria de audiencias para discutir las 

tarifas y cánones. 

En sí, las competencias del Consejo son complejas dado a que abarcan 

muchos aspectos referentes a un sector de telecomunicaciones que se empezó a 

desarrollar dentro de un marco normativo realmente nuevo. Son funciones que 

requieren de mucha responsabilidad y las cuales se deben analizar si se están 

cumpliendo a cabalidad. 

Finalizado el estudio de las telecomunicaciones como servicio público y 

servicio universal, el fundamento constitucional de la regulación de las 

telecomunicaciones y el panorama actual de la regulación de las 

telecomunicaciones a partir de la aprobación y ratificación del Tratado de Libre 

Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana, en el 

siguiente título se realizará el análisis jurídico de las fortalezas y debilidades de la 

regulación del servicio público en el mercado de las telecomunicaciones, esto de 

conformidad con los hechos que se han presentado después de seis años de la 

entrada en vigencia de las leyes de implementación y la entrada en 

funcionamiento de SUTEL. 
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TÍTULO TERCERO 

FORTALEZAS Y DEBILIDADES DE LA REGULACIÓN DE SERVICIO PÚBLICO 
EN EL MERCADO DE LAS TELECOMUNICACIONES CON MOTIVO DE LA 
APROBACIÓN Y RATIFICACIÓN DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO 

ENTRE ESTADOS UNIDOS, CENTROAMÉRICA Y REPÚBLICA DOMINICANA 

Después de haber realizado un estudio del concepto de servicio público, 

sus elementos y principios, de hacer mención al concepto de telecomunicaciones 

desde sus dos perspectivas, como servicio público y como servicio universal y 

finalmente después de realizar una síntesis de las leyes de implementación con 

motivo de la entrada en vigencia de la Ley 8622, se pudo dar una visión global del 

sistema de regulación en materia de telecomunicaciones que impera, actualmente, 

en Costa Rica desde la entrada en vigencia del TLC. 

En vista de lo anterior, en esta parte de la investigación, es necesario 

realizar un estudio de las fortalezas y debilidades de la aplicación del modelo de 

regulación del mercado de las telecomunicaciones en Costa Rica, esto por cuanto 

la firma y ratificación del Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, 

República Dominicana y Centroamérica generó un cambio en la estructura de 

muchos sectores que se encuentran incluidos dentro de dicho tratado. En el caso 

de las telecomunicaciones, como en reiteradas ocasiones se ha indicado, la 

apertura causó que la estructura de regulación a nivel normativo e institucional 

cambiara radicalmente, pues se partió desde cero para iniciar con los 

requerimientos que el TLC establecía en su capítulo décimo tercero. Por lo que es 

momento de analizar el concepto de regulación, qué implica y por último analizar 

las fortalezas y debilidades que se han originado posterior a todos los cambios 

que se han producido con motivo de la apertura del mercado de las 

telecomunicaciones. 

165 



CAPÍTULO PRIMERO: CONCEPTO DE REGULACIÓN Y SUS IMPLICACIONES 

EN EL ÁMBITO DE LAS TELECOMUNICACIONES CON MOTIVO DE LA 

APERTURA 

A lo largo de esta investigación se ha hecho alusión a la palabra regulación 

en el mercado de telecomunicaciones, pero no a su concepto en sí, en esta etapa 

se le dedicará un breve espacio a la definición de regulación, sus manifestaciones 

y sus implicaciones. 

SECCIÓN 1: CONCEPTO DE REGULACIÓN 

La apertura en las telecomunicaciones por sí misma, implica la presencia de 

múltiples oferentes y operadores del servicio de telecomunicaciones, tampoco se 

puede dejar de lado la presencia de los consumidores finales del servicio, es decir, 

los usuarios. Ante tantos actores presentes en el mercado de telecomunicaciones, 

las normas de participación, convivencia y dinámica económica deben ser 

determinadas por un ente regulador que sea especialista en la materia, con una 

normativa especial que la regule y es mediante la regulación que se crea toda la 

estructura de funcionamiento de determinado sector. Es por lo siguiente que se 

dice que "El regulador es una pieza clave en la liberación de las 

telecomunicaciones por varias razones"212
, por lo anterior, es necesario estudiar el 

concepto de regulación y qué implica. A lo largo de esta investigación se ha hecho 

alusión a la palabra regulación en el mercado de telecomunicaciones, pero no a su 

concepto en sí, es en esta etapa en la que se le dedicará un espacio a la 

definición de regulación. 

212 BARTH JIMÉNEZ, José F. Recurso de Amparo y Regulación de las Telecomunicaciones. En: 

Constitución y Justicia Constitucional. 1 ed. Colegio de Abogados de Costa Rica. 2009. p. 490. 
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Se debe hacer una aclaración en cuanto al concepto de regulación, el cual 

no siempre está supeditado al ámbito público, "la regulación en nuestro medio no 

tiene como destinatario único al servicio público tradicional subjetivo o adjetivo, 

pues abarca toda una serie de actividades públicas o privadas que requieren un 

ajuste para que su desarrollo dentro de la vida económica sea posible y ese ajuste 

proviene del poder estataf'213
, es decir, la regulación es utilizada para cualquier 

medio o desarrollo de una actividad, de ahí su importancia, no obstante, dado a 

que el presente trabajo de investigación está enfocado al ámbito público se tomará 

como base el concepto de regulación en dicho ámbito. 

Primeramente, se debe centrar la regulación en el contexto de un Estado 

que desea garantizar la prestación de determinado servicio, el cual con motivo de 

la implementación de una ley, o bien, sea el caso de Costa Rica con la entrada en 

vigencia de un Tratado de Libre Comercio, debe establecer lineamientos que 

establezcan y velen porque determinado servicio se brinde en buenas 

condiciones, se dice que "Al Estado le interesa, en esta situación, asegurar que 

estas prestaciones en beneficio de los ciudadanos se mantengan. Por ahora no las 

ofrece directamente. Las exige a las empresas y tiene que asegurar que las 

cumplen. Las empresas, por su lado, soportan imposiciones que no se limitan, 

como antes, a la evitación de comportamientos no dañosos para el interés general 

sino, en positivo, prestaciones que son irrenunciables para la distribución 

equitativa de los recursos disponibles y el mantenimiento igualitario del nivel de 

bienestar alcanzado'1214
, aplicando la última cita a la realidad costarricense, se 

puede extraer que en el caso de las telecomunicaciones, el Estado ve la 

213 HIDALGO CUADRA, Ronald. Apuntes generales sobre regulación. Revista de Derecho Público. 

San José. Enero-Junio. 2007. p. 47. 
214 MUÑOZ MACHADO, Santiago. Fundamentos e instrumentos jurídicos de la regulación 

económica. Derecho de la Regulación Económica. 1 ed. Fundación del Instituto Universitario de 

Investigación José Ortega y Gasset. 2009. p. 9. 
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necesidad de regular el servicio que ya no va a ser brindado por sus instituciones, 

sino por otros participantes privados. 

La ARESEP en su sitio en Internet define el concepto de regulación como 

aquella "forma de intervención pública, que restringe, influye o condiciona las 

actuaciones de los agentes económicos, obligando a las empresas a actuar 

conforme la ley y reglamentos, controlando precios e imponiendo restricciones en 

el ejercicio de las actividades, encausando los mercados como mecanismos de 

asignación de recursos para conseguir el máximo bienestar social"215
• En vista del 

concepto establecido por la ARESEP, la regulación se entiende como aquella 

manera de establecer lineamientos, reglas, obligaciones y restricciones con la 

finalidad de que la actividad por realizar se dé bajo parámetros de equidad entre 

todos los oferentes y así los usuarios puedan obtener un mejor servicio. La 

regulación viene a ordenar un panorama, un sector, una actividad, todo con la 

finalidad de garantizar la eficiencia del servicio, en conclusión es una manera de 

controlar una actividad sea estatal o privada. 

La regulación posee varios tipos de manifestaciones, que son 

proporcionadas por el autor Ronald Hidalgo Cuadra: 

• "Regulación básica y general: Es aquella que la encontramos integrada por 

el Código Civil o el de Comercio, que consagran un marco jurídico ... 

• Regulación de limitación: Ésta se compone se compone de una serie de 

normas mediante las que se busca limitar el ejercicio de la libertad de 

empresa y adecuarla a las condiciones de seguridad, salubridad, protección 

del ambiente, que el interés público exige proteger. 

215 Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. 2009. http://www.aresep.go.cr. Consulta 9 de 

octubre 2013. 
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• Regulación económica stricto sensu ... Se busca equilibrar las relaciones 

económicas"216
• 

Tomando como base las nociones de regulación establecidas 

anteriormente, se concluye que el concepto de regulación contempla tres 

propósitos principales: ordenar, establecer pautas y garantizar equilibrio entre los 

operadores del servicio y las actividades que realicen. 

Otro concepto relacionado con la noción de regulación, de la cual, también, 

debe hacerse referencia es el caso del regulador, el cual se entiende como una 

figura que idealmente debe estar "especializado en el sector en que actúa, lo cual 

encie"a diversos e importantes requerimientos. Tiene que tener suficiente 

información para tomar decisiones razonables y esta información es costosa y 

valiosa; y tiene que actuar con muchas rapidez porque los sectores bajo su 

responsabilidad se mueven muy deprisa'1217
• 

El regulador será, por lo tanto, el ente u órgano que se especialice en la 

materia y aplique el marco normativo e institucional de determinado sector, en el 

caso de Costa Rica, actualmente, es la SUTEL el regulador especializado del 

sector de telecomunicaciones, mientras que la ARESEP es el ente regulador de 

los servicios públicos de transporte, combustibles, electricidad y otros. 

El papel del regulador no es fácil, tiene muchas responsabilidades a su 

cargo, una de esas responsabilidades es mantenerse alejado de las presiones de 

muchos grupos económicos que se desenvuelven en el ámbito de los operadores 

de servicios. "El entorno del regulador está conformado por sectores con intereses 

particulares y usualmente contrapuestos y que, aisladamente no generan un 

216 HIDALGO CUADRA, Ronald. Op. cit. p. 49. 
217 ARIÑO ORTIZ, Gaspar. Principios de Derecho Público Económico. Universidad Externado de 

Colombia, 3 ed. Costa Rica. 2003. p. 758. 
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mercado competitivo"218
, por lo que, el regulador debe aplicar de forma tajante el 

marco regulador a todo los prestatarios de servicios y establecer igualdad de 

condiciones para fomentar la competencia y, por ende, eliminar prácticas 

desleales y abusos de los operadores a los usuarios. 

Tanto el concepto de regulación como el de regulador tienen como finalidad 

fomentar un ambiente de equilibrio, en donde se respete el marco regulatorio y en 

donde se dé el desarrollo de una actividad de servicio público destinada a los 

ciudadanos sin ningún inconveniente. 

SECCIÓN 11: REGULACIÓN ENFOCADA A LA COMPETENCIA 

Con los cambios económicos que se han presentado y siendo común, en la 

actualidad, que los países celebren tratados de libre comercio, como sucedió con 

el caso de Costa Rica y Estados Unidos, se establece una nueva manifestación de 

regulación, de la cual se dedicó una mesa redonda en el en el 1 Congreso 

Iberoamericano de Telecomunicaciones celebrado en Costa Rica en el mes de 

junio de dos mil trece, mesa redonda que contó con la honorable participación del 

expositor Gaspar Ariño, quien manifestó que la regulación tradicional se da 

principalmente en aquellos sectores en los cuales no existe un mercado ni 

posibilidades de competir, un ejemplo de lo expuesto por el autor Ariño es el caso 

del ICE antes de la apertura del mercado de telecomunicaciones en el año dos mil 

ocho, en donde era el ICE el único operador de telecomunicaciones y la actividad 

realizada referente a tarifas, precios y calidad del servicio brindado por dicha 

institución era regulada por la ARESEP. Sobre este aspecto, el autor Ronald 

Hidalgo hace hincapié en que "la competencia es lo prioritario, la regulación es el 

218 BARTH JIMÉNEZ, José F. Op. cit. p. 491. 
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medio para su nacimiento y desa"o/1021911
, por lo que se sobreentiende que una de 

la manera más clara para poder llegar al ideal de un mercado competitivo libre de 

trabas, es con la regulación. 

La Constitución Política de Costa Rica ve al ideal de la competencia como 

un derecho, esto debido a que contempla un artículo que prohíbe aquellas 

prácticas que atentan contra un mercado de competencia leal: 

"Artículo 46.- Son prohibidos los monopolios de carácter particular, y 

cualquier acto, aunque fuere originado en una ley, que amenace o restrinja la 

libertad de comercio, agricultura e industria. Es de interés público la acción 

del Estado encaminada a impedir toda práctica o tendencia monopolizadora. 

Las empresas constituidas en monopolios de hecho deben ser sometidas a 

una legislación especial. Para establecer nuevos monopolios en favor del 

Estado o de las Municipalidades se requerirá la aprobación de dos tercios de 

la totalidad de los miembros de la Asamblea Legislativa. Los consumidores y 

usuarios tienen derecho a la protección de su salud, ambiente, seguridad e 

intereses económicos; a recibir información adecuada y veraz; a la libertad 

de elección, y a un trato equitativo. El Estado apoyará los organismos que 

ellos constituyan para la defensa de sus derechos. La ley regulará esas 

materias. (Así reformado por el artículo 1º de la ley Nº 7607 de 29 de mayo de 

1996)'122º. 

A nivel constitucional, es evidente que la promoción de la competencia está 

tutelada por la norma citada, lo que contribuye a que la regulación cumpla la 

función determinante que el autor Hidalgo Cuadra resalta, la cual es que el 

propósito de la regulación en materia de competencia es "la promoción de la 

219 HIDALGO CUADRA, Ronald. Op. cit. p. 52. 
22° Constitución Política de la República de Costa Rica del 7 de noviembre de 1949. Artículo 46. 
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competencia abierta y equitativa. No se trata de consolidar feudos para mantener 

los privilegios que da la prestación de un servicio"221
• 

Siguiendo con el tema del Congreso, el expositor se refirió al nuevo modelo 

de regulación que se inclina por la regulación de la competencia, el cual define 

como un modelo producto de un proceso de modernización, por lo que: 

"Con el modelo de regulación orientado a la competencia se abre un nuevo 

frente en el que posiblemente adquiere su mayor consistencia la actividad 

reguladora. Es el de la co"elación- más que competencia- entre los 

operadores"222
• 

Es claro, que con la apertura del mercado de telecomunicaciones en Costa 

Rica, que estuvo durante muchísimos años adscrito a un sistema de monopolístico 

(valga la aclaración que no necesariamente por esa razón el sistema que 

prevaleció era deficiente), se iba a ingresar a un modelo de competencia, el cual 

debe estar necesariamente regulado, por lo que se establece necesario la 

regulación al decir "que se requiere para el cumplimiento de los objetivos del Plan 

Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones, incluidos la composición, el 

carácter técnico, las responsabilidades y las atribuciones del Ente Rector, del Ente 

Regulador y del Ente Gestor'1223
• 

Son muchos los elementos que abarcan las telecomunicaciones, la 

administración y uso del espectro, por ejemplo, también está la participación de 

muchos actores en el desarrollo de dicho servicio, por eso y otras razones es que, 

la regulación, es importante, regulación que en la actualidad está dirigida a buscar 

221 HIDALGO CUADRA, Ronald. Op. cit. p. 52. 
222 ESTEVE PARDO, José. La regulación de industrias y pub/ic utilities en los EEUU. Derecho de la 

Regulación Económica. 1 ed. Fundación de Instituto Universitario de Investigación José Ortega y 

Gasset. 2009. p. 337. 
223 Hacia la Sociedad de la Información y el conocimiento de Costa Rica. Gobierno Fácil. 

www.gobiernofacil.go.cr [Consulta: 09 de octubre de 2013]. 
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el fomento de un mercado de competencia, sobre este punto manifiesta el autor 

Orozco Salas que: 

"En general la regulación de la participación de empresas extranjeras en el 

mercado nacional implica, más que un filtro, la adopción de una forma, es 

decir, no se imponen barreras al tráfico comercial de una persona jurídica 

extranjera en el país sino que su participación se orienta a través de 

normativa que permita claridad y que le otorgue validez a los actos jurídicos 

en los que participa; y si se quiere, estas disposiciones apenas hacen 

mención de la normativa preexistente en otras áreas del derecho 

comerciaf'224
. 

La competencia es un concepto muy común en el ámbito económico y se 

refiere a una "situación de empresas que rivalizan en un mercado ofreciendo un 

mismo producto o servicio, o variedades de estos productos o servicios'1225
, 

también, se entiende como " ... lucha por la clientela. Hay competencia cuando se 

puja por ofrecer lo mismo o algo que lo puede reemplazar. Esta lucha debe 

realizarse dentro de ciertas pautas para ser lea/'1226
• 

Aunado a esas definiciones se hace alusión al principio de competencia 

efectiva que se encuentra contemplado en la LGT, que en resumen contempla la 

necesidad de establecer mecanismos que faciliten y garanticen que todos los 

operadores y oferentes del servicio de telecomunicaciones puedan participar y 

brindar el servicio en condiciones de igualdad. La competencia en general implica 

la participación de muchos actores en un determinado sector, en donde todos 

224 OROZCO SALAS, Fernando. Op. cit. p. 40. 
225 Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. 2009. http://www.aresep.go.cr. Consulta 9 de 

octubre 2013. 
226 OTAMENDI, Jorge. La Competencia Desleal. Universidad de Palermo, Argentina. p 1. 

Recuperado de: 

http://www.pa lermo.ed u/derecho/pu bl icaciones/pdfs/revistaj u rid ica/n3 N 2.0ctu bre1998/032J u r 

idicaOl.pdf 
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puedan participar de forma libre y siguiendo los lineamientos diseñados para el 

desarrollo de cada actividad. 

Ante la novedad de un mercado de telecomunicaciones destinado a la 

apertura en Costa Rica, se concluye que "no cabe duda que la apertura de un 

mercado a la competencia supone para los operadores que hasta ese momento 

actuaban con absoluta libertad y total control respecto a los usuarios finales, la 

modificación de su forma de tomar decisiones. Su hegemonía en el mercado se ve 

afectada por la aparición de operadores que tienden a emular ofertas y a introducir 

nuevos servicios"227
• Para comprender lo anterior, se puede tomar como base el 

caso del ICE que figuraba anterior a la apertura como único operador de servicios, 

y que para los nuevos operadores no ha sido muy fácil debido a que han tenido 

que adaptarse a un sistema totalmente nuevo de regulación y han tenido que 

competir ante un mercado de usuarios que estaban acostumbrados a un sistema 

de no apertura, por lo que es común, en la actualidad, estar expuestos a la ola de 

publicidad que se presenta para dar a conocer a sus empresas y sus ofertas. 

La regulación de competencia, parte de la necesidad de garantizar una 

competencia efectiva, donde se garantice la libre concurrencia y la lealtad entre 

los oferentes y prestatarios de un determinado servicio, idealmente la regulación 

se encargará de guiar un mercado libre de prácticas desleales. 

SECCIÓN 111: IMPLICACIONES DE LA REGULACION EN EL SECTOR DE LAS 

TELECOMUNICACIONES 

La regulación es una de las formas ideales de generar estabilidad y 

controlar un determinado sector, ya sea público o privado que se encargue de 

desarrollar una actividad, es claro que "la función reguladora, como hemos 

227 HEREDERO, Begoña citado en OROZCO SALAS, Fernando. Op. cit. p. 28. 

174 



señalado, está constituida por normas, pero a la par de ellas la regulación apareja la 

existencia de toda una estructura para monitorear la calidad de los productos y 

servicios, para estudiar costos y tarifas, para exigir y recibir información del sujeto 

regulado, para atender denuncias, etc. "228
• 

En el caso del mercado de telecomunicaciones costarricense, con motivo 

de la apertura fue necesario establecer pautas de regulación para varios 

elementos. A nivel general, se pueden mencionar los elementos que forman parte 

de la estructura de regulación entre los cuales se puede destacar la definición de 

tarifas de los servicios, las formas de concesionar frecuencias del espectro 

radioeléctrico, los procesos ejecución de proyectos con fondos del FONATEL y la 

relación consumidor-operador, eso a nivel general en vista de que son muchos 

más los elementos que abarca la regulación, no obstante, en esta sección se hará 

referencia a los mencionados dado a que se considera son los más relevantes. 

A) TARIFAS Y PRECIOS DEL SERVICIO 

Las tarifas y los precios de los servicios de telecomunicaciones son quizás 

uno de los elementos más difíciles de determinar dado a que confluyen muchos 

intereses de por medio, por un lado, están los intereses de los operadores de 

telecomunicaciones y por otro, los usuarios de dicho servicio. Las tarifas siempre 

deben ser razonables y deben ir conforme con un servicio de calidad, deben 

responder a un equilibrio de intereses. Cabe aclarar, que con la implementación 

de la nueva estructura de regulación del mercado de las telecomunicaciones con 

motivo de la apertura del mercado, surgió la preocupación de ver cómo se iba a 

poner en práctica la fijación de tarifas. El autor Fabián Salís Soto ha indicado que 

hay dos fases "la fase de transición hacia el régimen de competencia del mercado 

228 HIDALGO CUADRA, Ronald. Op. cit. p. 52. 
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de telecomunicaciones y otro para la fase en la cual el mercado de 

telecomunicaciones ha entrado en competencia efectiva"229
, son esas dos fases 

las que están debidamente establecidas en el artículo 50 de la LGT: 

"Artículo 50.- Precios y tarifas. Las tarifas de los servicios de 

telecomunicaciones disponibles al público serán establecidas inicialmente 

por la SUTEL, conforme a la metodología de topes de precio o cualquier otra 

que incentive la competencia y la eficiencia en el uso de los recursos, de 

acuerdo con las bases, los procedimientos y la periodicidad que se defina 

reglamentariamente. Cuando la SUTEL determine, mediante resolución 

motivada, que existen las condiciones suficientes para asegurar una 

competencia efectiva, los precios serán determinados por los proveedores 

de los servicios de telecomunicaciones. En caso de que la SUTEL determine, 

mediante resolución motivada, que las condiciones de competencia efectiva 

en el mercado dejan de darse, deberá intervenir procediendo a fijar la tarifa, 

de acuerdo con lo estipulado en el primer pá"afo de este artículo23º". 

El artículo citado anteriormente, indica el mecanismo de regulación de 

precios y tarifas establecido normativamente, se puede extraer que la primera fase 

de transición determina que los precios y tarifas serán precisados directamente 

por la SUTEL (toman como base la tarifa de precios establecida por ARESEP 

anterior a la apertura). La fase de mercado competitivo se presentará una vez que 

se logre comprobar que hay una verdadera competencia efectiva entre los 

operadores, por lo que las tarifas se instituirán acorde con el mercado. 

Claramente, lo que establece la normativa es un sistema en pro de un 

mercado competitivo de forma ideal que los precios se determinan desde la 

229 SOLÍS SOTO, Fabián. Operadores Móviles Virtuales en Costa Rica. Tesis de Graduación para 

optar por el grado de Licenciatura en Derecho. Campus Rodrigo Facio: Universidad de Costa Rica. 

2012. p. 65. 
230 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 50. 
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dinámica que impere en su momento, una vez que se logre comprobar esa 

competencia efectiva. De momento y hasta tanto no se presente un mercado 

competitivo en telecomunicaciones libre de prácticas desleales, será SUTEL la 

encargada de regular y precisar las tarifas estando todavía situados en el sistema 

de transición para fijación de tarifas. 

B) CONCESIONES, AUTORIZACIONES Y PERMISOS DEL ESPECTRO 

RADIOELÉCTRICO 

Tal y como se ha establecido en este trabajo de investigación, el espectro 

es parte importante del desarrollo de las telecomunicaciones y al ser un bien de 

dominio público su regulación debe ser plena. La LGT determina varias figuras las 

cuales se conocen como títulos habilitantes que son las formas básicas de permitir 

que los operadores y prestatarios del servicio de telecomunicaciones puedan 

hacer uso del espectro. 

Cada título habilitante tiene un procedimiento que se encuentra regulado y 

la SUTEL tiene gran inherencia en los procedimientos. En el caso de las 

concesiones, aunque la decisión de adjudicación posterior a una licitación pública 

esté a cargo del Poder Ejecutivo, es el regulador al ser el órgano especializado en 

el tema quien brindará una recomendación acerca de dicha adjudicación. 

Con respecto de las autorizaciones, la SUTEL será la encargada de 

otorgarlas, mientras que en el caso de los permisos sucede lo mismo con las 

concesiones. Lo cierto del caso, es que la regulación en el tema del espectro es 

de suma importancia, dado a que no deja a la libre que cualquier operador pueda 

explotar un bien de dominio público. 
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También, está regulado el tema de la cesión de concesiones, situación que 

tampoco debe dejarse de lado y que SUTEL debe estar atenta a situaciones 

irregulares que puedan presentarse entre los mismos concesionarios. La cesión 

de concesiones está regulada en el artículo 20 de la LGT: 

"Artículo 20.- Cesión. Las concesiones pueden ser cedidas con la 

autorización previa del Poder Ejecutivo. Al Consejo le corresponde 

recomendar al Poder Ejecutivo si la cesión procede o no. Para aprobar la 

cesión se deberán constatar como mínimo los siguientes requisitos: 

a) Que el cesionario reúne los mismos requisitos del cedente. 

b) Que el cesionario se compromete a cumplir las mismas obligaciones 

adquiridas por el cedente. 

c) Que el cedente haya explotado la concesión por al menos dos años y haya 

cumplido las obligaciones y demás condiciones fijadas para tal efecto en el 

contrato de concesión. 

d) Que la cesión no afecte la competencia efectiva en el mercado. 

Autorizada la cesión, deberá suscribirse el respectivo contrato con el nuevo 

concesionario'1231
• 

De conformidad con el artículo anterior, ningún concesionario puede 

disponer, negociar, ni ceder las frecuencias del espectro que les fueron 

adjudicadas sin que medie autorización del Poder Ejecutivo, situación que será 

analizada por el Consejo de SUTEL y que dará la recomendación adecuada al 

Poder Ejecutivo. 

231 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 20. 

178 



La regulación del espectro es uno de los aspectos más importantes que se 

debe regular, dado a su carácter de dominio público y a la naturaleza del recurso 

agotable que debe ser administrado de la manera más eficiente. 

C) SOBRE LOS CÁNONES ESTABLECIDOS A OPERADORES 

Un ente regulador debe tener medios y formas de financiamiento para 

poder poner en práctica los planes y proyectos que tiene programados. Una de 

esas formas de financiamiento son los cánones, estos entran dentro de la materia 

de regulación. La LGT indica que existen dos tipos de cánones, los cuales son el 

canon de regulación y el de reserva del espectro, pero antes de exponer sobre 

esas dos clasificaciones, es necesario definir el término "canon". 

La Sala Constitucional en la sentencia número 9170-2006 de las dieciséis 

horas treinta y seis minutos del veintiocho de junio de dos mil seis, define al canon 

como "la contraprestación a cargo del particular, por el uso o aprovechamiento de 

un bien de dominio público, ciertamente escapa al concepto de tributo, que es una 

imposición por parte del Estado, sin promesa o garantía de que el particular reciba 

en forma clara y directa un beneficio por el/0'1232
, de igual forma en el sitio web de 

la Superintendencia de Telecomunicaciones se define al canon como "un 

mecanismo de financiamiento de los entes reguladores'.233
• De conformidad con lo 

anterior y aplicándolo en materia de telecomunicaciones se puede decir que el 

canon es una contribución que realizan los operadores a favor del regulador. 

232 Voto 9170-2006. Sala Constitucional de las 16:36 horas del 8 de junio de 2006. 
233 Superintendencia de Telecomunicaciones. 2011. http://www.sutel.go.cr. Consulta 13 de 

octubre 2013. 
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Tal y como se indicó en el ámbito de regulación de telecomunicaciones, 

existen dos cánones, el primero es el canon de regulación en cual está establecido 

en el artículo 62 de la LGT: 

"Artículo 62.- Canon de regulación: Cada operador de redes de 

telecomunicaciones y proveedor de servicios de telecomunicaciones, deberá 

pagar un único cargo de regulación anual que se determinará de 

conformidad con el artículo 59 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos, N. 0 7593, de 9 de agosto de 1996. El Estado velará 

porque no se impongan cargas tributarias. El canon dotará de los recursos 

necesarios para una administración eficiente, anualmente deberán rendir 

cuentas del uso de recursos mediante un informe que deberá ser 

auditado''234
• 

El canon de regulación consiste en un aporte de cada operador de 

telecomunicaciones, contribución que está destinada a aquellas actividades 

referentes a la regulación del servicio. 

Otro canon que determina la ley es el de reserva del espectro que consiste 

en una contribución a los operadores que tengan asignados frecuencias del 

espectro radioeléctrico. Este canon está regulado en el artículo 63 de la LGT: 

"Los operadores de redes y los proveedores de servicios de 

telecomunicaciones deberán cancelar, anualmente, un canon de reserva del 

espectro radioeléctrico. Serán sujetos pasivos de esta tasa los operadores 

de redes o proveedores de servicios de telecomunicaciones, a los cuales se 

haya asignado bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico, 

independientemente de que hagan uso de dichas bandas o no ... "235
• 

234 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 62. 
235 /bid. Artículo 63. 
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Básicamente, el canon de reserva del espectro, es aquella contribución que 

otorgan aquellos operadores que han sido favorecidos con la adjudicación de 

frecuencias del espectro a la SUTEL como parte de ese derecho de utilizar las 

frecuencias. 

El establecimiento de cánones es parte de lo que implica el tema de 

regulación, debido a que mediante a esa figura donde se garantiza una forma de 

ingreso de recursos para el órgano regulador. 

D) EJECUCIÓN DE PROYECTOS A TRAVÉS DEL FONATEL 

El Fondo Nacional de Telecomunicaciones nace con la finalidad de ser 

destinado a proyectos dirigidos a disminuir la brecha digital. El FONATEL se 

financia de fondos establecidos en el artículo 38 de la LGT: 

"Artículo 38.- Financiamiento del Fondo Nacional de Telecomunicaciones 

(FONA TEL). FONA TEL será financiado con recursos de las siguientes 

fuentes: 

a) Los recursos provenientes del otorgamiento de las concesiones, cuando 

corresponda. 

b) Las transferencias y donaciones que instituciones públicas o privadas 

realicen a favor de FONA TEL. 

c) Las multas y los intereses por mora que imponga la SUTEL. 

d) Los recursos financieros que generen los recursos propios de FONA TEL. 

e) Una contribución especial parafiscal que recaerá sobre los ingresos 

brutos devengados por los operadores de redes públicas de 

telecomunicaciones y los proveedores de servicios de telecomunicaciones 
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disponibles al público, la cual será fijada, anualmente, por la SUTEL de 

conformidad con el siguiente artículo. 

Los recursos de FONA TEL no podrán ser utilizados para otro fin que no sea 

para lo establecido en el Plan nacional de desa"ollo de las 

telecomunicaciones, en el cumplimiento de los objetivos de acceso 

universal, servicio universal y solidaridad, definidos en el artículo 32 de esta 

Ley, y deberán asignarse íntegramente cada año. No obstante, los costos de 

administración de FONA TEL serán cubiertos con los recursos del Fondo, 

para lo cual no se podrá destinar una suma mayor a un uno por ciento (1%) 

del total de los recursos. 

Se declaran de interés público las operaciones de FONA TEL; por lo tanto, 

tendrá exención tributaria, arancelaria y de sobretasas para todas las 

adquisiciones o venta de bienes y servicios, así como las inversiones que 

haga y las rentas que obtenga para el cumplimiento de sus fines"236
• 

El FONATEL es financiado con fondos públicos, estos deben ser aplicados 

a proyectos que cumplan con llenar necesidades de la población, en cumplimento 

de los ideales del servicio de telecomunicaciones como servicio universal. Por lo 

anterior, se considera que parte importante del tema de regulación es la ejecución 

de proyectos que serán financiados por el FONATEL, regulación que debe ser 

acorde con los principios de servicio universal, acceso universal y solidaridad. 

E) RELACION OPERADOR- CONSUMIDOR Y SUTEL 

Durante el marco de apertura de las telecomunicaciones y, 

específicamente, en el capítulo décimo tercero del TLC, se logra identificar que 

parte de las pautas que se indican en dicho capítulo destinado a las 

236 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 38. 
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telecomunicaciones, se centran, principalmente, en la apertura y la relación 

Estados parte y empresas operadores de telecomunicaciones. Sin embargo, no se 

puede dejar de lado una de las partes más importantes para que se desarrolle un 

mercado de telecomunicaciones destinado a la competencia, la cual es el 

consumidor. Según el autor Fabián Salís "para los últimos meses del año 2011, 

según la SUTEL las principales quejas de los consumidores costa"icenses de 

telefonía móvil tenían que ver con fallas en celulares, problemas con la facturación 

o errores en los cobros, deficiencias con el servicio de Internet, recepción de 

contenido no deseado y la falta de cobertura"237
, ante esa situación es necesario 

que sea el regulador que intervenga en la relación consumidor y operador. 

Es importante saber, que la relación operador consumidor pese a que, 

también, es regulada normativamente por la Ley 7472, es el regulador SUTEL el 

órgano encargado de recibir quejas y denuncias. Se debe recordar, que una de las 

funciones de SUTEL es revisar y homologar los contratos suscritos entre el 

operador y el consumidor del servicio, esto con la finalidad de evitar 

arbitrariedades por parte de la persona más fuerte de la relación contractual, por lo 

que debe establecer un equilibrio de intereses en dicha relación. 

En su sitio en Internet, SUTEL tiene una sección de los usuarios en donde 

está la información necesaria para que cualquier persona que se sienta afectada 

en la relación contractual de telecomunicaciones presente una queja ante el 

órgano regulador, dando así espacio a aquellos usuarios disconformes con el 

servicio de telecomunicaciones para presentar cualquier reclamo. 

El artículo 45 de la LGT establece los derechos de los usuarios del servicio 

de telecomunicaciones: 

"Artículo 45.- Derechos de los usuarios finales de telecomunicaciones 

237 SOLÍS SOTO, Fabián. Op. cit. p. 84. 
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Los usuarios finales de los servicios de telecomunicaciones disponibles al 

público tendrán los siguientes derechos: 

1) Solicitar y recibir información veraz, expedita y adecuada sobre la 

prestación de los servicios regulados en esta Ley y el régimen de protección 

del usuario final. 

2) Elegir y cambiar libremente al proveedor de servicio. 

3) Autorizar previamente el cambio de proveedor de servicio. 

4) Recibir un trato equitativo, igualitario y de buena fe de los proveedores de 

servicios. 

5) Recibir el servicio en forma continua, equitativa, así como tener acceso a 

las mejoras que el proveedor implemente, para ello pagará el precio 

correspondiente. 

6) Acceder gratuitamente a los servicios de emergencia, cuando se trate de 

servicios de telefonía o similares. 

7) Recibir oportunamente la factura mensual del servicio, en la forma y por el 

medio en que se garantice su privacidad. 

8) Poder elegir entre facturas desglosadas o no desglosadas de los servicios 

consumidos. 

9) Recibir una facturación exacta, veraz y que refleje el consumo realizado 

para el período co"espondiente, para lo cual dicha facturación deberá 

elaborarse a partir de una medición efectiva. 

10) Recibir una facturación exacta, clara y veraz en cuanto a cargos por mora 

y desconexión. 

11) Obtener la pronta co"ección de los errores de facturación. 

12) Elegir el medio de pago de los servicios recibidos. 
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13) Recibir servicios de calidad en los términos estipulados previamente y 

pactados con el proveedor, a precios asequibles. 

14) Conocer los indicadores de calidad y rendimiento de los proveedores de 

servicios de telecomunicaciones disponibles al público. 

15) Disponer gratuitamente de una guía telefónica nacional y de un servicio 

nacional de información de voz, sobre su contenido. 

16) Solicitar la exclusión, sin costo alguno, de las guías de abonados 

disponibles al público, ya sean impresas o electrónicas. Los abonados 

podrán decidir cuáles datos personales se incluyen, así como comprobarlos, 

corregirlos o suprimirlos. 

17) Mantener los números de teléfono sin menoscabar la calidad, 

confiabilidad o conveniencia cuando cambie entre proveedores de servicio 

similares. 

18) Usar igual número de dígitos para acceder a un servicio similar de 

telecomunicaciones, independientemente del proveedor del servicio que 

haya elegido el usuario final. 

19) Ser informado por el proveedor, oportunamente, cuando se produzca un 

cambio de los precios, las tarifas o los planes contratados previamente. 

20) Ser informado claramente sobre los plazos de vigencia de las ofertas. 

21) No ser facturado por un servicio que el usuario final no ha solicitado. 

22) Obtener respuesta efectiva a las solicitudes realizadas al proveedor, las 

cuales podrán ser presentadas por el usuario por el medio de su escogencia. 

23) Ser informado oportunamente de la desconexión de los servicios. 

24) Obtener una compensación por la interrupción del servicio por faltas 

atribuibles al proveedor. 
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25) Solicitar la detención del desvío automático de llamadas a su terminal por 

parte de un tercero, sin costo alguno. 

26) Impedir, mediante un procedimiento sencillo y gratuito, la presentación 

de la identificación de su línea en las llamadas que genere o la presentación 

de la identificación de su línea al usuario que le realice una llamada. 

27) Impedir, mediante un procedimiento sencillo y gratuito, la presentación 

de la identificación de la línea de origen en las llamadas entrantes, así como 

rechazar las llamadas entrantes en que dicha línea no aparezca identificada. 

28) Acceder a la información en idioma español. 

29) Los demás que se establezcan en el ordenamiento jurídico vigente. 

La SUTEL, tomando en cuenta la disponibilidad de recursos técnicos y 

financieros, velará por que los operadores y proveedores ofrezcan a los 

usuarios finales con discapacidad acceso a los servicios regulados en esta 

Ley en condiciones no discriminatorias'1238
• 

Tanto el marco normativo especializado en la materia, como el órgano 

regulador especializado regulan los derechos de los usuarios y establecen los 

lineamientos para que los operadores no abusen de sus usuarios y los usuarios no 

permitan que los operadores determinan prácticas que violenten los derechos, 

algo positivo por recalcar es la regulación de ese aspecto en favor de los usuarios. 

En este capítulo se concluye que el concepto de regulación engloba 

amplios aspectos enfocados por ordenar un sector de servicios, como lo es el 

caso de las telecomunicaciones, en donde confluyen muchos intereses de índole 

económica principalmente. La regulación, no sólo requiere de un marco normativo 

y la creación de un órgano especializado en la materia, sino también, requiere 

planes, proyectos e iniciativas que contribuyan con la mejora del sector. Es, por lo 

238 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 45. 
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anterior, que se iniciará con el análisis de las fortalezas y debilidades de la 

regulación del sector de telecomunicaciones, con motivo del nacimiento de un 

nuevo sector de telecomunicaciones enfocado a la apertura del mercado con 

motivo de la entrada en vigencia del TLC y la implementación de un marco 

normativo especializado en el tema. 

CAPÍTULO SEGUNDO: FORTALEZAS DE LA REGULACIÓN DEL SERVICIO 

PÚBLICO EN EL MERCADO DE LAS TELECOMUNICACIONES 

La regulación es la pieza clave del éxito de un sector, si su marco normativo 

y las instituciones que regulan el sector funcionan conforme con los propósitos por 

los que fueron creados, lo ideal es que el sector tienda a ir creciendo. Lo más 

relevante de un sistema de regulación es que éste debe irse construyendo y 

adaptando a las condiciones de realidad imperantes en el sector, tal y como 

sucedió en el caso del sector de telecomunicaciones con los cambios económicos 

y jurídicos a los cuales el sistema costarricense tuvo que someterse con motivo de 

la ratificación del TLC, por lo que se estableció la necesidad de partir de cero y 

construir un sector de telecomunicaciones dirigido a fomentar la apertura de 

mercado y competencia, es, por esa razón, que a tan pocos años de haberse 

puesto en práctica el nuevo sistema, nace la necesidad de hacer una valoración 

de las fortalezas y debilidades de la regulación de las telecomunicaciones. 

En este capítulo, se procederá a realizar un análisis sobre las fortalezas 

más relevantes y visibles de la regulación con la puesta en práctica de un sistema 

de regulación dirigido a la apertura. 
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SECCIÓN 1: PRIMERA FORTALEZA: EXISTENCIA DE UN ÓRGANO 

ESPECIALIZADO EN MATERIA DE TELECOMUNICACIONES (SUTEL) 

Como es de conocimiento general, la ARESEP era la institución encargada 

de regular todo lo referente a los servicios públicos, entre ellos el servicio de 

telecomunicaciones. Como resultado del proceso de apertura al haberse ratificado 

el TLC y parte de las obligaciones establecidas en el capítulo décimo tercero de 

ese Tratado se establece la necesidad de instaurar un regulador especializado en 

la materia de telecomunicaciones y fue así que Costa Rica empezó a cambiar su 

estructura normativa e institucional dando paso a un nuevo sector de 

telecomunicaciones enfocado en fomentar la competencia. 

Uno de los principios regulatorios que establece el TLC es el de la 

presencia de una autoridad reguladora independiente que consiste en que "Costa 

Rica establecerá o mantendrá una autoridad reguladora para los servicios de 

telecomunicaciones, que será independiente de todo proveedor de servicios de 

telecomunicaciones, y no responderá ante ellos. Costa Rica asegurará que su 

autoridad reguladora para los servicios de telecomunicaciones esté autorizada a 

imponer sanciones efectivas para hacer cumplir las medidas domésticas 

relacionadas a las obligaciones establecidas en este Anexo. Esta autoridad 

reguladora podrá incluir jurisdicción sobre la administración del espectro, servicio 

universal, fijación de tarifas y otorgamiento de licencias para nuevos participantes 

al mercado. Las decisiones y los procedimientos de la autoridad reguladora serán 

imparciales con respecto a todos los participantes en el mercado"239
, de ahí, es 

donde nace la Superintendencia de Telecomunicaciones, cuya naturaleza jurídica 

por ley es definida como un órgano de desconcentración máxima, definición que 

239 Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana. Sobre 

principios regulatorios. 
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está contenida en el artículo 53 de la Ley 7593 de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos. 

El Dictamen C-126-2010 de la Procuraduría General de la República se 

refiere sobre lo relevante de la creación de la SUTEL y su naturaleza jurídica 

"SUTEL es parte de la organización fundamental de la ARESEP, un órgano que 

necesariamente debe existir en razón de las competencias de que es titular. Un 

órgano, además, de carácter externo y que ejerce potestades de imperio, cuya 

regulación es reserva de ley. Desde la presentación del proyecto de Ley que daría 

origen a la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del 

Sector Telecomunicaciones, Ley 8660 de 8 de agosto de 2008, hasta la redacción 

quedó claro que no era interés de los poderes políticos crear una entidad 

descentralizada, sino fundarse en la organización reguladora de los servicios 

públicos para especializar uno de sus órganos en materia de 

telecomunicaciones'MO, en vista de lo anterior, se concluye que la notabilidad del 

tema de telecomunicaciones con motivo de la apertura, produjo la necesidad de 

crear un órgano especializado que regulara en su totalidad la materia. 

El sector de telecomunicaciones, como se ha visto a lo largo de esta 

investigación, contiene muchos elementos que deben funcionar entre sí para 

obtener buenos resultados y el hecho de que exista un órgano especializado en la 

materia y lo más importante que sea transparente, contribuye mucho en que las 

telecomunicaciones como servicio universal se puedan desarrollar. 

Con la creación de la Superintendencia de Telecomunicaciones, se le 

atribuyen competencias que antes estaban asignadas a ARESEP, no obstante, 

con todos los cambios que se generan con motivo de la apertura se le agregan 

otras competencias, marcando un paradigma todavía más positivo, en virtud de 

que no se regulan las telecomunicaciones de forma general como al resto de los 

240 Dictamen número C-126-2010 del 17 de junio de 2010. Procuraduría General de la República. 
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servicios públicos, sino estará SUTEL como la encargada de toda la cadena que 

se genere en tema de telecomunicaciones. Es claro, que la apertura en 

telecomunicaciones sin la presencia de un órgano como SUTEL, traería 

implicaciones negativas porque dificultaría los procesos para que el mercado 

competitivo se mueva con mayor dinamismo, a su vez, por lo que es indiscutible el 

beneficio de que exista un órgano regulador enfocado en un solo sector. 

SUTEL tiene a cargo muchas funciones en el sector de telecomunicaciones, 

no es solo fijar precios y tarifas, es regular el mercado de telecomunicaciones, es 

garantizar que se den los principios de servicio universal, solidaridad y acceso 

universal, es estar pendiente de las relaciones de los operadores, de las 

relaciones operador-consumidor, es vigilar que se aplique y se respete la 

normativa, es que garantice que los operadores se ajusten al marco jurídico 

costarricense, es que destine fondos a proyectos que luchen por disminuir la 

brecha digital en el país. También, están las potestades que a nivel general le 

otorga el Plan estratégico de SUTEL el cual expresa, también, parte de las 

potestades que tiene a cargo SUTEL, en donde destacan las siguientes: 

"la autorización para declarar de interés público las infraestructuras que 

componen las redes públicas de telecomunicaciones, las obligaciones de los 

operadores en el diseño de las redes públicas, el otorgamiento a la SUTEL de 

las potestades de inspección de las condiciones de uso y explotación de las 

redes de telecomunicaciones, el otorgamiento a la SUTEL de la potestad para 

garantizar el derecho de los operadores al uso conjunto o compartido de los 

componentes de las redes públicas de telecomunicaciones, la autorización 

para instalar redes públicas de telecomunicaciones en los bienes de uso 

público y la autorización de efectuar procesos de expropiación forzosa o 
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imposición de servidumbre en te"enos privados para instalar infraestructura 

de redes públicas de telecomunicaciones"241
• 

En vista de lo anterior, se concluye que la primera fortaleza de la regulación 

del servicio público en materia de telecomunicaciones posterior a la apertura del 

mercado es la creación de un órgano especializado enfocado única y 

exclusivamente en regular y fomentar el desarrollo de las telecomunicaciones. 

SECCIÓN 11: SEGUNDA FORTALEZA: EXISTENCIA DE UN MINISTERIO 

RECTOR ESPECIALIZADO EN TELECOMUNICACIONES (MICITT) 

A parte de la importancia de la existencia de un órgano regulador 

especializado en la materia, es necesaria, también, la existencia de un Ministerio 

Rector en el área que contribuya con planes y proyectos destinados al fomento del 

servicio de telecomunicaciones. En la LGT se le atribuye mucha participación en el 

ámbito de las telecomunicaciones al Poder Ejecutivo y es mediante la creación de 

un Ministerio Rector que la participación se acentúa. 

Cuando entra en vigencia el TLC y las leyes de implementación se 

estableció que el Ministerio Rector del sector de telecomunicaciones, iba a ser el 

Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE), por lo que se le llamó Ministerio de 

Ambiente, Energía y Telecomunicaciones (MINAET), no obstante, en la 

administración Chinchilla Miranda se establece un cambio y se traslada todas las 

competencias asignadas al MINAET al Ministerio de Ciencia, Tecnología y 

Telecomunicaciones, esto mediante la Ley número 9046 denominada "Traslado 

241 Plan Estratégico SUTEL 2009-2011. p. 5. 
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del sector de telecomunicaciones del Ministerio de ambiente, energía y 

telecomunicaciones al Ministerio de Ciencia y Tecnología': 

Parte de los objetivos del MICITT como Ministerio Rector es "estimular la 

innovación tecnológica como elemento esencial para fortalecer la capacidad del 

país para adaptarse a los cambios en el comercio y la economía internacional, y 

elevar la calidad de vida de los costarricenses242
", también, se debe tomar nota de 

los establecido en la ley de promoción del desarrollo científico y tecnológico en el 

capítulo destinado para los objetivos en lo que determina la necesidad de 

"estimular la gestión tecnológica a nivel nacional, para la reconversión del sector 

productivo costarricense y el incremento de la capacidad competitiva, a fin de que 

sea capaz de satisfacer las necesidades básicas de la población"243
• 

El MICITT está enfocado en labores, específicamente, referentes al ámbito 

de las telecomunicaciones, tiene como función mantener una relación de 

coordinación con el órgano regulador, esto por cuanto la LGT así lo establece, lo 

que se pretende es que ambos trabajen en conjunto para mejorar la eficiencia del 

sector. La iniciativa de proyectos referentes a las telecomunicaciones es parte de 

las funciones que tiene asignado este Ministerio. 

La asignación de un ministerio especializado en la materia, es algo 

evidentemente beneficioso para un sector que está tomando su lugar en un país 

acostumbrado a un sistema de monopolio de telecomunicaciones, pues la 

estructura de regulación y desarrollo del mercado de telecomunicaciones hace que 

se vayan fortaleciendo los ideales de un mercado competitivo que favorece no 

solo a los operadores de las redes, sino también, a los usuarios y aquellas 

personas que habitan en zonas cuyo acceso al servicio de telecomunicaciones se 

dificulta por falta de proyectos e inversión destinados a esa zona. 

242 Ministerio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones. 2013. http:/www.micit.go.cr. Consulta 

16 de octubre de 2013. 
243 Ley 7169 del 26 de junio de 1990. Artículo 3. Inciso f 
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La existencia del MICITT es una gran fortaleza en el tema de la regulación, 

en virtud a que contribuye con el crecimiento de un sector de telecomunicaciones 

relativamente nuevo para Costa Rica, al realizar labores de coordinación con el 

ente regulador y, también, porque trabaja en proyectos destinados a garantizar 

que el principio de universalidad e igualdad esté presente en el tema de 

telecomunicaciones, en vista de que con el desarrollo de ese sector el país puede 

tener mayores beneficios, principalmente, en sectores como el de educación. 

SECCIÓN 111: TERCERA FORTALEZA: EXISTENCIA DE UN MARCO 

NORMATIVO ESPECIALIZADO EN TELECOMUNICACIONES (LEY GENERAL 

DE TELECOMUNICACIONES) 

El panorama anterior a la implementación de la Ley 8622, era de un sector 

de telecomunicaciones con un solo operador estatal cuya actividad era regulada 

por la ARESEP, es decir, era un sistema cuya regulación normativa en materia de 

telecomunicaciones era escasa o simple. 

Con motivo de la apertura del mercado y en vista de que el ICE ya no iba a 

ser el único operador del servicio en Costa Rica, surgen muchos requerimientos 

establecidos en el capítulo décimo tercero del TLC, entre esos requerimientos está 

el de la implementación un marco jurídico que respalda la labor de la SUTEL como 

regulador especializado en telecomunicaciones y así ingresar en un nuevo sistema 

de regulación de telecomunicaciones. Los objetivos principales para el 

establecimiento de un nuevo marco normativo a manera de resumen, se 

establecen a continuación: 
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• Implementar cambios en la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos, esto con motivo al traslado de competencia a SUTEL de lo 

referente a la regulación de telecomunicaciones. 

• Crear un nuevo sector de telecomunicaciones. 

• Fortalecer al ICE y fortalecer los mecanismos de contratación de sus 

empresas. 

• Garantizar el acceso a los habitantes a las telecomunicaciones. 

• Garantizar el acceso de los principios de universalidad y solidaridad. 

• Incentivar la promoción del uso de las telecomunicaciones. 

• Fomentar la libre competencia del servicio. 

En virtud de los aspectos indicados anteriormente, surgen dos leyes las 

cuales son la 8642 denominada LGT y la 8660 denominada para el 

Fortalecimiento y modernización de las entidades públicas del sector 

telecomunicaciones y también surge la modificación a la Ley 7593 la cual 

corresponde al marco jurídico que rige para la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos. En este trabajo de investigación, se ha realizado una síntesis 

de la LGT y la del fortalecimiento de las telecomunicaciones, pero en esta sección 

es donde se resalta la importancia de su existencia dado a que establecen normas 

claras que regulan en todas sus aristas el tema de las telecomunicaciones. 

Desde una perspectiva meramente positiva se destaca la amplitud en los 

temas que abarcan las dos leyes de implementación y las modificaciones 

realizadas a la Ley 7593. En el caso de la LGT, su ámbito a modo general se 

refiere a las competencias del órgano regulador, la administración y asignación de 

las frecuencias del espectro radioeléctrico, establecimiento de multas y sanciones, 

definición de cánones y otros aspectos. En el caso de la ley de fortalecimiento de 

las telecomunicaciones, es aplicable al fortalecimiento del ICE como institución, 

mientras que la ley de la ARESEP determina un cambio estructural en varias 

194 



leyes, tales como la Ley de Radio, la Ley del Defensa y Protección Efectiva del 

Consumidor y la modificación de las competencias de la ARESEP. 

Otro aspecto positivo del establecimiento de un marco normativo, es que 

dentro de esas leyes se instauran principios rectores como el de acceso universal 

y competencia efectiva, los cuales buscan darle una visión positiva a las 

telecomunicaciones como servicio universal. 

Es importante tomar nota, que en el mercado de telecomunicaciones todos 

los elementos se relacionan entre sí, por lo que para que un marco normativo sea 

aplicado a cabalidad, es necesario de un órgano especializado que se encargue 

de su aplicación, mientras que un órgano especializado siempre va a necesitar de 

sustento un marco normativo que defina aspectos relevantes a su función. 

Es, por lo anterior, que se considera el establecimiento de un marco 

normativo especializado en la materia de telecomunicaciones es otra de las 

fortalezas de la regulación en materia de telecomunicaciones. 

SECCIÓN IV: CUARTA FORTALEZA: EXISTENCIA DE UN PLAN DE 

DESARROLLO DE TELECOMUNICACIONES 

El Plan Nacional de Desarrollo de Telecomunicaciones es definido por la 

Ley General de Telecomunicaciones como "instrumento de planificación y 

orientación general del sector telecomunicaciones, por medio del cual se definen 

las metas, los objetivos y las prioridades del sector. Su dictado corresponde al 

presidente de la República y al ministro de Ambiente, Energía y 

Telecomunicaciones, en coordinación con el Ministerio de Planificación Nacional y 
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Política Económica'wu, es un proyecto cuyo lema da por abierto el proceso de 

apertura de Costa Rica por la era digital y, por ende, la modificación de la 

estructura del modelo de telecomunicaciones que se estaba aplicando en nuestro 

país. Ese plan lo que pretende es tratar de ubicar a Costa Rica dentro de una 

sociedad en la cual todos tengan acceso a la información y conocimiento a través 

de las telecomunicaciones. 

Este plan lo emitió en el año 2009 el ministerio que en aquel entonces era el 

ministerio rector de las telecomunicaciones, es decir, el MINAET (actualmente esa 

titularidad la tiene el MICIT), es un plan cuya proyección está establecida hasta el 

año 2014, parte de los objetivos son cumplir con los principios de servicio 

universal y solidaridad. 

Revisando el documento que plasma el Plan Nacional de Desarrollo de las 

Telecomunicaciones, se puede determinar que éste cuenta con una fase 

introductoria tratando de justificar el porqué la necesidad de establecer tal plan 

que está enfocado directamente al desarrollo y al mejoramiento de la educación 

del país. Se toma nota, que parte de la motivación de este plan es el gran 

desarrollo que tienen el sector de telecomunicaciones alrededor del mundo y que 

un país como Costa Rica no se puede quedar atrás mucho menos con 

posterioridad a la firma de un tratado de libre comercio con uno de los países más 

poderosos del mundo, como lo es Estados Unidos. 

Se considera una fortaleza la existencia en Costa Rica del Plan Nacional de 

Desarrollo de Telecomunicaciones, pues lo que pretende es establecer propósitos 

para un sector de telecomunicaciones que está desarrollándose poco a poco. 

Temas como el fomento de la competitividad, el desarrollo humano sostenible y 

sostenibilidad ambiental son parte de dicho plan, se dice que "El país requiere de 

una plataforma de telecomunicaciones moderna, eficiente e inteligente, que 

244 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 6. /nciso 15. 
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responda a las necesidades del entorno, esté a tono con los últimos avances 

tecnológicos y sean fácilmente accesibles y asequibles a todos los sectores de la 

población, contribuyendo con ello a la reducción de la brecha digita/'1245
, es, por 

esa, razón la necesidad de dicho plan de desarrollo, que, a su vez, debe estar 

destinado para que sea trabajado en conjunto con los otros aspectos que forman 

parte del sistema de regulación implementado a partir de la apertura del mercado 

de telecomunicaciones. 

SECCIÓN V: QUINTA FORTALEZA: INICIATIVA Y EXISTENCIA DE FONATEL 

Es usual pensar, que en temas de economía y tratados comerciales entre 

países lo relevante será siempre establecer políticas que mejoren el nivel 

económico de los países participantes. En el caso de las telecomunicaciones, se 

parte de la idea que es un servicio que no va de la mano con un sentido social, 

pero lo cierto del caso que la concepción del servicio de telecomunicaciones se ha 

transformado en lo que se conoce como las telecomunicaciones como servicio 

universal, cuya concepción determina que las telecomunicaciones pasan a ser un 

servicio deseable, lo que genera la necesidad de entablar mecanismos que 

faciliten a la sociedad acceder a un servicio de telecomunicaciones en igualdad de 

condiciones. 

Parte de esos mecanismos que se precisan con la nueva regulación, es el 

caso del Fondo Nacional de Telecomunicaciones, el cual ha sido debidamente 

definido en el título segundo de este trabajo de investigación y que se conoce 

como el medio idóneo para la aplicación de proyectos destinados a asegurar el 

acceso universal del servicio de telecomunicaciones a la población. La idea de 

245 Plan Nacional de Desarrollo de Telecomunicaciones 2009-2014. MINAET. p. 62. 
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establecer un fondo que se destine a favor de proyectos en el área de 

telecomunicaciones, han estado presente países como Chile y Panamá, iniciativas 

que de forma evidente adquieren relevancia a nivel social en razón de las metas 

que persiguen. 

Parte de la meta de una figura tan sobresaliente como lo es el FONATEL, 

es justamente eliminar la brecha digital presente dentro de un mismo país, esto 

con la finalidad de evitar situaciones como las que suceden en Costa Rica en 

donde hay zonas en las que no hay acceso a Internet ni cobertura en telefonía 

celular. 

Muchos podrán ver el servicio de telecomunicaciones como un lujo, o bien, 

como un servicio al que solo cierto tipo de población de ingresos económicos altos 

o medios pueda acceder, no obstante, las telecomunicaciones generan un gran 

beneficio, esto en virtud a que son una puerta al conocimiento, por lo que se 

puede decir que son más beneficios los que trae consigo. Con FONATEL lo que 

se pretende es destinar fondos públicos a proyectos sociales que tengan como 

finalidad garantizar el servicio a las telecomunicaciones a toda la población, 

generando así un impacto social positivo en aquellos sectores que no cuenten con 

acceso, o bien, tengan poco acceso al servicio de telecomunicaciones, de ahí su 

importancia y consideración como una de las fortalezas de la regulación 

actualmente. 

Mediante el acuerdo número 002-087-2011 se establece el porcentaje de 

contribución parafiscal que se destinó al FONATEL para el año dos mil doce, que 

dicho sea de paso fue del 1.5%, acuerdo con el cual se resalta la importancia de 

esta figura en el sector de telecomunicaciones: 

"El Fondo Nacional de Telecomunicaciones (FONA TEL) es el instrumento de 

administración de los recursos destinados a financiar el régimen de 

garantías fundamentales de acceso universal, servicio universal y 
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solidaridad establecidos en la Ley General de Telecomunicaciones, (LGT) N" 

8642". Esta Superintendencia tiene clara la obligación de ley de cumplir con 

estos objetivos fundamentales y con las metas y prioridades establecidas en 

el Plan Nacional de Desa"ollo de las Telecomunicaciones. Los tendrá en 

cuenta en la definición de los proyectos por desarrollar con cargo a 

FONA TEL que se incluyan en el Plan Anual de Proyectos y Programas de 

FONA TEL. Además, en dicho informe se establece el énfasis que esta 

Superintendencia ha puesto en la sostenibilidad de las prestaciones de 

servicios de los proyectos y programas'.u6
• 

El FONATEL dado a su importancia debe contar con los medios de 

financiamiento para poder utilizarlos posteriormente en los proyectos que se 

definen en el Plan Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones, de ahí que 

una forma de financiamiento es la de una contribución parafiscal, esto, según lo 

visto en el extracto tomado del acuerdo de SUTEL. 

La idea de la palabra telecomunicaciones evoca por sí sola la idea de un 

progreso, de un mejoramiento en las relaciones comerciales y sociales de las 

personas, como por ejemplo, en el ámbito de la educación en donde mediante la 

Internet se han encontrado herramientas valiosas para fomentar el aprendizaje, tal 

y como sucede con los programas implementados por el Ministerio de Educación 

Pública de Costa Rica, en donde mediante el sistema de "Profe en Casa" lo que se 

pretende es que los estudiantes logren comprender la materia vista en las 

escuelas y colegios. Por lo anterior, es que es importante que en sector de 

telecomunicaciones se procuren eliminar todas aquellas trabas que hacen que 

parte de la población no pueda acceder al servicio, es de ahí donde surge la 

necesidad de la existencia de un Fondo Nacional de Telecomunicaciones, que 

debe de ir acorde con el Plan Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones y 

246 Superintendencia de Telecomunicaciones. Acuerdo número 002-087-2011 que fijó contribución 

parafiscal del Fonatel para el año 2013. 
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que, por lo tanto, su administración debe hacerse de forma razonable y acorde con 

las verdaderas necesidades de la población en cuanto al servicio. 

FONATEL es parte de los aspectos destacables de la regulación del 

servicio público, esto por los propósitos para los que fue creado la cual se resume 

en estandarizar el acceso al servicio de telecomunicacaciones a todos los sectores 

de la población por igual cumpliendo con el ideal de acceso universal. 

SECCIÓN VII: SEXTA FORTALEZA: TUTELA DE DERECHOS DE LOS 

USUARIOS 

Haciendo un repaso por el capítulo décimo tercero del TLC, se puede 

verificar que gran parte de ese texto está destinado a la promoción de la 

competencia y a los operadores del servicio, en donde las trabas de mercado 

deben ser eliminadas para establecer un mercado libre de prácticas desleales y 

barreras normativas por parte de los Estados parte del Tratado. Lo anterior, deja 

claro que los operadores de las redes y prestatarios del servicio son actores 

importantes en este escenario, no obstante, existe una parte, también, importante 

la cual es el consumidor, o bien, el usuario. 

El usuario es definido por la LGT como el "usuario que recibe un servicio de 

telecomunicaciones sin explotar redes públicas de telecomunicaciones y sin 

prestar servicios de telecomunicaciones disponibles al público247
", a su vez, la Ley 

de Promoción de la Competencia y Defensa efectiva del consumidor, define al 

consumidor como "toda persona física o entidad de hecho o de derecho, que, como 

destinatario final, adquiere, disfruta o utiliza los bienes o los servicios, o bien, 

recibe información o propuestas para ello. También se considera consumidor al 

247 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 6. /nciso 30. 
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pequeño industrial o al artesano -en los términos definidos en el Reglamento de 

esta Ley- que adquiera productos terminados o insumos para integrarlos en los 

procesos para producir, transformar, comercializar o prestar servicios a 

terceros',us. 

Es claro que el usuario es parte importante para el desarrollo de las 

telecomunicaciones, debido a que al fin y al cabo es esta persona física o jurídica 

que define la normativa la que va a recibir el servicio, es por esa persona que se 

desarrollan las telecomunicaciones, de lo contrario, no habría sentido brindar el 

servicio. Una de las fortalezas de la regulación es el espacio destinado a los 

usuarios en la LGT, algo rescatable por cuanto es una ley que inicialmente busca 

establecer una normativa de regulación que incluye, también, la tutela de los 

derechos de los usuarios. En sí, la idea de telecomunicaciones en un mercado de 

apertura tiene como principios básico el de universalidad, acceso universal y 

solidaridad, justamente el cumplimiento de esos principios va a depender de una 

estructura de derechos tutelados a nivel normativo. 

Es en el capítulo segundo de la LGT en donde se establecen todos esos 

derechos de los usuarios y donde se indica el régimen jurídico de dichos 

derechos: 

"Artículo 41.- Régimen jurídico: El presente capítulo desa"olla el régimen de 

privacidad y de protección de los derechos e intereses de los usuarios 

finales de los servicios de telecomunicaciones. Los acuerdos entre 

operadores, lo estipulado en las concesiones, autorizaciones y, en general, 

todos los contratos por servicios de telecomunicaciones que se suscriban 

de conformidad con esta Ley, tendrán en cuenta la debida protección de la 

privacidad y los derechos e intereses de los usuarios finales. A la SUTEL le 

248 Ley 7472 del 20 de noviembre de 1994. Artículo 2. 
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corresponde velar por que los operadores y proveedores cumplan lo 

establecido en este capítulo y lo que reglamentariamente se establezca"249
• 

En un primer plano, se debe destacar lo tutelado inicialmente por la LGT, 

que es el resguardo de la privacidad e intimidad del usuario en cuanto a la 

manipulación de datos personales por parte del usuario, tarea que se considera 

positiva, en vista de que los operadores del servicio tienen acceso a información 

privada de sus usuarios, la cual no debe ser utilizada por los operadores sin 

consentimiento de ellos, ni para ningún tipo de actividad que cause un perjuicio. 

También, se cuenta con los derechos que deben respetarse en la relación 

operador-usuario, esto debido a que es muy usual que el operador sea la parte 

más fuerte de esa relación y que, por lo tanto, pueda abusarse de su condición y 

violentar derechos del usuario, por tal razón la LGT trata de evitar ese tipo de 

conductas y establece una serie de derechos, que tal y como se indica en el 

artículo 41 de la ley mencionada deben ser respetados en su totalidad. 

Entre los derechos que se pueden destacar que se encuentran en la ley, es 

de acceso a la información del servicio que está contratando ya sea referente al 

servicio o a la facturación de dicho servicio, derecho que es relevante debido a 

que el usuario tiene que estar consciente qué tipo de servicio es el que recibe, 

también, está el de recibir un servicio de calidad, por eso se dice que es un 

derecho de los usuarios es "recibir el servicio en forma continua, equitativa, así 

como tener acceso a las mejoras que el proveedor implemente, para ello pagará el 

precio co"espondiente250
", este derecho que garantiza el principio de 

universalidad y continuidad, los cuales idealmente deben estar presentes en el 

desarrollo de un servicio público y, por ende, del servicio de telecomunicaciones. 

249 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 41. 
250 /bid. Artículo 45. Inciso 5. 
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Cabe destacar, que aunado a lo establecido en la LGT, existe un 

reglamento del régimen de protección al usuario final de los servicios de 

telecomunicaciones, lo que fortalece aún más los derechos establecidos en la 

LGT. Dicho reglamento contiene derechos y procedimientos básicos de protección 

de los usuarios y se destaca la participación de SUTEL como órgano regulador y 

protector de derechos: 

"Intervención de la SUTEL. De conformidad con los artículos 41 y 48 de la 

Ley 8642, la SUTEL intervendrá en los procesos de reclamaciones originadas 

por la violación a la intimidad y derechos de los usuarios finales, cuando 

haya existido resolución negativa o insuficiente del reclamo por parte del 

operador o proveedor; o ante la ausencia de resolución dentro del plazo 

establecido en la citada Ley"1251
• 

Se resaltan cosas positivas de la regulación actual en telecomunicaciones y 

una de ellas es la regulación de los derechos de los usuarios del servicio de 

telecomunicaciones. La regulación actual trata de buscar un equilibrio entre los 

participantes de la relación del servicio de telecomunicaciones y con la protección 

a los derechos de los usuarios lo hace aún más, por lo que el hecho de que parte 

de las normas de implementación contengan un capítulo en donde se tipifiquen los 

derechos de los usuarios es una fortaleza más que se debe rescatar de la 

regulación del servicio de telecomunicaciones. 

251 Reglamento sobre el régimen de protección al usuario final de telecomunicaciones. SUTEL. 

Artículo 9. 
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SECCIÓN VIII: SÉPTIMA FORTALEZA: LA FIGURA DE SUTEL COMO 

PROTECTOR DE DERECHOS DE LOS USUARIOS Y LA EXISTENCIA DE UN 

PROCEDIMIENTO ESTABLECIDO POR LEY PARA ATENDER RECLAMOS 

Retomando la fortaleza indicada en la sección sexta de este capítulo, 

referente a los derechos de los usuarios, se rescata que la SUTEL como órgano 

especializado en la materia tenga un departamento dedicado a atender reclamos y 

sugerencias de los usuarios. SUTEL tiene muchas atribuciones establecidas por 

ley, entre ellas promover la competencia efectiva entre los operadores del servicio, 

también le corresponde supervisar las relaciones operador-usuario, relación de la 

cual se va a hablar en la presente sección. 

La primera forma de regular la relación antes mencionada, es verificando y 

homologando por parte de SUTEL los contratos suscritos entre las empresas de 

telecomunicaciones y la persona que desea adquirir el servicio, esto para evitar 

cláusulas abusivas y que se presente ninguna situación desventajosa para el 

usuario, función que se cataloga como buena para controlar las condiciones de 

contratación que se establecen en la relación de servicio, no obstante, existen 

situaciones que pueden presentarse durante la contratación del servicio que están 

fuera de las condiciones del contrato y que SUTEL no puede percibir y únicamente 

puede enterarse a menos de que la persona afectada realice la comunicación de 

la situación que le causó algún tipo de perjuicio. 

Por ley se determina un procedimiento para que los usuarios puedan 

presentar reclamos, no obstante, se hace hincapié en que siempre debe hacerse 

el reclamo ante el operador del servicio, por lo que los operadores deben cumplir 

con lo establecido en el artículo 47 de la LGT, en el cual se indica que "/os 

operadores de redes públicas y los proveedores de servicios de 

telecomunicaciones disponibles al público, deberán garantizar la atención eficiente 
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y gratuita de las reclamaciones que presenten los usuarios finales por violación a lo 

dispuesto en este capítulo, de acuerdo con la reglamentación que al efecto se dicte. 

Con este fin, deberán comunicar a la SUTEL los medios disponibles y los tiempos 

ofrecidos de atención de dichas reclamaciones'1252
, claro está lo que se pretende es 

que el usuario tenga una respuesta pronta y eficiente, no obstante, en caso de que 

el operador no cumpla ya sea que no se responda a tiempo, o que el usuario no 

está conforme con la resolución, la siguiente posibilidad es presentar la denuncia o 

reclamo en la SUTEL y será este órgano el que resuelva la situación denunciada. 

En el sitio web de SUTEL, los usuarios pueden encontrar toda la 

información necesaria para presentar los reclamos respectivos y las guías para 

realizar esos reclamos, también se ha visto como en medios de prensa escrita 

SUTEL se encarga de brindar información a los usuarios, aspectos que se 

consideran positivos, dado a que se brinda la información necesaria para que las 

personas hagan valer sus derechos y se mantengan al tanto de lo que sucede en 

el ámbito del servicio de telecomunicaciones. Toda la labor de la SUTEL en cuanto 

a la protección del usuario va dirigida a que tengan pleno conocimiento del servicio 

que recibe, qué tipo de estándares de calidad deben obtener de forma 

consecuente con el pago que se realice y las gestiones que pueden realizar en 

caso de que sientan que como usuario puedan ver sus derechos menoscabados. 

Un ejemplo de lo anterior, es lo establecido en su sitio web en lo referente al 

mapa de cobertura, en donde se dice que "Los usuarios que adquieran un nuevo 

servicio celular podrán conocer cuál es la calidad de la señal en cualquier lugar del 

país, sea un distrito o bien en una calle o un barrio. Por disposición de la 

Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL) la información de cobertura 

celular debe estar disponible al público en las oficinas de los operadores y 

252 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 47. 
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proveedores móviles y estar accesible en el sitio Web"253
• Es decir, cada operador 

debe tener claro los sectores donde su servicio tiene mejor y menor cobertura y 

debe hacérselo saber a las personas que desean, o bien, que ya cuentan con un 

servicio brindado por un operador. 

Parte de la protección al usuario por parte de SUTEL, se considera una 

gran fortaleza en vista de que la labor de regulación de un sector tan amplio como 

lo es el de telecomunicaciones no es fácil, se informa en SUTEL que hay 

alrededor de ciento diecinueve operadores autorizados en Costa Rica, lista que se 

encuentra actualizada al diecinueve de septiembre de dos mil trece, esos 

operadores brindan los servicios de Internet, telefonía IP, televisión por cable, 

telefonía celular y otros alrededor del país, por lo que es importante una regulación 

rigurosa en cuanto a la actividad que esos operadores realizan enfocadas al 

servicio como tal y a los usuarios de éste. 

El hecho de que exista una especial atención determinada por ley y por 

parte de SUTEL hacia los usuarios hace que ese aspecto sea considerado una de 

las principales fortalezas de la regulación de las telecomunicaciones. 

Es evidente que Costa Rica adquirió muchos compromisos en muchos 

aspectos del sector económico y social con la firma del Tratado de Libre Comercio 

entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana y en el caso de las 

telecomunicaciones no fue la excepción. Empezar de cero e implementar un 

nuevo modelo de regulación de telecomunicaciones, hace necesario el estudio de 

lo bueno y malo de lo que se ha hecho hasta ahora, de ahí el estudio de las 

fortalezas que se han podido identificar, las cuales suman aspectos realmente 

positivos que están destinados a garantizar un servicio de telecomunicación 

solidaria y universal. 

253 Superintendencia de Telecomunicaciones. 2011. http://www.sutel.go.cr. Consulta 18 de 

octubre de 2013. 
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En el siguiente capítulo se realizará el análisis de las debilidades de la 

regulación del servicio de telecomunicaciones que se han logrado percibir hasta la 

fecha. 

CAPÍTULO TERCERO: DEBILIDADES DE LA REGULACIÓN DEL SERVICIO 

PÚBLICO EN EL MERCADO DE LAS TELECOMUNICACIONES 

Durante toda la investigación se ha realizado un estudio acerca de los 

cambios y la implementación de un nuevo sistema de regulación en el sector de 

telecomunicaciones con motivo de la apertura. Es claro que, el nuevo sistema de 

regulación trae consigo grandes retos, tales como fomentar la competencia 

efectiva del mercado, mejorar el servicio de telecomunicaciones, garantizar el 

acceso universal del servicio a la población y tratar de reducir la brecha digital. 

Ya se ha realizado un estudio de las fortalezas del sistema de regulación, 

por lo que ahora corresponde efectuar el análisis de las debilidades que se han 

logrado percibir en estos años en los que ha entrado a regir el modelo de 

regulación de telecomunicaciones a cargo de la SUTEL. 

SECCIÓN 1: PRIMERA DEBILIDAD: IMPRECISIÓN EN TERMINOLOGÍA 

JURÍDICA REFERENTE A LA NATURALEZA JURÍDICA DE SUTEL DADA POR 

LEY 

En esta investigación, se dedicó previamente un espacio a la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos, no obstante, en esta sección se analizará la 

relación que tiene con la Superintendencia de Telecomunicaciones, relación que 
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es notable dado a que la naturaleza jurídica dada por ley a la SUTEL en la que se 

indica lo siguiente: 

"La SUTEL es un órgano de desconcentración máxima adscrito a la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos; tendrá personalidad jurídica 

instrumental propia, para administrar el Fondo Nacional de 

Telecomunicaciones, realizar la actividad contractual, administrar sus 

recursos y su presupuesto, así como para suscribir los contratos y 

convenios que requiera para el cumplimiento de sus funciones"254
• 

El artículo anterior, define la naturaleza jurídica del órgano especializado en 

la regulación de telecomunicaciones como un órgano de desconcentración 

máxima, pero para comprender que se entiende por desconcentración máxima, se 

debe citar nuevamente el artículo 83 de la Ley General de la Administración 

Pública: 

" ... La desconcentración será máxima cuando el inferior esté sustraído 

además, a órdenes, instrucciones o circulares del superior. 

4. La imposibilidad de revisar o sustituir la conducta del inferior hará 

presumir la potestad de avocar la misma y a la inversa en virtud de que esa 

relación genera ciertas inconsistencias en cuanto a la naturaleza jurídica que 

se le otorga a SUTEL por ley''255
• 

El artículo anterior establece que la desconcentración máxima implica que 

el superior jerárquico del órgano desconcentrado no va a tener injerencia en la 

actividad que realiza dicho órgano, la Procuraduría General de la República en el 

dictamen número C-126-201 O del diecisiete de junio de dos mil diez, el cual ha 

sido citado en varias ocasiones en esta investigación, también hace referencia al 

concepto de desconcentración: 

254 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 59. 
255 Ley 6227 del 2 de mayo de 1978. Artículo 83. 
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"La desconcentración es una técnica de distribución de competencias. La 

particularidad de esta técnica, que la diferencia de la descentralización, 

deriva de que el cambio de competencias se presenta dentro de la propia 

organización administrativa. En efecto, la desconcentración no implica la 

creación de un centro independiente de imputación de derechos y 

obligaciones, una persona jurídica, como es lo propio de la 

descentralización. Por el contrario, la desconcentración se produce en favor 

de órganos de una misma persona jurídica o de un mismo órgano, por la cual 

un órgano inferior se ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para 

que la ejerza como propia, en nombre propio y bajo su propia 

responsabilidad. Con lo cual se rompe el principio fundamental en materia de 

organización: el principio de jerarquía'1256
• 

Justamente, ese mismo dictamen, el cual se considera es uno de los más 

asertivos, debido a que aclara la relación existente entre ARESEP-SUTEL, se 

refiere a la desconcentración del caso en particular: 

"Se sigue de ello que la desconcentración operada a favor de SUTEL impide 

que la Junta Directiva de la ARESEP pueda revisar o sustituir lo dispuesto 

por SUTEL en las otras materias sustantivas o avocar dicha competencia. 

Además, le está legalmente prohibido a la ARESEP impartir órdenes, 

instrucciones o circulares, sobre el modo en que habrá de ejercer SUTEL sus 

competencias. Sencillamente, la desconcentración significa que a la ARESEP 

se le han cercenado las potestades contra/ora, revisora (con la excepción 

indicada) y de mando'1257
• 

Es decir, en cuestiones referentes a las atribuciones propias de SUTEL, 

ARESEP según el dictamen citado no puede interferir de ninguna forma en la 

función ni en la toma de decisiones, no obstante, en la práctica se logran encontrar 

ciertos aspectos que ponen en tela de duda la desconcentración máxima de la que 

256 Dictamen número C-126-2010 del 17 de junio de 2010. Procuraduría General de La República. 

257 /bid. 
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habla el artículo 59 de la Ley 7593 y el 83 de la LGAP. Los dos aspectos más 

visibles son los siguientes: 

• La primera contradicción al concepto de desconcentración máxima atribuida 

a SUTEL, se presenta en el artículo 53 de la Ley 7593 establece como 

atribución de la ARESEP lo siguiente: 

"Resolver los recursos que se presenten contra las resoluciones que dicte la 

SUTEL en materia de fijación de tarifas, cánones, tasas y contribuciones de 

telecomunicaciones. (Así adicionado, por artículo 41, inciso i) de la Ley 8660 

de 81812008, publicada en el Alcance 31, a La Gaceta 156del131812008)''258. 

Se supone que "el órgano desconcentrado está sometido a jerarquía pero 

sus actos agotan la vía administrativa sin posibilidad de recurso ante el 

superior"259
, y que, si bien es cierto, SUTEL está adscrito a ARESEP, es un 

órgano que posee desconcentración máxima, por lo que su superior no debería de 

interferir en sus decisiones y menos en aquellas propias de su competencia, sea el 

caso de resolver los recursos referentes a tarifas, cánones y todo lo establecido en 

el artículo citado, situación que rompe con el criterio de desconcentración máxima 

asignado por ley, por lo que en la práctica se podría alegar que la naturaleza 

jurídica de SUTEL es de desconcentración mínima. 

En el dictamen con fecha del diecisiete de junio de dos mil diez se concluye 

que "la desconcentración máxima garantiza independencia funcional a SUTEL e 

impide a la ARESEP revisar o sustituir lo actuado por ese órgano en materia de 

telecomunicaciones o bien, avocar esa competencia o impartirle órdenes, 

instrucciones o circulares sobre el ejercicio de la competencia. Sencillamente, la 

desconcentración significa que a la ARESEP se le han cercenado las potestades 

258 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 53. Inciso o. 
259 Dictamen número C-159-1996 del 25 de septiembre de 1996. Procuraduría General de la 

República. 
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contra/ora, revisora (salvo lo relativo a la fijación de tarifas, cánones, tasas y 

contribuciones) y de mando'1260
, por lo que se hace una salvedad a la idea de 

desconcentración máxima que no admite inherencia alguna de parte del superior 

jerárquico del órgano desconcentrado. 

• El segundo aspecto que podría contradecir esa idea de SUTEL como 

órgano de desconcentración máxima es con respecto del canon de 

regulación de telecomunicaciones. El canon de regulación de conformidad 

con el Reglamento para la distribución del canon de regulación lo define 

como un "cargo de regulación anual que deberá cancelar cada operador de 

redes de telecomunicaciones y cada proveedor de servicio de 

telecomunicaciones"261
• 

El canon de regulación del servicio de telecomunicaciones, pese a que es 

un tema que está estrictamente relacionado con SUTEL, la ARESEP por ley lo 

sigue controla y establece, esto de conformidad con el artículo 82 de la Ley 7593: 

"Artículo 82.- Cálculos del canon 

Por cada actividad regulada, la Autoridad Reguladora cobrará un canon 

consistente en un cargo anual, que se determinará así: 

a) La Autoridad Reguladora calculará el canon de cada actividad, de acuerdo 

con el principio de servicio al costo y deberá establecer un sistema de 

costeo apropiado para cada actividad regulada. 

b) Cuando la regulación por actividad involucre varias empresas, la 

distribución del canon seguirá criterios de proporcionalidad y equidad. 

260 Dictamen número C-126-2010 del 17 de junio de 2010. Procuraduría General de La República. 
261 Reglamento para la Distribución del Canon de Regulación. Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos. 
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c) En mayo de cada año, la Autoridad Reguladora presentará el proyecto de 

cánones para el año siguiente, con su respectiva justificación técnica, ante la 

Contraloría General de la República para que lo apruebe. Recibido el 

proyecto, la Contraloría dará audiencia, por un plazo de diez (10) días 

hábiles, a las empresas reguladas a fin de que expongan sus observaciones 

al proyecto de cánones. Transcurrido el plazo, se aplicará el silencio 

positivo. Así reformado por artículo 41, inciso j) de la Ley 8660 de 81812008, 

publicada en el Alcance 31, a La Gaceta 156del131812008). 

d) El proyecto de cánones deberá aprobarse a más tardar el último día hábil 

del mes de julio del mismo año. Vencido ese término sin pronunciamiento de 

la Contraloría General de la República, el proyecto se tendrá por aprobado en 

la forma en que fue presentado por la Autoridad Reguladora. 

Según los procedimientos aquí indicados, esa Autoridad someterá a la 

Contraloría General de la República, para su aprobación, los cánones por 

nuevos servicios públicos establecidos por la Asamblea Legislativa. 

La Autoridad Reguladora determinará los medios y procedimientos 

adecuados para recaudar los cánones a que se refiere esta Ley. 

La Autoridad Reguladora estará sujeta al cumplimiento de los principios 

establecidos en el título 11 de la Ley Nº 8131, Administración financiera de la 

República y presupuestos públicos, y a proporcionar la información 

requerida por el Ministerio de Hacienda para sus estudios. En lo demás, se le 

exceptúa de los alcances y la aplicación de esa Ley. En su fiscalización, 

estará sujeta únicamente a las disposiciones de la Contraloría General de la 

República. (Así adicionado por artículo 41, inciso j) de la Ley 8660 de 

81812008, publicada en el Alcance 31, a La Gaceta 156del131812008)"262
• 

La atribución dada por ley a ARESEP, contradice en la práctica la 

naturaleza jurídica de SUTEL, dado a que el canon de regulación de 

262 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 82. 

212 



telecomunicaciones, debería de ser establecido directamente por SUTEL y no por 

su superior lo que sucede en la práctica, interfiriendo ARESEP en la competencia 

de regulación de telecomunicaciones que es propia de SUTEL. 

Es considerada la imprecisión de la terminología referente a la naturaleza 

jurídica de SUTEL como una debilidad, debido a que genera confusión en cuanto 

hasta dónde llegan las funciones de ARESEP en relación con SUTEL. Esa 

imprecisión se evidencia en cuanto a que fue necesario que uno de los miembros 

del Consejo de SUTEL en el año dos mil diez, el señor George Miley Rojas 

realizará la consulta a la Procuraduría General de la República sobre las 

competencias y la relación en sí de la SUTEL-ARESEP, esto por cuanto lo 

establecido por ley no es muy claro, por lo anterior es que se establece como una 

primera debilidad de la regulación del servicio de telecomunicaciones. 

SECCIÓN 11: SEGUNDA DEBILIDAD: DILACIÓN EN RELACIÓN A BARRERAS 

CLÁSICAS QUE AFECTAN EL IDEAL DE APERTURA DE MERCADO Y EL 

ACCESO UNIVERSAL A LAS TELECOMUNICACIONES 

Como se ha logrado observar, Costa Rica con la firma del TLC adquirió 

muchos compromisos para lograr un sector de telecomunicaciones eliminando el 

monopolio y control existente e instaurando un sector de telecomunicaciones 

enfocado a la competencia junto con la implementación de un sistema de 

regulación debidamente especializado en la materia. Se entiende, que no es fácil 

empezar un sistema nuevo con tantos compromisos por cumplir, no obstante, 

posterior a cinco años aproximadamente de la entrada en vigencia del TLC se 

puede verificar que ciertos retos se han cumplido de forma tardía, lo cual limita 

que se den los ideales de un sector de telecomunicaciones que desea un servicio 

de acceso universal y que se desarrolle en un ambiente competitivo, por lo que, 
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seguidamente, se hará alusión a esas barreras que han interrumpido el ideal de 

apertura de mercado y de acceso universal del servicio de telecomunicaciones. 

A) Dilación en cuanto a los nombramientos de las personas que 

formarían parte de la organización principal de SUTEL 

Parte del compromiso adquirido por Costa Rica en materia de 

telecomunicaciones, fue crear un órgano especializado en la materia de 

telecomunicaciones que se dedicará cien por ciento por establecer y regular un 

nuevo mercado. Determinar políticas, un marco normativo y una estructura 

organizacional era parte del reto, no obstante, cuando se tenía todo claro se 

presentaron ciertos inconvenientes que impedían que SUTEL empezar a operar 

en su totalidad. 

Uno de esos inconvenientes fue realizar la escogencia de los miembros del 

Consejo de SUTEL, una decisión que se entiende debió ser difícil, pues se debían 

escoger personas que tuvieran dominio del tema de telecomunicaciones y 

conocimiento del marco jurídico costarricense. En la Ley 7593 se establece el 

procedimiento para nombrar a los miembros de SUTEL: 

"Artículo 61.- Integración: La Superintendencia de Telecomunicaciones 

estará a cargo de un Consejo que estará integrado por tres miembros 

propietarios. De entre sus miembros le corresponderá al presidente la 

representación judicial y extrajudicial de la Superintendencia; para lo cual 

tendrá facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma; así como 

ejercer las facultades de organización y coordinación del funcionamiento de 

la entidad que le asigne el Consejo. Para suplir las ausencias temporales se 

nombrará a un suplente. 
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Los miembros serán seleccionados por idoneidad comprobada, mediante 

licitación pública de antecedentes. 

Los miembros titulares y el suplente del Consejo, serán nombrados por la 

Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, por 

mayoría de al menos cuatro votos, por períodos de cinco años, los cuales 

ejercerán sus cargos a tiempo completo y con dedicación exclusiva y podrán 

ser reelegidos por una sola vez por parte de la Junta Directiva de ARESEP. 

Los miembros titulares y el suplente del Consejo podrán ser removidos en 

cualquier momento, por la Junta Directiva por igual número de votos 

requeridos para su nombramiento, si en el procedimiento ordinario iniciado 

al efecto, se determinare que han dejado de cumplir con los requisitos 

necesarios para su nombramiento, que han incurrido en alguna causa de 

impedimento, de incompatibilidad o por incumplimiento grave en el ejercicio 

de sus funciones. 

La Junta Directiva de la ARESEP una vez que haya nombrado a los 

miembros, titulares y al suplente del Consejo de SUTEL, enviará todos los 

expedientes a la Asamblea Legislativa, la cual dispondrá de un plazo de 30 

días para objetar los nombramientos. Si en ese lapso no se produjere 

objeción, se tendrán por ratificados. En caso de objeción, la Junta Directiva 

sustituirá al miembro del Consejo objetado y el nuevo designado será objeto 

del mismo procedimiento'i263
• 

De conformidad con el artículo citado, se puede comprender ciertos atrasos 

con motivo a los nombramientos, esto tomando en consideración que era la 

primera vez que se realizaban los nombramientos y se ponía en práctica el 

sistema, no obstante, se debieron de prever todos los medios para evitar que un 

tipo de atraso como este perjudique las gestiones, como sucedió teniendo como 

consecuencia atrasó el inicio de operaciones de SUTEL. 

263 Ley 7593 del 6 de octubre de 1996. Artículo 61. 
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La SUTEL se crea en el mes de agosto de dos mil ocho, con motivo de la 

publicación y entrada en vigencia de las leyes de implementación, no obstante, se 

esperó hasta noviembre de dos mil ocho para que la Junta Directiva de ARESEP 

decidiera quiénes iban a ser las personas que iban a formar parte de la SUTEL, 

situación que generó un atraso en el inicio de sus funciones y al ser el órgano 

especializado en la materia de telecomunicaciones era necesario que entrara en 

funciones a la mayor brevedad, esto con la finalidad de poner en marcha el nuevo 

sector de telecomunicaciones. 

Todo el atraso en el nombramiento se puede observar de la noticia del 

periódico El Financiero con fecha del dos de octubre de dos mil ocho "los 

nombramientos deberán ser ratificados por la Asamblea Legislativa 

aproximadamente en noviembre próximo, según los cálculos de Fernando Herrero, 

a cargo de la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos (ARESEP)',264, es decir, 

para el dos de octubre de dos mil ocho y a dos meses de haber entrado en 

vigencia las leyes de implementación todavía no se había finalizado la escogencia 

de los miembros de SUTEL. 

Otro de los factores que influyó en el atraso a los nombramientos, fue 

cuando se remitió a la Asamblea Legislativa la elección para que aprobaran los 

nombramientos. Se informaba en el periódico La Nación con fecha del veintiuno 

de noviembre de dos mil ocho, que la Asamblea Legislativa estaba contra tiempo 

para aprobar el nombramiento de los miembros de SUTEL, esto con motivo a que 

tenían ciertos inconvenientes en su gestión, se indicó que "el problema para los 

diputados es que tienen por delante el nombramiento de un magistrado para la Sala 

IV, otro para la Sala 11 y uno para la Sala 111, además de la escogencia de un 

integrante de la junta directiva del Banco Central"265
• Lo anterior, contribuyó a que 

oficialmente los miembros de SUTEL fueran juramentados hasta el veintiséis de 

264 Periódico El Financiero. Recuperado el 2 de octubre de 2008 de http://www.elfinancierocr.com 
265 Periódico La Nación. Recuperado el 21 de noviembre de 2008 de http://www.nacion.com 
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enero de dos mil nueve, es decir, casi siete meses después de la creación de ese 

órgano especializado, en ese momento se manifestaba lo siguiente en el medio de 

prensa escrita Al Día "La Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL) quedó 

integrada a partir de hoy, tras ser juramentados dos de sus miembros por la Junta 

Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, (ARESEP). George 

Petrie Miley Rojas y Maryleana Méndez Jiménez, quienes fueron juramentados hoy, 

junto a Carlos Raúl Gutié"ez Gutié"ez y a Walther Herrera Cantillo integran el 

Consejo de la SUTEL "266
• 

Cumpliendo con los nombramientos SUTEL inició operaciones y se convirtió 

así en el órgano especializado en regulación del sector de telecomunicaciones, no 

obstante, pese a lo anterior, se considera una debilidad la tardanza en el trámite 

del nombramiento de los miembros del Consejo, esto debido a que demoró el 

inició de la implementación de un nuevo sector de telecomunicaciones en Costa 

Rica. 

B) Dilación en cuanto al acuerdo de extinción parcial de concesiones 

para el uso del espectro radioeléctrico otorgadas al Instituto 

Costarricense de Electricidad 

El ICE al ser el único operador del servicio de telecomunicaciones durante 

muchos años en Costa Rica, tenía el control absoluto del espectro radioeléctrico, 

pero con motivo de la apertura del sector de telecomunicaciones, se ve necesario 

reacomodar y reasignar las bandas de frecuencia del espectro con la finalidad de 

que los operadores nuevos puedan brindar el servicio de telecomunicaciones. 

266 Periódico Al Día. Recuperado el 26 de enero de 2009 de http://www.aldiacr.com 
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El capítulo décimo tercer del TLC establece en su artículo 13.1 O lo referente 

a la asignación y uso del espectro: 

"Asignación y Uso de Recursos Escasos 

1. Cada Parte administrará sus procedimientos para la asignación y uso de 

recursos de telecomunicaciones escasos, incluyendo frecuencias, números 

y servidumbres de paso, de una manera objetiva, oportuna, transparente y 

no discriminatoria. 

2. Cada Parte pondrá a disposición del público el estado actual de 

distribución de las bandas de frecuencias asignadas, pero no estará obligada 

a proporcionar la identificación detallada de las frecuencias asignadas para 

usos gubernamentales específicos. 

3. Para mayor certeza, las medidas de una Parte relativas a la distribución y 

asignación del espectro y a la administración de las frecuencias no 

constituyen per se medidas incompatibles con el Artículo 11.4 (Acceso a 

Mercados), el cual se aplica al Capítulo Diez (Inversión) a través del Artículo 

11.1.3. (Alcance y Cobertura). En consecuencia, cada Parte conserva el 

derecho de establecer y aplicar sus políticas relativas a la asignación del 

espectro y administración de las frecuencias, que pudieran limitar el número 

de proveedores de servicios públicos de telecomunicaciones, siempre que 

eso se haga de una manera que sea compatible con este Tratado. Cada 

Parte también conserva el derecho de asignar las bandas de frecuencia 

tomando en cuenta las necesidades presentes y futuras"267
• 

De conformidad con el artículo del capítulo décimo tercero del Tratado de 

Libre Comercio, los Estados parte deben garantizar que se dé una asignación de 

recursos efectiva para que los operadores que inician en el mercado puedan 

establecerse y poder brindar el servicio de telecomunicaciones, por lo que al ser el 

267 Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 

Artículo. 13.10. 
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espectro un bien de dominio público debe garantizar su administración de forma 

eficiente con respecto de los operadores. 

Es mediante un acuerdo firmado entre el Presidente Ejecutivo del ICE y el 

Poder Ejecutivo, con fecha del dieciocho de diciembre de dos mil nueve en que se 

acuerda extinguir algunas concesiones de uso del espectro otorgadas al ICE. En 

dicho acuerdo se indica que "Que el Poder Ejecutivo, en vista de la extinción parcial 

de frecuencias que se ha acordado por este convenio, y por lo expuesto sobre la 

eficiencia en el uso del espectro, mayor competitividad y desarrollo del país, 

dispondrá de las concesiones de frecuencias que se extinguen por este 

instrumento, según el Plan Nacional de Atribución de Frecuencias, y las facultades 

de Ley'1268
• Lo acordado en la cita anterior, se establece al año en que la leyes de 

implementación y el TLC entraron en vigencia, lo que hace que surja la 

interrogante del porqué demoró tanto tomar esa decisión o llegar a ese acuerdo, si 

esa reasignación de frecuencias del espectro era necesario que se dieran con la 

finalidad de que se iniciara el proceso de apertura con mayor agilidad. 

En vista de lo anterior, el hecho de que se haya demorado un año y meses 

para definir y extinguir ciertas concesiones al ICE del espectro radioeléctrico hace 

que sea una de las debilidades evidentes del proceso de regulación del sector de 

telecomunicaciones que se ha presentado en estos años. 

C) Dilación en cuanto a los procesos y plazos de la adjudicación de 

frecuencias del espectro a los nuevos operadores de redes y 

prestatarios del servicio 

268 Acuerdos suscritos entre Poder Ejecutivo y el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) para 

la extinción parcial de concesiones para el uso del espectro radioeléctrico otorgados al ICE. 18 de 

diciembre de 2013. 
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Otro punto importante con respecto de la regulación del servicio de 

telecomunicaciones, es referente al tema de los plazos en los que se adjudicaron 

las frecuencias del espectro a los nuevos operadores. 

El reglamento de la Ley General de Telecomunicaciones establece el 

procedimiento para realizar la asignación de frecuencias a los nuevos operadores: 

''Artículo 11.- Procedimiento para la reasignaci6n de frecuencias. El Poder 

Ejecutivo le solicitará a la SUTEL su criterio técnico para determinar la 

procedencia o no de la reasignación de frecuencias. Previo a emitir su 

recomendación la SUTEL deberá dar audiencia al titular de la banda de 

frecuencia sujeta a reasignaci6n. El adjudicatario de la banda tendrá un plazo 

de quince (15) días naturales para manifestar su posición. Una vez recibida la 

posición del adjudicatario la SUTEL tendrá treinta (30) días naturales para 

realizar los estudios correspondientes y comunicar al Poder Ejecutivo su 

recomendación'1269
• 

Cabe destacar que dicho reglamento, del cual se extrae el artículo citado 

anteriormente fue emitido desde el veintidós de septiembre de dos mil ocho, no 

obstante, la primera adjudicación de frecuencias se realiza en el año dos mil once, 

el medio de prensa escrita El Financiero publicó un artículo con fecha del 

dieciocho de enero de dos mil once en el cual se anuncia la adjudicación a 

Telefónica y a América Móvil: 

"El decreto da luz verde a las empresas mexicana y española para solicitar 

los enlaces de frecuencias microondas (que permiten a las torres 

comunicarse entre sí). De esta forma avanzará el proceso para firmar el 

269 Decreto 34765 del 22 de setiembre de 2008. Reglamento a la Ley General de 

Telecomunicaciones. Artículo 11. 
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contrato, el cual deberá ser refrendado por la Contraloría General de la 

República'1270
• 

Se debe resaltar en este caso, nuevamente la presencia de trámites que 

han entorpecido que el ideal mercado de apertura, anunciado desde las 

propagandas para fomentar el apoyo a la aprobación del TLC funcione en su 

totalidad, así se indicó en otro artículo publicado en el periódico La Nación el 

dieciséis de diciembre de dos mil diez: 

"las tácticas dilatorias consiguieron sus objetivos cortoplacistas: solo dos 

empresas se interesaron por una de las tres frecuencias licitadas y, con la 

mejor de las suertes, comenzarán a operar a finales del 2011, cuatro años 

después de aprobada la apertura del mercado'1271
• 

Es increíble observar la cantidad de procedimientos y la lentitud con la que 

se aplican los trámites en relación con la regulación de las telecomunicaciones, se 

comprende que es muy difícil empezar con un nuevo sistema, sin embargo, 

esperar años a que se ponga en práctica los principales elementos de un mercado 

de telecomunicaciones dedicado a la competencia, deja mucho que pensar y lo 

más absurdo de todo es que parece que es el mismo Estado el que trata de 

impedir que se dé la competencia efectiva en el sector, competencia que era la 

carta de presentación del TLC en materia de telecomunicaciones. Se visualiza en 

este apartado otra debilidad de la regulación del sector de telecomunicaciones, la 

cual es la demora en la que SUTEL y los demás involucrados realizan sus 

funciones y competencias, como lo fue en este caso iniciar los procesos y la 

adjudicación de las frecuencias del espectro de forma tardía. 

270 Periódico El Financiero. Recuperado el 18 de enero de 2011 de http://www.elfinancierocr.com 
271 Periódico La Nación. Recuperado el 16 de diciembre de 2010 de http://www.nacion.com 
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D) Dilación en cuanto a la aplicación de FONATEL 

Como ya se ha indicado, el FONATEL nace con la finalidad de disminuir la 

brecha digital presente en el país. Parte de los objetivos es llevar acceso a las 

zonas que no tienen la posibilidad de recibir una cobertura en telefonía celular, o 

bien, no tienen acceso a Internet, también lo que se pretende mediante esta figura, 

es facilitar el acceso de telecomunicaciones dado a los muchos beneficios que 

esto representa. Es por lo anterior que mediante el FONATEL, el cual está 

financiado por fondos públicos se establecen proyectos que van de conformidad 

con el Plan Nacional de Desarrollo de Telecomunicaciones y las necesidades del 

país relacionadas con el sector de telecomunicaciones. 

El FONATEL es una figura muy relevante en el ámbito de las 

telecomunicaciones, no solo por lo propósitos, fines y proyectos que implica, sino 

también, por los dineros que recauda, cada proyecto debe estar muy bien pensado 

y preparado para que se cumplan los propósitos para los que fue creado. No 

obstante, recientemente se han presentado situaciones que hace se cuestione la 

labor de SUTEL y la dirección en la que se está manejando el FONATEL. 

Parte de esas situaciones, se reflejan en las noticias que son visibles en 

medios de prensa críticas con respecto de la gestión de SUTEL y la aplicación del 

FONATEL. La relación Poder Ejecutivo y SUTEL, de la cual se hablará en otra 

sección de este trabajo, por ley son de coordinación y ejecución de proyectos, es 

decir, deben trabajar en conjunto para cumplir con los propósitos fijados en el Plan 

Nacional de Desarrollo de Telecomunicaciones, no obstante, esa relación se ha 

visto debilitada por los cuestionamientos hacia la función de SUTEL con respecto 

al establecimiento claro de cuáles van a ser los proyectos en los que se va a 

invertir el FONATEL y a la demora en la toma de decisiones para iniciar con la 

disminución de la brecha digital presente en el país. 
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Con respecto de estos cuestionamientos, la presidenta del Consejo de 

SUTEL María lleana Méndez en un artículo que se publicó en el Periódico La 

Nación en fecha del seis de agosto de dos mil trece, defiende la gestión del 

órgano que representa y manifiesta lo siguiente: 

"Debemos garantizar que la administración y asignación de los recursos de 

FONA TEL respeten los principios de competencia efectiva, proporcionalidad, 

objetividad, transparencia, no discriminación, eficacia, no distorsión de la 

competencia, asignación eficiente de los recursos, igualdad de 

oportunidades e innovación tecnológica. Como puede observarse, SUTEL ha 

trabajado en forma ágil, transparente y eficiente en el desa"ollo de los 

proyectos de FONA TEL y continuará haciéndolo. Consideramos que la única 

forma de agilizar dichos proyectos es trabajando en conjunto con las 

instituciones involucradas, encabezadas por el Ministerio de Ciencia 

Tecnología y Telecomunicaciones (MICITT) como ente rector del sector, por 

lo que reiteramos nuestra plena disposición a trabajar coordinadamente para 

lograr llevar los servicios de telecomunicaciones a las instituciones y 

comunidades que los demandan y merecen'1272
• 

SUTEL defiende su gestión y justifica su accionar en estos años de 

operación, no obstante, las críticas y molestias se presentaron, como fue el caso 

de un artículo publicado en el periódico La Nación con fecha del cinco de 

septiembre de dos mil trece, se reflejan las críticas de parte del Poder Ejecutivo 

con respecto de la implementación del FONATEL: 

"El Poder Ejecutivo, prácticamente, se cansó de esperar y buscó una 

solución ágil, a través del Instituto Costa"icense de Electricidad (ICE), para 

la ejecución del proyecto "Ce"ando brechas", ya que SUTEL no fue capaz de 

una ejecución eficiente de los recursos -por demás importantes- ni de 

cumplir con el mandato que le da la ley de desa"ollar el acceso y servicio 

272 Periódico La Nación. Recuperado el 6 de agosto de 2013 de http://www.nacion.com 
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universal y solidaridad. Ante esta inoperancia, el Poder Ejecutivo volvió los 

ojos hacia el ICE, que había suscrito un convenio de cooperación con el 

Ministerio de Educación Pública (MEP) en el 2004, con el objetivo de 

desa"ollar una red de innovación educativa'1273
• 

Para entrar en contexto con la noticia anterior, el Poder Ejecutivo estaba 

implementado el proyecto "Cerrando Brechas" cuya finalidad era conectar a 

centros educativos con el servicio de Internet para así fomentar la educación y el 

conocimiento de los asistentes a los centros educativos, el Poder Ejecutivo 

pretendía que parte del FONATEL se dirigiera a ese proyecto, no obstante, parte 

del problema es que SUTEL no actuó con rapidez ni agilidad y no colaboró con el 

proyecto, de ahí la molestia. 

Siguiendo con el mismo tema, el Viceministro de Telecomunicaciones en el 

periódico La Nación con fecha del diecisiete de julio de dos mil trece, relató su 

malestar con respecto de la situación presentada por lo que indicó que "siguen 

viendo con gran preocupación la lentitud de la SUTEL en la ejecución de proyectos 

y el bajo impacto de estos"274
• Con respecto de esta situación, el Poder Ejecutivo 

tomó la decisión de que el MEP fuera el que asumiera los gastos del proyecto 

"Cerrando Brechas" dado a que con el FONATEL y la gestión de SUTEL no se 

podía contar, en relación con este tema cabe resalta una opinión del periodista del 

periódico La Nación Pablo Fonseca, quien hace un análisis y crítica muy fuerte al 

uso de los fondos públicos que financian el FONATEL: 

"Por un lado, es un poco molesto saber que existió (existe) dinero que se 

pudo aprovechar para esto, pero por otro es alentador saber que estamos 

claros en que no se puede esperar más y que el costo de limitar el acceso a 

273 Periódico La Nación. Recuperado el 5 de septiembre de 2013 de http://www.nacion.com 
274 Periódico La Nación. Recuperado el 17 de julio de 2013 de http://www.nacion.com 
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la tecnología a los jóvenes de las zonas rurales nos va a salir mucho más 

alto a mediano plazo"1275
• 

La dilación en cuanto a la respuesta por parte de SUTEL referente a ese 

proyecto se considera una debilidad, esto debido a que se está rompiendo los 

principios para los cuales fue creado el FONATEL y se cuestiona el porqué si el 

dinero ya está recaudado no se aplica de forma inmediata si las necesidades 

están vigentes y son claras. 

Otro de las críticas con respecto de la demora en la actuación SUTEL y 

FONATEL es referente a la adjudicación de proyectos. En el sitio en Internet de la 

Superintendencia de Telecomunicaciones se indican que hay tres proyectos en 

trámite los cuales son: 

1. Proyecto Siquirres. 

2. Proyecto la Roxana de Pococí. 

3. Proyecto Zona Norte (inicia concurso 24 de octubre de 2013). 

De los anteriores, los dos primeros, según SUTEL ya se encuentran 

debidamente adjudicados, mientras que el último está en concurso. El proyecto 

Siquirres fue adjudicado a la empresa Telefónica y según el periódico El 

Financiero con fecha del primero de agosto de dos mil trece ya se firmó el contrato 

entre el Banco Nacional de Costa Rica (administrador del fideicomiso del 

FONATEL) y la empresa Telefónica de Costa Rica, "La firma de este contrato 

permitirá el inicio de los trabajos de Telefónica y se espera que en un plazo de seis 

meses, esta empresa implemente la primera parte del proyecto, la cual consiste en 

llevar conectividad a Internet y telefonía a los habitantes de esta zona"276
• El 

proyecto de la Roxana de Pococí fue adjudicado recientemente al Instituto 

Costarricense de Electricidad. 

275 Periódico La Nación. Recuperado el 18 de Julio de 2013 de http://www.nacion.com 
276 Periódico El Financiero. Recuperado el 1 de agosto de 2013 de http://www.elfinancierocr.com 
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Si bien es cierto, es positivo que estos proyectos hayan sido adjudicados 

para atender las necesidades de las poblaciones que no tiene acceso ni cobertura 

al servicio de telecomunicaciones, lo que se considera una debilidad es la 

duración en la que estos proyectos se han puesto a concurso y se han adjudicado, 

esto debido a que si el FONATEL fue debidamente capitalizado en el mes de julio 

de dos mil once, por qué hasta dos años después se ponen en licitación pública 

los proyectos. 

Lo indicado anteriormente, hace que se concluya que parte de las 

debilidades del sistema de regulación de telecomunicaciones que opera en Costa 

Rica, actualmente, es la demora en la actuación de SUTEL para implementar el 

FONATEL en cuanto a poner en marcha proyectos que reduzcan las 

imposibilidades al acceso en las telecomunicaciones. 

E) Dilación referente a la entrada en vigencia de la portabilidad numérica 

La portabilidad numérica es la posibilidad de que los usuarios del servicio 

de telecomunicaciones puedan tener la posibilidad de cambiar de operador de 

telecomunicaciones sin perder el número telefónico, de hecho parte de los 

compromisos que se adquirieron en el capítulo trece del TLC era el 

establecimiento de la portabilidad numérica en nuestro país: 

"Portabilidad del Número: Cada Parte garantizará que los proveedores de 

servicios públicos de telecomunicaciones en su territorio proporcionen 

portabilidad del número, en la medida técnicamente factible, de manera 

oportuna, y en términos y condiciones razonables"277
• 

277 Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 

Artículo 13.3. 
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La portabilidad numérica garantiza que se dé una competencia efectiva en 

el mercado y hace que el usuario pueda escoger en un mercado donde hay 

variedad de operadores y prestatarios del servicio, el operador que considere sea 

el más apto, sin embargo, muchas personas por razones de trabajo, o bien, por 

cuestión de gusto no desean cambiar su número de teléfono y, por lo tanto, eso 

les limita a cambiar de operador si en un determinado país no se aplica la figura 

de portabilidad numérica, lo que se considera una barrera para el desarrollo de la 

competencia efectiva del mercado de telecomunicaciones. A dos años de haberse 

instaurado en Costa Rica dos de las empresas más poderosas a nivel mundial en 

materia de telecomunicaciones como lo son Claro y Movistar y a pesar de que en 

el TLC se estableció claramente que debía cumplirse con la portabilidad numérica, 

en Costa Rica simplemente no se ha aplicado. 

En el sitio web de SUTEL, con gran orgullo se refieren a la portabilidad 

numérica e indican que: 

"Esperamos que a más tardar en agosto salga a concurso el pliego de 

condiciones finales. La empresa que lo gane tendrá tres meses para concluir 

las obras de infraestructura y un mes más para hacer pruebas antes de 

ofrecer el servicio. Esta ha sido una de las metas de la SUTEL y esperamos 

que la portabilidad numérica esté disponible para todos los costarricenses 

este fin de año o a más tardar a principios del 2013"278
• 

Con vista en lo anterior, cabe resaltar que el año dos mil trece está en su 

último trimestre y la implementación de la portabilidad numérica sigue sin hacerse 

efectiva. Según se ha manifestado, a partir del treinta de noviembre entrará en 

vigencia la portabilidad numérica en Costa Rica. 

278 Superintendencia de Telecomunicaciones. 2011. http://www.sutel.go.cr. Consulta 20 de 

octubre de 2013. 
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Todo lo anterior, deja todavía más claro las deficiencias en las gestiones 

que se realizan para aplicar proyectos y compromisos, como es el caso de la 

portabilidad numérica, por esa razón, la dilación en cuanto a su implementación es 

una debilidad de la regulación y también una de las formas más claras de atentar 

contra la competencia efectiva que se procura establecer de conformidad con la 

LGT. 

F) Dilación en cuanto al establecimiento de la relación con el incumbente 

y la concesión de interconexión 

Con respecto de este punto, es necesario definir lo que se entiende por 

interconexión de conformidad con el capitulo décimo tercero del TLC. 

Interconexión es "significa enlace con proveedores de servicios públicos de 

telecomunicaciones con el objeto de permitir a los usuarios de un proveedor, 

comunicarse con los usuarios de otros proveedores y acceder a los servicios 

suministrados por otro proveedor'1279
• Según el concepto anterior, se concluye que 

la interconexión es una puerta a la competencia efectiva. El mismo capítulo 

establece como un requisito de los Estados parte asegurar la interconexión: 

"Interconexión Regulada: (a) Costa Rica asegurará que los proveedores de 

servicios públicos de telecomunicaciones de otra Parte sean provistos de 

interconexión con un proveedor importante en una forma oportuna, en 

términos y condiciones7 no discriminatorios y con tarifas basadas en costos 

que sean transparentes, razonables y que tengan en cuenta la viabilidad 

económica Para los efectos del subpá"afo (a), las condiciones incluyen las 

normas y especificaciones técnicas, así como la calidad de la interconexión. 

(b) Costa Rica también asegurará que todo proveedor de servicios que 

279 Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 

Artículo 13.17. 
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solicite la interconexión con un proveedor importante podrá acudir ante un 

órgano nacional independiente, 8 que podrá ser la autoridad reguladora a la 

que se hace referencia en el párrafo 2, para resolver dentro de un plazo 

razonable las diferencias con respecto a los términos, condiciones y tarifas 

de interconexión"280
• 

Tal y como se indica en el extracto anterior, el enlace de los nuevos 

proveedores con el operador incumbente, sea en este caso el ICE es un elemento 

importante para que estos nuevos proveedores brinden el servicio de 

telecomunicaciones, no obstante, esta interconexión presentó demoras con motivo 

a que el operador incumbente no estaba conforme con esa disposición de facilitar 

la interconexión a los nuevos operadores, pues para nadie es un secreto que el 

operador estatal no estaba a favor del TLC, aunado a eso estaba, también, el 

tema de definición de tarifas, lo que eso hacía que todas las negociaciones 

sufrieran una demora considerable. 

Lo ideal, es que el regulador establezca un equilibrio entre los operadores 

para así evitar las prácticas monopolísticas y aquellas actuaciones que interfiera 

con el desarrollo normal del mercado competitivo. Sin embargo, en el caso de las 

negociaciones de la interconexión, SUTEL no contribuyó de forma visible a que 

esas convenios se agilizarán por lo que implicó una demora que fue criticada por 

grandes participantes del sector, entre ellos los miembros de la Cámara de 

lnfocomunicación "la SUTEL debería impedir que las negociaciones continúen más 

allá del plazo de ley, en perjuicio de los operadores y minando su credibilidad en el 

proceso"2111
• Inicialmente, el ICE se negaba a facilitar las negociaciones para el 

establecimiento de la relación de interconexión con los nuevos operadores y eso, 

280 Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 

Artículo 13. 5. Sobre principios regulatorios. 
281 Periódico El Financiero. Recuperado el 14 de febrero de 2010 de 

http://www.elfinancierocr.com 
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según la LGT es considerado como una práctica que atenta contra la libre 

competencia, por lo que "debido al problema con el ICE, ocho empresas pidieron la 

intervención de la SUTEL, instancia que resolvió a favor de cuatro de estas a saber 

Cal/ my way NY S.A., Telecomunicaciones integrales de Costa Rica S.A. (Ticom), E­

diay y SRL Telecom Panamá. En cada uno de los casos se le da al ICE 15 días para 

hacer la interconexión'1282
• Esta situación revela la falta de atención por parte de 

SUTEL a este tipo de situación, pues al ser el órgano regulador debería de estar al 

pendiente de este tipo de negociaciones. 

Con respecto de lo anterior, en una nota publicada en el Medio de 

Comunicación escrita La República se hizo referencia a un comunicado que 

realizó la Contraloría General de la República de Costa Rica, en donde se le daba 

la posibilidad a SUTEL de interferir en esos procesos "esta entidad la encargada 

de "intervenir" y "garantizar ella misma las condiciones mínimas de acceso e 

interconexión'1283
, todo el fin de que todas estas demoras en el proceso de 

interconexión entre operadores se eliminen y no sean una barrera más para la 

competencia. 

Lo cuestionable es este caso, es el porqué SUTEL no participó de forma 

más activa para evitar este tipo de situaciones. Si se analizan las fechas de las 

noticias que se utilizaron como base de este apartado, se ve que 

aproximadamente todos esos procesos hasta que la Contraloría dio una especie 

de impulso a la SUTEL para que interfiriera de forma activa en las negociaciones 

tardaron casi nueve meses, plazo que en un mercado de competencia efectiva 

ideal no debe ser tan extenso. 

Se retoma la idea de que la labor de SUTEL no es fácil, son muchos 

elementos los que debe regular y poner en práctica, no obstante, debe mejorar en 

282 Periódico La Prensa Libre. Recuperado el 3 de julio de 2010 de http://www.prensalibre.cr 
283 Periódico La República. Recuperado el 21 de octubre de 2010 de http://www.larepublica.net 
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cuanto a la agilidad de su gestión, debido a que lo ideal es que el mercado de 

telecomunicaciones fluya sin ningún tipo de traba y si es el mismo regulador el que 

fomenta de forma indirecta todas esas demoras y obstáculos evidencia que algo 

está mal en el sistema de regulación. De conformidad con lo anterior, parte de las 

debilidades que se presentaron al inicio de la implementación del sistema de 

apertura y competencia de telecomunicaciones fue la demora por establecer las 

relaciones de interconexión entre el incumbente y los operadores. 

SECCIÓN 111: TERCERA DEBILIDAD: FALTA DE COORDINACIÓN ENTRE EL 

MICITT Y SUTEL 

La LGT establece en varios de sus artículos una relación de coordinación 

entre el Poder Ejecutivo y SUTEL, principalmente, en el tema de implementación 

de proyectos y otorgamiento de concesiones. El MICITT al ser el Ministerio rector 

de las telecomunicaciones y al formar parte del Poder Ejecutivo tiene que tener 

una relación estrecha con SUTEL, esto debido a que, tanto el Ministerio como el 

órgano de regulación tienen los mismos fines, desarrollar un servicio de 

telecomunicaciones que sea accesible a todos. 

Como ya se ha indicado, a inicios de la entrada en vigencia del nuevo 

sector de telecomunicaciones el Ministerio rector en el área era el MINAET, no 

obstante, eso cambió y se le asignó al Ministerio de Ciencia y Tecnología la gran 

responsabilidad de ser el Ministerio rector de un sector que se estaba 

implementando y que era muy reciente. Justamente, el doce de agosto de dos mil 

doce, el viceministro de Telecomunicaciones Rowland Espinoza emitió unas 

declaraciones en el periódico El Financiero donde indicó que tiene clara la labor y 

el tipo de relación que debe establecerse entre el MICITT y SUTEL: 
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"Mucha comunicación y coordinación. Mucho de los traslapes funcionales 

entre las dos instituciones eran que las decisiones o los planes de trabajo se 

hacían a nivel técnico, pero sin los tomares de decisión. Esto provocaba que 

la Viceministra (Hannia Vega) no estuviera al tanto o que uno de los tres 

miembros de la SUTEL no estuviera de acuerdo y se echara para atrás'1284
• 

Sin embargo, pese a lo anterior esa relación al parecer sigue siendo débil y 

deficiente, pues se han presentado varios desacuerdos entre MICIT y SUTEL, el 

más claro de ellos es lo que se mencionaba en la sección referente a la dilación de 

la implementación de FONATEL, en donde las críticas del Poder Ejecutivo a la 

SUTEL son claras. Nuevamente, en la prensa escrita se hace evidente la débil 

relación entre los encargados de regular el sector de telecomunicaciones, el día 

veinticuatro de julio de dos mil trece en El Financiero, donde se dice que 

"diferencias existentes entre la Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL) y 

el Ministerio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones (MICITT) están 

impidiendo que los recursos disponibles en el Fondo Nacional de 

Telecomunicaciones (FONA TEL) se desembolsen a más velocidad'1285
, en esa 

misma noticia se cita la opinión del Ministro Alejandro Cruz, el cual indica que "a la 

fecha no se ha logrado porque tienen una "diferencia sustantiva de visión país y de 

cómo ejecutar recursos'1286
• 

Es lamentable y claramente es una debilidad de la regulación del servicio 

de telecomunicaciones, la presencia de una descoordinación en cuanto a toma de 

decisiones que son necesarias para que los procesos de competencia efectiva, de 

apertura de telecomunicaciones y de acceso universal del servicio de 

telecomunicaciones se desarrollen a cabalidad, por lo que el hecho de que dos 

partes importantes y encargados de impulsar el desarrollo del sector de 

284 Periódico El Financiero. Recuperado el 12 de agosto de 2012 de http://www.elfinancierocr.com 
285 Periódico El Financiero. Recuperado el 24 de julio de 2013 de http://www.elfinancierocr.com 
286 lbid. 
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telecomunicaciones tengan problemas de coordinación y de ideales hace que esa 

situación sea considerada como otra debilidad de la regulación del sector de 

telecomunicaciones actualmente. 

Se debe reflexionar el porqué es tan difícil que se puedan compartir ideas y 

proyectos, cuya finalidad sea garantizar los principios rectores establecidos en la 

LGT como son solidaridad y universalidad. 

SECCIÓN IV: CUARTA DEBILIDAD: FALTA DE IMPARCIALIDAD EN CUANTO 

A LA LABOR DE REGULACION POR PARTE DE SUTEL (CASO ICE Y 

ADQUISICIÓN DE EMPRESA DE TELEVISIÓN POR CABLE) 

Se supone que el órgano especializado en regulación debe establecer un 

equilibrio en el sector, no manejarse por intereses de particulares, sino por 

intereses generales. Es claro que la labor de SUTEL como regulador 

especializado en materia de telecomunicaciones no es fácil, debe estar pendiente 

de muchos aspectos no solo entre operadores, sino también, de los consumidores 

del servicio, estar pendiente de la aplicación del marco normativo y de otros 

aspectos referentes al sector como tal, no obstante, desde que iniciaron 

operaciones han tenido desaciertos que han generado grandes cuestionamientos 

en cuanto a la imparcialidad que debería de tener el órgano regulador. 

El caso más evidente fue el de el interés del ICE de adquirir una empresa 

de televisión por cable (CABLEVISIÓN), y la solicitud de aval por parte de la 

SUTEL para realizar esa compra. El primer inconveniente con respecto de este 

caso, se presenta una vez que la SUTEL tarda nueve meses para dar el aval 

respectivo, esto se indicó en el periódico La Nación con fecha del cinco de octubre 

de dos mil doce en donde se dijo que "la resolución fue adoptada casi nueve 
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meses después que el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) le solicitó a 

SUTEL exactamente el 27 de enero del 2012 la autorización para realizar la 

adquisición"287
, es decir, se vuelve a presentar trámites dilatorios para tomar una 

decisión en SUTEL, lo cual nuevamente impide que el ICE pueda participar en el 

mercado brindando el servicio de televisión por cable e Internet, por lo que esa 

dilación se constituye como una barrera a la competencia efectiva del mercado 

que se ha implementado en los últimos años posteriores a la firma y ratificación 

del TLC. 

Otro de los inconveniente que surgió de esa solicitud hecha por el ICE al 

órgano regulador, fue que aunque SUTEL avaló la solicitud del ICE, la decisión le 

fue condicionada para que devolviera parte de las frecuencias del espectro 

radioeléctrico que tenía en su poder, así se informó el día diez de octubre de dos 

mil doce en el periódico La Nación: 

"El comunicado detalla que el ICE deberá renunciar al uso y explotación de 

segmentos comprendidos entre los 1880 MHz a 1920 MHz (40 MHz), de 2520 

MHz a 2620 MHz y 2640 MHz a 2690 MHz (150 MHz) y del segmento de 3440 

MHz a 3600 MHz (160 MHz)"288
• 

Cabe destacar, que la LGT en su artículo diez establece quién es el 

competente para asignar y rescatar las frecuencias del espectro radioeléctrico: 

" ... El Poder Ejecutivo asignará, reasignará o rescatará las frecuencias del 

espectro radioeléctrico, de acuerdo con lo establecido en el Plan nacional de 

atribución de frecuencias, de manera objetiva, oportuna, transparente y no 

discriminatoria, de conformidad con la Constitución Política y lo dispuesto 

en esta Ley. A la SUTEL le corresponderá la comprobación técnica de las 

287 Periódico La Nación. Recuperado el 5 de octubre de 2012 de http://www.nacion.com 
288 Periódico La Nación. Recuperado el 10 de octubre de 2012 de http://www.nacion.com 
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emisiones radioeléctricas, así como la inspección, detección, identificación y 

eliminación de las interferencias perjudiciales'1289
• 

Es el artículo citado, el que indica que es el Poder Ejecutivo y no SUTEL el 

que tiene que distribuir y rescatar las frecuencias del espectro, a SUTEL 

solamente le competerán labores de vigilancia con respecto del uso de esas 

frecuencias. En el caso en estudio se generan muchas dudas del porqué SUTEL 

tomó esa decisión de atribuirse una competencia que por ley no le ha sido 

asignada. 

Tal y como se indicó en este capítulo, inicialmente, era necesario que el ICE 

como operador estatal y el cual tenía el dominio del espectro realizara la 

devolución de ciertas frecuencias del espectro radioeléctrico para que así éstas 

fueran puestas en licitación pública disposición de los otros operadores, con 

motivo de eso había firmado un acuerdo entre el Poder Ejecutivo y el ICE para la 

cancelación de ciertas concesiones. En vista de lo anterior, el procedimiento 

acertado para solicitar nuevamente la devolución de frecuencias, sería el que 

establece la ley, es decir, mediante interferencia del Poder Ejecutivo solicitar la 

devolución y la cancelación de concesiones y no condicionar una solicitud para 

obtener un resultado que tienen a resaltar cierto favorecimiento a operadores 

privados, como se hizo en este caso. La actuación de SUTEL es confusa y deja 

mucho que pensar en cuanto a la forma de aplicar la regulación, en este caso, 

claramente la objetividad no estuvo presente, ni se utilizó de forma correcta los 

medios que el ordenamiento jurídico le otorga para realizar los procedimientos 

respectivos para la redistribución de frecuencias. 

Toda ese condicionamiento por parte de SUTEL al ICE fue considerado 

como una especie de chantaje, así se publicó en el Semanario Universidad con 

fecha del diecisiete de octubre de dos mil doce "diversas fuentes consultadas por 

289 Ley 8642 del 4 de junio de 2006. Artículo 10. 
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UNIVERSIDAD coincidieron en referirse en términos muy fuertes a la disposición 

emitida por la Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL), según la cual si el 

Instituto Costa"icense de Electricidad (ICE) pretende comprar la empresa Cable 

Visión, debe devolverle al estado unos 350 megaherz (MHz) del espectro 

radioeléctrico'1290
, otras posiciones surgieron también en referencia a SUTEL, tal 

fue el caso del 1 Congreso Iberoamericano de Telecomunicaciones San José 

celebrado en junio de dos mil trece, en donde en una mesa redonda dedicada al 

tema de la regulación para la competencia el expositor peruano el Dr. Ramón 

Huapaya Tapia criticó severamente esa decisión, dado a que él mismo 

consideraba que SUTEL actuaba en forma contradictora con las competencias 

que se le habían asignado por ley y que también no consideraba pertinente tomar 

condicionar una contratación a cambio de algo. 

Posterior a todos los reclamos interpuestos por el ICE, SUTEL anuló su 

decisión y eliminó el condicionamiento de devolución de parte del espectro para 

que el ICE tuviera la oportunidad de contratar al ICE. En el periódico El Financiero 

con fecha del cinco de noviembre de dos mil doce, se indicó que SUTEL modificó 

su decisión y llegó a la conclusión de que "reconoce que en este caso particular la 

concentración de espectro del ICE no resulta de la compra de Cable Visión y por lo 

tanto, el Consejo de la resuelve eliminar esta condición'1291
• 

Este caso en particular, se toma como una debilidad en la regulación del 

sector de telecomunicaciones la cuestionable actuación de SUTEL, dado a que 

inicialmente toma una decisión la cual no es acertada ni imparcial al condicionar 

que un operador (curiosamente el estatal) pueda participar del mercado 

competitivo hasta devuelva parte del espectro y así otros operadores sí puedan 

290 Semanario Universidad. Recuperado el 17 de octubre de 2012 de 

http://www.semanariouniversidad.ucr.cr 
291 Periódico El Financiero. Recuperado el 5 de noviembre de 2012 de 

http://www.elfinancierocr.com 
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posteriormente participar del mercado aprovechando dichas frecuencias, es un 

poco contradictorio, por lo que es una debilidad la presencia de ciertas decisiones 

de SUTEL que denotan parcialidad hacia los operadores nuevos del mercado. 

Todas las debilidades señaladas en este capítulo, reflejan que el paso de 

un sector de telecomunicaciones enfocado en el monopolio a uno dirigido a la 

apertura de la competencia, no ha sido fácil, pues empezar con una nueva 

estructura normativa e institucional, definición de competencias y atribuciones, y a 

la vez, cumplir con los compromisos de un tratado de libre comercio es un poco 

complejo, sin embargo, parte de este análisis jurídico era valorar aquellas cosas 

positivas y aquellos obstáculos que se han presentado en la regulación del sector 

de telecomunicaciones, esto con la finalidad de ver si se están cumpliendo los 

propósitos de la visión del servicio de telecomunicaciones como un servicio de 

acceso universal. 
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CONCLUSIONES 

Durante toda esta de investigación se dio panorama global de la regulación 

de las telecomunicaciones con motivo de la apertura del mercado a raíz de la 

ratificación del TLC y la implementación de un nuevo marco jurídico e institucional 

de las cuales es posible rescatar varios aspectos. 

Inicialmente, se puede decir que con el análisis de las diferentes aristas del 

servicio público y su relación con el mercado de las telecomunicaciones que opera 

actualmente en Costa Rica, se concluyen que el servicio público es una actividad 

de suma importancia que es realizada por la Administración Pública y tiene como 

fin cumplir con aquellas necesidades que los ciudadanos requieren. 

En el caso de Costa Rica, es claro que la noción de servicio público ha sido 

fruto de una serie de cambios a nivel normativo y administrativo que se ha 

presentado desde el periodo liberal hasta nuestros días, noción enfocada siempre 

en los principios de igualdad, universalidad, continuidad, eficiencia y que ahora 

tiene una nueva perspectiva jurídica en la cual la actividad de prestación del 

servicio público debe ir enfocada en fomentar la competencia entre los prestatarios 

del servicio, todo con la finalidad de garantizar la eficiencia y universalidad de 

servicio. 

Esa nueva perspectiva del servicio público, nace en función de la realidad 

económica y social que día con día va cambiando a nivel mundial, por esa razón, 

parte de los ideales es modernizar los sistemas de regulación de los servicios 

públicos, tal y como sucedió en Costa Rica con las telecomunicaciones. Las 

telecomunicaciones han ganado terreno en el acontecer diario de las personas, 

esto por todos los beneficios que implica su uso, un acercamiento al mundo, 

mejora las relaciones comerciales y fomenta el conocimiento, es decir, es un 

medio que facilita las relaciones y la vida de las personas, de ahí su importancia. 
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Con la aprobación en Costa Rica del TLC, se adquirieron muchos 

compromisos que comprometían varios sectores económicos y sociales, entre 

ellos el sector de telecomunicaciones, sector que en Costa Rica estuvo 

desarrollado únicamente por el operador estatal, el ICE. Con la firma de este 

tratado, se cambia la visión y el sistema de regulación del servicio de 

telecomunicaciones y se fomenta la apertura del mercado, teniendo la necesidad 

de realizar un cambio radical en el marco normativo e institucional del sector de 

telecomunicaciones. Con las leyes de implementación y la creación de SUTEL se 

pone en marcha la regulación de las telecomunicaciones, servicio que es 

considerado como un servicio de acceso universal deseable para todos, buscando 

así eliminar la brecha digital presente en Costa Rica. 

El sistema de regulación vigente tiene consigo muchas responsabilidades y 

retos que cumplir, parte de esos retos es garantizar la competencia efectiva entre 

los operadores, velar que la relación usuario operador esté basada en el equilibrio 

y libre de abusos y también la regulación implica que el servicio de 

telecomunicaciones sea accesible para todos. Es, por lo anterior, que mediante el 

FONATEL, se busca destinar fondos públicos a proyectos que lleven el progreso y 

el acceso al servicio de telecomunicaciones, cumpliendo así con el ideal de las 

telecomunicaciones como servicio universal. 

Otro aspecto importante que debe destacarse en esta investigación, es con 

respecto del servicio de telecomunicaciones, se desarrolla mediante la explotación 

y uso de un bien de dominio público como es lo es el espectro radioeléctrico, un 

recurso escaso que debe ser administrado de la mejor manera para garantizar su 

eficiencia y el cual no debe salir del dominio del Estado, no obstante, los 

particulares pueden utilizarlo cuando le sean asignado un título habilitante como lo 

son los las concesiones, autorizaciones y permisos. 
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Partir de cero para iniciar un sistema de regulación y cumplir todos los 

compromisos establecidos en un TLC, se sabe que no es fácil, pero tampoco 

imposible. A seis años de que iniciaron esos cambios, era necesario evaluar la 

gestión de forma global y así analizar las fortalezas y debilidades de la regulación 

del sector de telecomunicaciones. 

Es, por lo anterior, que el objetivo principal de esta investigación era realizar 

un análisis jurídico de las fortalezas y debilidades de la regulación del servicio 

público con motivo a la apertura del servicio de telecomunicaciones, esto por 

cuanto se ha logrado identificar que las telecomunicaciones son un tema relevante 

y de política nacional mediante el cual, tanto el Poder Ejecutivo y el órgano 

especializado en la materia SUTEL han dedicado muchos esfuerzos para dicho 

sector se desarrolle cumplimento sus principios rectores. 

Con vista en el análisis, se logró determinar que en el tiempo que ha 

trascurrido desde la entrada en vigencia del TLC y nuestros días, la regulación en 

telecomunicaciones ha contado con muchas fortalezas, las cuales no estaban 

presentes en el sistema de monopolio y de regulación del servicio que establecía 

la ARESEP, ahora el panorama de las telecomunicaciones es más positivo en 

virtud de que se le ha dado mucha más atención. El simple hecho que contar con 

un Ministerio rector de telecomunicaciones y un órgano regulador especializado en 

la materia, contribuye a que el sector vaya creciendo y desarrollándose. A su vez, 

la puesta en práctica de planes y proyectos como el FONATEL y el Plan Nacional 

de Desarrollo de Telecomunicaciones cuya finalidad es garantizar acceso a la 

población en general evidencia una de las más grandes fortalezas de la regulación 

del sector. 

Un marco normativo especializado en la materia, realmente completo que 

busca no dejar nada por fuera y trata de abarcar aspectos, tales como derechos 

de usuarios, regulación de títulos habilitantes, administración del espectro 
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radioeléctrico y la organización institucional refuerza esa idea de un sector de 

telecomunicaciones destinado a garantizar un servicio de acceso universal y 

enfocado a la competencia del mercados. 

Así como la regulación del sector de regulación en estos años ha tenido 

fortalezas fáciles de evidenciar, también hay ciertos elementos que han empañado 

los ideales y los principios de este sector de telecomunicaciones. Un ejemplo de lo 

anterior, es la falta de acción por parte de SUTEL para eliminar todas esas trabas 

que afectan la competencia libre y efectiva, como por ejemplo, las demoras por 

establecer los proyectos y la aplicación del FONATEL, en donde hasta dos años 

después de haberse capitalizado éste se inician los concursos y procesos de 

adjudicación de los proyectos cuya finalidad son eliminar la brecha digital en el 

país. Otra de las debilidades lamentables que se logró determinar es la pésima 

relación existente entre MICITT y SUTEL, esto por cuanto sus ideales y proyectos 

al parecer no van en la misma dirección, situación que es lamentable, pues quien 

se ve realmente afectado es el sector de telecomunicaciones como tal, los 

usuarios y los operadores. 

En síntesis, esta investigación se centra en la regulación de las 

telecomunicaciones como tal, de un nuevo sistema que, si bien es cierto, pretende 

ser beneficioso y fomentar el uso de las telecomunicaciones esto con motivo a los 

beneficios que pueden generar y cumpliendo con las garantías de solidaridad, 

acceso y universalidad. Es, por lo anterior, que el análisis global de las fortalezas y 

debilidades es un ejercicio que contribuye a valorar la gestión de la regulación de 

un sector de telecomunicaciones que se empezó a desarrollar con motivo a la 

apertura del mercado y a la firma del Tratado de Libre Comercio con Estados 

Unidos, Centroamérica y República Dominicana. 
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